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Introducción 


Pablo Schleifer!*! y María Mazzonil?! 

En este libro presentamos los avances realizados en el Proyecto de 
Investigación “Conflictividad social, Estado y Praxis en la 
Neoliberalización de la sociedad. Un análisis desde el Alto Valle de 
Río Negro” desarrollado en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
de la Universidad Nacional del Comahue. El compendio reúne los 
trabajos de un equipo de investigadoras e investigadores docentes, 
becarias y becarios del Conicet y del CIN (Estímulo a las Vocaciones 
Científicas), estudiantes y personas graduadas. Se trata de un grupo 
transdisciplinar que cruza la perspectiva sociológica con la 
comunicacional, entendiendo a las ciencias sociales como una mirada 
crítica. 

En efecto, constituimos un equipo relativamente heterogéneo. Si, 
por un lado, las diferencias etarias, las trayectorias académicas e 
investigativas disímiles y con objetos de investigación diversos son 
características propias de los equipos de investigación en las periferias 
universitarias, por otro lado, y al mismo tiempo, esas mismas 
características representan un rasgo enriquecedor que permite captar 
de la manera más acabada posible la complejidad de un mundo social 
situado y periférico. 

En este sentido, venimos analizando la relación entre Estado, 
mercados y sociedad en la región del Alto Valle de Río Negro y de 
Neuquén desde hace más de dos décadas. Los resultados obtenidos se 
vuelven actuales y recurrentes en el contexto de profundización de los 
procesos de neoliberalización de la sociedad. Así, entre 2005 - 2008 
analizamos la relación entre el Estado y la sociedad civil en el 
contexto de la implementación de políticas neoliberales llevadas 
adelante durante los años 90. Los casos analizados fueron: a-los 
imaginarios sociales de los usuarios del sistema público de salud de la 
ciudad de Neuquén. b-el fenómeno de la nueva pobreza y exclusión en 
los sectores de la ciudad de General Roca. Se visualizó como los 
procesos de exclusión social colocan en crisis los lazos sociales 


establecidos y constituyen una amenaza para amplias fracciones de la 
población que luchan por no quedar afuera y también el retroceso en 
el acceso a los derechos de ciudadanía y en las prácticas sociales 
colectivas de las y los afectados. 

Entre 2009 y 2011 se realizó la investigación “Estado y Sociedad 
en el Alto Valle de Río Negro y Neuquén. 2000-2010”. Analizamos la 
relación entre Estado, Mercado y Sociedad Civil, tomando como punto 
de inflexión el estallido de diciembre de 2001 y la crisis institucional 
que suscitó. Se interpretaron las transformaciones y continuidades del 
modelo de acumulación implementado en el pasado reciente. Se 
detectó que la relación Estado, Sociedad y Conflicto en la región 
muestra una serie de similitudes a pesar de las diferentes historias y 
peculiaridades locales. En ambas provincias los sectores dominantes a 
través del poder y las políticas estatales producen y reproducen 
prácticas que les permiten usufructuar del Estado. Éstas se reforzaron 
en la última década como mecanismo de control social. Una manera 
más sutil de ejercer el dominio que con la represión directa que, 
aunque no es abandonada, tiene un costo político mayor. También en 
ambas provincias la mayor parte de la política social tiene 
financiamiento del Estado Nacional. 

Desde 2012 a 2014 se realizó la investigación “Perspectivas 
Latinoamericanas sobre la Política y el Conflicto Social. Análisis desde 
el Pensamiento y la Teoría Social: Colonialismo Interno — Desarrollo/ 
Subdesarrollo-Dependencia”. Se analizaron la política y el conflicto 
desde las producciones teóricas latinoamericanas a la luz de las 
transformaciones económicas, políticas y socioculturales ocurridas a 
partir de la década del 70 en función de su correlato en los cambios en 
las condiciones materiales de vida u ordenación institucional de la 
región. Pudo visualizarse la articulación/desarticulación entre el 
pensamiento dominante y las acciones históricamente constituidas por 
las sociedades en torno a la política y recuperar la noción de 
colonialismo interno como una noción propia de la teoría social 
latinoamericana que aporta a la comprensión del conflicto. 

Entre 2014 y 2018 en la investigación “Conflictividad social, 
Estado y políticas públicas en el Alto Valle de Río Negro 
(2007-2015)”, al analizar el entramado de conflictividad social y su 
relación con la estatalidad y las políticas públicas en la región, 
observamos que a pesar de su complejidad las acciones públicas 


estatales y privadas se orientan a reivindicar aquellos procesos 
relacionados no sólo con la posesión de dinero, sino también con la 
capacidad de los sujetos, individuales o colectivos, de ejercer su poder; 
es decir, su capacidad de acceder o generar el acceso a modos y 
canales para satisfacer sus anhelos. De este modo si bien trabajamos 
con dimensiones de análisis aparentemente independientes (tierra, 
salud, juventud, medios de comunicación) son, sin embargo, 
estrechamente interdependientes. En efecto, postulamos entonces una 
doble correspondencia; por un lado, una acción estatal que, en 
contraposición a las ideas comúnmente circulantes, es una estatalidad 
interventora a favor de la acumulación del capital privado, así por un 
lado, “estimula” a empresas y personas a ser parte de las relaciones 
sociales dominantes, “repara” a sectores ya excluidos de esas 
relaciones y también “judicializa-criminaliza” a quienes se animan a 
cuestionarlas. Recreando en esta combinación de violencia y 
reparación, la dinámica societal dominante cuya lógica privilegia lo 
individual, lo privado por sobre lo colectivo y comunitario. La 
segunda correspondencia, que no se comprende sino en relación con la 
anterior, está dada por el uso instrumental de los medios de 
comunicación en el sentido de legitimar, vía invisibilización de la 
conflictividad social, las políticas públicas implementadas. 

Finalmente, en el proyecto cuyos avances aquí presentamos, 
buscamos interpretar la relación entre conflictividad social, Estado y 
praxis en la neoliberalización de la sociedad. Interpretamos al 
conflicto como constitutivo de las sociedades capitalistas. La 
conflictividad y los conflictos no pueden estar desvinculados y la 
división entre ambos conceptos en muchos casos puede ser confusa, 
por eso entendemos que se trata de ver estos conceptos en conjunción 
en tanto la conflictividad contiene dentro de sí a los diferentes 
conflictos, pero los conflictos no contienen en su totalidad todo lo que 
implica la conflictividad (Monzón, 2007). Ahora bien, vemos que los 
conflictos se generalizan, amplifican y persisten en las sociedades 
plurales; en este sentido es preciso introducir una noción de 
conflictividad social que permita un enfoque integral, es decir 
recomponer e interpretar la totalidad y dar cuenta del movimiento de 
lo real: conflictividad social en tanto los problemas responden a 
múltiples causas, se retroalimentan y persisten conformando un 
entramado a interpretar. Por lo tanto, tomamos la idea de que la 


conflictividad es un proceso y no una simple suma de conflictos 
particulares: un proceso complejo en el cual se articulan múltiples 
dimensiones, una concepción de conflictividad que nos permite dar 
cuenta de la dinámica del conflicto. 

A la hora de interpretar la (o una) conflictividad social Sarti 
Castañeda y Aguilar Umaña (2006) la caracterizan por su historicidad, 
multidimensionalidad, multicausalidad, irresolubilidad y latencia; la 
entienden como parte de un entramado de relaciones que se 
complementan y antagonizan constituyendo así un sistema dinámico 
que se desenvuelve de manera sumamente compleja. Por otra parte, y 
en tanto la conflictividad social expresa las propias contradicciones de 
la dinámica social, las relaciones entre grupos sociales son otro 
elemento en el que se detienen los autores citados para completar sus 
conceptualizaciones de conflictividad. Proponiéndonos así una serie 
de indicadores para estudiar la conflictividad tales como sujetos 
(individuales y colectivos) involucrados, sus demandas, su 
organización, medios de canalización empleados, formas de toma de 
decisiones, entre otras. Por su parte Sarti-Aguilar hacen referencia a la 
co-responsabilidad de los distintos actores que componen una relación 
conflictiva aclarando que los grupos tradicionalmente hegemónicos 
poseen mayores responsabilidades frente a quienes usualmente han 
sido grupos subalternos o subalternizados, aquellos que han sido las 
víctimas. 

Como podemos apreciar estos autores nos aportan interesantes 
coordenadas teórico analíticas que nos posibilitan interpretar la 
conflictividad en tanto sus apreciaciones acompañan nuestra 
concepción diacrónica del conflicto. 

De este modo, vinculamos la conflictividad con el Estado 
capitalista en tanto ordenador de lo social y como instancia de 
relación entre fuerzas sociales (Zemelman, 1979), como una situación 
abierta en cuanto a posibles formas de regular relaciones sociales y 
por esta razón en su análisis recuperamos los aspectos dinámicos 
procesales (Zemelman, 1979). En otras palabras, el Estado no es algo 
dado, se transforma permanentemente y para conocerlo debemos 
considerar los elementos activos, propios de la praxis social 
(Zemelman, 1979). Praxis en tanto actividad propiamente humana, 
real, objetiva y material, una praxis total humana, más allá de sus 
formas concretas, con la cual el hombre humaniza al mundo y así 


mismo (Sánchez Vázquez, 1980). De este modo no puede entenderse 
al Estado como algo aislado, separado de la base material de la 
sociedad, no es una cosa en sí, sino una instancia de relaciones 
sociales, por la cual se expresan las relaciones sociales capitalistas. 
Esto indica que las prácticas tampoco son respuestas monolíticas o 
productos de mecanismos de cooptación, sino que existen márgenes de 
acción para la disputa del orden. 

En efecto, parte de la significación del trabajo que presentamos 
está dada por la necesidad de comprender, de explicar y de describir 
los procesos de estructuración de las relaciones sociales capitalistas, 
entre capitalistas, entre el Estado capitalista y los demás sujetos, como 
así también en el marco de las luchas colectivas que llevan adelante 
toda una serie de sujetos que enfrentan y disputan el sentido y la 
materialidad del mundo social. Luchas que se libran en esferas 
públicas también construidas por medio del conflicto (Fraser, 1997). 
De allí que, como venimos insistiendo, la conflictividad social deba 
registrarse no solo en la materialidad de una práctica concreta (como 
una política pública o un acto de disputa a esa política), sino además 
en el plano intersubjetivo, es decir en el plano de las ideas, de la 
ideología, de lo político. 

Asimismo, comprender la relación entre conflictividad social, 
Estado y praxis en el marco de la neoliberalización de la sociedad 
conlleva necesariamente a articular lo global, lo regional y lo local en 
tanto las dinámicas del nivel macro inciden dialécticamente en los 
procesos locales y regionales que, si bien no pueden explicarse de 
modo escindido de ellos, tampoco son reductibles a aquellos procesos 
más generales. De manera que se trata en cada caso y cada vez de 
explicar las características de esos núcleos de conflictividad social, de 
las prácticas de materialización del orden instituido o de disputa con 
ese orden, del modo específico de acción estatal y de configuración de 
la esfera pública. 


Un recorrido de lectura 


Este libro es una compilación que refleja líneas de investigación sobre 
objetos diversos atravesados por la problemática de la conflictividad 
social propia del modelo de acumulación capitalista. Propone una 
lectura situada desde el Alto Valle de Río Negro y de Neuquén toda 


vez que, entendemos, la conflictividad no se comprende sino en 
relación con procesos concretos y reales. Esos núcleos de 
conflictividad, sujetos a relaciones de dominación que suponen 
disputas de sentido y espacios de praxis, son variados e inabarcables 
en su totalidad; aun cuando puedan parecer inconexos, están 
estrechamente anudados y, tanto en su especificidad como en 
conjunto, traslucen la dificultad analítica para captar la complejidad 
del mundo social. 

Así, en el primer Capítulo, María Mazzoni desarrolla una 
conceptualización de Estado, así como del modo específico de 
ejercicio de la estatalidad circunscrita a la disputa socioterritorial. A 
través de un análisis exhaustivo de los aportes de diversos autores y 
autoras latinoamericanos/as, Mazzoni construye una perspectiva 
analítica para desnaturalizar la relación entre Estado y sociedad. 

En los tres capítulos siguientes se trabaja sobre la cuestión laboral 
en dos ramas productivas bien diversas atravesadas por el entramado 
productivo y por el estado. Gustavo Mehdi, analiza la lógica de la 
actividad frutícola en el Alto Valle de Río Negro y Neuquén en el 
contexto de una economía neoliberal signada por la crisis estructural 
del sector, por fuertes procesos de concentración económica y por la 
precarización laboral. Así, afirma el autor que en el sector frutícola, 
“la estructura productiva está altamente concentrada, imponiendo las 
reglas; no solo en las esferas de la producción y comercialización de la 
fruta, sino también, con la complicidad del Estado, en estrategias de 
flexibilización y tercerización de la fuerza de trabajo”. 

Luego, Abril Lagos también aborda cuestiones vinculadas a la 
precarización laboral del periodismo norpatagónico. Analiza los 
perfiles periodísticos vinculados al mercado de trabajo en contexto de 
periferia, así como los procesos de organización de trabajadores/as 
periodísticos de Río Negro y de Neuquén. Posteriormente, como una 
consecuencia de la precarización laboral es la desocupación 
estructural, Agustina Taboada analiza los programas sociales para 
desocupadas y desocupados en la provincia de Río Negro y propone 
un marco teórico-metodológico para comprender esas políticas 
públicas en el marco de los procesos de neoliberalización. 

La salud sexual y reproductiva constituye otro de los núcleos de 
conflictividad. Valeria Albardonedo profundiza en la relación entre 
procesos de legitimación/deslegitimación del derecho al aborto luego 


de la sanción de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo en 
Argentina y la circulación de discursos e información en redes sociales 
virtuales de hospitales públicos. El objetivo es contextualizar esa 
problemática y desarrollar un diálogo teórico e histórico que explicite 
dichos ejes para visibilizar los núcleos de conflictividad para la 
implementación de la IVE en instituciones de salud pública. 

A partir de identificar las dificultades para incluir las experiencias 
y necesidades de los varones en los procesos de salud-enfermedad- 
atención en el sistema de salud, Lucas Urrutia indaga en las maneras 
más habituales en que los jóvenes se relacionan con la salud sexual y 
reproductiva. El autor entrecruza las perspectivas de los jóvenes, sus 
formas de relacionarse con la información específica y la mirada de 
las/os profesionales del sistema de salud a los efectos de comprender 
las dinámicas de vinculación. 

Cristian Villareal estudia las prácticas de construcción de 
legitimación simbólica de los pastores pentecostales en la ciudad de 
Cipolletti respecto de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo. 
Con ese cometido, examina las posiciones que tienen los pastores 
pentecostales respecto al aborto, el rol de la mujer y el rol del Estado 
en el espacio social de Cipolletti; y, al mismo tiempo, analiza los 
sentidos que se construyeron en los espacios políticos 
institucionalizados. 

En el capítulo siguiente Cecilia Balladini centra el análisis en el 
ámbito de la educación en el contexto de pandemia en el nivel inicial 
y medio. La autora registra los recursos y modos pedagógicos que se 
construyeron desde las propias prácticas de actores y examina el modo 
específico de acción estatal por medio de las políticas educativas y de 
los proyectos que se presentaron a través de los ministerios de 
educación nacional y provincial. 

Guillermina Peralta busca caracterizar al movimiento feminista, 
de mujeres y disidencias sexo-genéricas en términos de las 
inscripciones políticas que en él coexisten y, al mismo tiempo, analizar 
en qué medida este aspecto contribuye a la caracterización del 
movimiento. A partir de un mapeo regional y de entrevistas, en el 
capítulo se aporta una mirada general sobre el movimiento feminista, 
de mujeres y disidencias sexo-genéricas haciendo foco en sus aspectos 
identitarios y las matrices político-ideológicas que lo componen. 

Finalmente, María Mazzoni y Pablo Schleifer focalizan en la 


relación entre neoliberlaización y legitimación simbólica a partir del 
análisis de los fundamentos que habilitaron la concreción del Proyecto 
Pampas, que prevé la producción de Hidrógeno Verde a escala 
industrial en la costa de la provincia de Río Negro. En el capítulo se 
estudian las condiciones normativas y políticas para materializar los 
acuerdos y la estrategia comunicacional focalizada en edificar las 
condiciones simbólicas necesarias para garantizar la ejecución del 
proyecto. 


Nota de les autorxs 


En el proceso de escritura evitamos los genéricos masculinos. Esta 
decisión colectiva respondió a no reproducir acríticamente la usanza 
sexista del lenguaje. Por esto, y respetando la especificidad de la 
temática así como las identidades de les entrevistades, en cada 
capítulo se utilizó el modo inclusivo que mejor respetara esas 
particularidades. En algunos casos se optó por utilizar adjetivos 
desdoblados en dos géneros y unificar otros verbos, adjetivos y 
artículos empleando el morfema “e” y en otros, además, se agregó el 
uso de la letra “x” para designar pertenencias identitarias diversas. 
Este posicionamiento político es necesario en tanto el lenguaje es un 
constructo socio-histórico y nos permite disputar el androcentrismo y 
visibilizar la asimetría de poder entre los géneros. 
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La estatalidad y su laberinto 


María Mazzonli 


Pensar el Estado desde y para América Latina 


Cuando nos propusimos|'| estudiar los Estados latinoamericanos 
entendimos que iba a ser una tarea vasta y compleja, por la variedad 
de perspectivas, autorxs, de épocas y fue así que establecimos para 
ello ciertos recortes. Por un lado, asumimos pensarlos desde la teoría 
del Estado latinoamericana. Con esto queremos significar teoría 
pensada y escrita en Latinoamérica para conceptualizar y analizar las 
particularidades nacionales. Miradas sobre el Estado que discuten el 
eurocentrismo, el colonialismo y la situación dependiente en la que se 
encuentra la región, también y en el mismo sentido, establecimos un 
recorte temporal. Recuperamos aquellas producciones realizadas a 
partir de la crisis de las dictaduras y las transiciones a las 
democracias, momento en que se comenzaron a percibir las 
transformaciones que han producido la actual fase en la 
internacionalización del capital (Borón y otros, 1999) y el corolario 
que ellas suponen en el ámbito de lo estatal. Etapa del capitalismo en 
la que, como explica Sotelo Valencia (2005), prevalece la ley de la 
centralización y que podemos conceptualizar como capitalismo 
corporativo (González Casanova, 2013). Con las salvedades que hemos 
manifestado, realizamos un recorrido por cuatro obras colectivas en 
las cuales se compendia, en momentos puntuales, la producción de 
conocimiento sobre el Estado latinoamericano. Entendemos que en 
estas cuatro obras se condensa una gran parte de ese debate 
contemporáneo y las consideramos claves para orientarnos en la 
conceptualización de Estado. En ellas encontramos un rico y variado 
análisis de lo estatal (González Casanova, 1990), pudiendo identificar 
diferentes conceptualizaciones sobre Estado, trabajos propiamente 
ensayísticos y otros que plasman investigaciones sobre la temática, 
unos que se ocupan de la teoría y otros de la teoría y la práctica, hay 


quienes privilegian y quienes no contemplan la lucha de clases siendo 
este otro punto divisorio en la teoría y práctica del Estado en América 
Latina. De la misma forma algunxs autorxs recuperan aspectos más 
generales de la temática, y otrxs se enfocan en las problemáticas 
nacionales específicas, en las experiencias nacionales, recortando 
períodos o etapas. De este modo, en un plano más general, nos 
preguntamos por la temática del Estado latinoamericano transitando 
las siguientes lecturas: 


* Ernesto Laclau, y Norbert Lechner, (ed.) Estado y política en 
América Latina México, DF: Siglo XXI Editores, 1981. 

Pablo González Casanova, El Estado en América Latina. Teoría y 
práctica, México DF: Siglo XXI Editores, 1990 

Norbert Lechner, René Millán y Francisco Valdés Ugalde, 
coords., Reforma del Estado y coordinación social, México DF: 
Instituto de Investigaciones Sociales, UNAM-Plaza y Valdés, 
1999 

Mabel Thwaites Rey, comp. El Estado en América Latina: 
continuidades y rupturas Santiago de Chile, Editorial Arcis- 
CLACSO, 2012 


En esas obras aparecen trabajos de renombrados teóricxs y 
teóricxs-militantxs, podemos mencionar a Laclau, Lechner, Zermeño, 
O'Donnell, Rojas H, Landi, González Casanova, Graciarena, Kaplan, 
lanni, Maira, Heinz R. Sonntag, Zemelman, de Souza, Millán, Thwaites 
Rey, Bonetto, Cortés, Modonesi, Moncayo y Rajland, entre otrxs. 

Todas ellas son voces destacadas y en diálogo crítico con las 
producciones provenientes del marxismo leninismo y también con 
Gramsci, Lukcas, Escuela de Frankfurt, Lefebvre, Althusser, Foucault, 
Anderson, así como también con Luhman, Negri, Virno, Holloway. 
Recuperando en clave latinoamericana debates como el de 
estructuralismo-instrumentalismo (Poulantzas-Miliband), el de la 
escuela lógica del capital (de Berlin). y el de modernidad- 
posmodernidad. Asumiendo, no solamente, como hizo una parte del 
marxismo europeo la crítica al stalinismo sino al colonialismo y 
recuperando la importancia de las mediaciones políticas y sociales y la 
dependencia, es decir, pensar el Estado en Latinoamérica 
considerando su condición periférica y vinculando su emergencia al 
contexto colonial. 


Cada una de las cuatro obras!”! mencionadas refleja las 
preocupaciones que fueron atravesando las reflexiones-teorizaciones 
sobre el Estado y componiendo una perspectiva latinoamericana, en 
tanto, como dijimos, se critican las conceptualizaciones eurocéntricas 
y se asume el desafío de recuperar las especificidades y la diversidad 
de los procesos latinoamericanos. HFEsas producciones tienen 
conceptualizaciones sobre Estado y análisis de casos puntuales. Cada 
una expresa la época en que fue pensada y elaborada, porque como 
veremos, cada una da cuenta del contexto histórico social en el que 
fue pensada y el modo en que ese contexto pesó para concebir la 
problemática estatal.  Incorporamos además a nuestra 
conceptualización sobre Estado las producciones de René Zavaleta 
Mercado!'*!. Si bien no hay artículos de Zavaleta en las cuatro 
compilaciones que presentamos, sus trabajos aparecen mencionados 
en ellas (González Casanova, 1990; Cortés, 2012 y Thwaites Rey- 
Ouviña, 2012), asimismo lo elegimos para componer nuestra 
teorización, en tanto, no solamente su obra presenta los cuatro 
requisitos, que se mencionarán más adelante, para abordar la temática 
sino por su intencionalidad de nacionalizar las categorías de análisis 
más puntualmente de nacionalizar el marxismo (Cortés, 2012 y 
Ouviña, 2016) y por mantener un diálogo con las producciones 
teóricas europeas, particularmente marxistas, pero no utilizarlas 
acríticamente sino generar un pensamiento propio para analizar la 
coyuntura latinoamericana!”!, como el mismo Zavaleta afirma “de esto 
debe inferirse que hay consecuencias ideológicas muy diferentes, 
según el tipo de relación primaria que se produce entre el núcleo de lo 
social y el territorio al que se referirá” (Zavaleta, 1985: 81), es decir, 
sostiene que al estudiar una estructura de poder no puede 
descontextualizársela y además, se debe comenzar por analizar el 
momento originario: estudiar el Estado como en una situación 
concreta, histórica y particular. Asimismo, afirma la centralidad del 
mismo en las formaciones sociales latinoamericanas, tanto en la 
génesis de las naciones modernas como a lo largo de su historia, 
donde el devenir de las mismas se entreteje permanentemente en 
torno a los Estados (Zavaleta, 1985), así como analizar la presencia 
indígena en estas sociedades. 

Para nuestra sistematización seleccionamos cuatro textos 
correspondientes a cada una de las mencionadas compilaciones, que, 


de algún modo, dan cuenta de los elementos centrales de la discusión. 
De todos los trabajos nos centraremos en la conceptualización del 
Estado y su relación con la Nación en América Latina en el mexicano 
Pablo González Casanova, en el alemán-chileno Norbert Lechner, y la 
argentina Mabel Thwaites Rey, en tanto presentadores de esas obras. 
Los elegimos por sus interesantes indagaciones sobre el Estado y lo 
político así como su nutrida producción teórica sobre las sociedades 
latinoamericanas. Entonces, a continuación, recuperamos en primer 
lugar las tendencias en los estudios del Estado a fines del siglo XX y 
comienzos del XXI, para luego señalar las ideas fuerza que conforman 
nuestra propia posición teórica, nuestras coordenadas para precisar lo 
estatal, aquellas que dan sustento a nuestra investigación y admiten 
producir conocimiento actualizado y pertinente a la realidad en 
análisis, y no aplicar automáticamente a casos latinoamericanos 
categorías teóricas pensadas o construidas para otras latitudes. A estos 
fines, abordamos las lecturas de las mencionadas obras desde la 
pregunta sobre el /los modos de concebir al Estado en la región en 
estos últimos cuarenta años, con la intención de ir estableciendo los 
decires que circulaban y aún circulan, sobre el accionar estatal y 
componen los saberes sobre el Estado latinoamericano que buscamos 
recuperar, identificado el contexto de producción y luego articularlos 
para sustentar nuestros análisis. 


Antiestatismo y el Estado como categoría residual 


El primero de los trabajos que relevamos, fue presentado por Lechner 
como una antología de apuntes teóricos sobre la política y el Estado 
en América Latina, un trabajo de reflexión teórica que fue escrito 
durante la vigencia de las dictaduras y su crisis. Lechner considera ese 
momento como propicio para realizar revisiones críticas sobre lo 
escrito, tanto desde corrientes liberales como marxistas, sobre el 
Estado. La presenta como una época caracterizada por el 
antiestatismo, es decir, de recelo contra el Estado y la política, y 
afirma que “es paradojal —y significativo- que no obstante el discurso 
antiestado (...) siga vigente la preocupación por el estado” (Laclau- 
Lechner, 1981: 9). Sostiene que esa preocupación manifiesta que la 
cuestión del Estado es más que un problema académico, y que se 
mantiene vigente porque los conflictos en las sociedades 


latinoamericanas siempre involucran al Estado. Esto último es una 
constante que podemos rastrear hasta el hoy. En ese contexto Lacau- 
Lechner afirmaron que “las dificultades por precisar qué y cómo es el 
estado capitalista sui generis en la región revelan un “déficit teórico” 
que contrasta con la movida de la lucha política” (Laclau-Lechner, 
1981: 7). Así, desde la revisión crítica concluyeron que el Estado era, 
hasta ese momento, tratado como una categoría residual, en tanto, se 
daba por supuesta su conceptualización y se la empleaba, y emplea 
aún, para designar “una colorida mezcla de gobierno, estructura de 
poder, dominación de clase, políticas públicas, marco legal, dirección 
ideológica, etc.” (Laclau-Lechner, 1981: 9). Esta última cuestión nos 
remitió a reafirmar la necesidad de presentar claramente, como 
estamos haciendo, la conceptualización elegida, y ponerla en relación 
a la problemática que se plantea en esta investigación, asimismo nos 
condujo a identificar la primera coordinada que entrama nuestros 
análisis sobre el Estado: la centralidad que tiene en América Latina, que 
se inicia desde su conformación y nunca ha perdido ni relegado. 
Porque como afirmaba Lechner en 1981, los conflictos en las 
sociedades latinoamericanas siempre involucran al Estado y lo mismo 
expresaba Calderón en 2012, en sus análisis sobre la conflictividad en 
América Latina, la tendencia regional es que el 70% de los conflictos 
tienen como demandado a uno de los niveles del Estado y éste es 
percibido como el único capaz de dar solución a cuestiones macro 
estructurales, tendencia de algún modo reafirmada por Thwaites Rey 
cuando sostiene que “el Estado, como realidad y como concepto, sigue 
siendo central no solo para el análisis teórico, sino para la práctica 
política concreta, en la medida en que remite al problema nodal del 
poder” (2012: 10). Justamente, se reclama no solamente la presencia 
del Estado en la resolución de los conflictos sociales sino que, más 
aún, se piensa —como la concepción liberal lo indica— que es el 
único capaz de resolverlos, se piensa al Estado como instancia de 
articulación social y se confirma ese patrón regional histórico en el 
que ha jugado, y juega, un papel protagónico en la compensación de 
privaciones (Gudynas, 2012). Por todo esto afirmamos y reafirmamos 
su centralidad. 


Estado situado: teoría y prácticas 


El segundo texto, ya de una década posterior, no se ocupa solamente 
de la teoría sobre el Estado sino que incorpora, como eje de análisis, a 
las prácticas políticas en torno al Estado. Estos trabajos están 
contextualizados temporalmente y como afirman en su introducción se 
trata de “una construcción teórica y política de los procesos 
latinoamericanos a cargo de los más distintos intelectuales y 
especialistas, muchos de ellos militantes” (González Casanova, 1990: 
15). En ese sentido se expone la correlación entre los fenómenos, 
propios de la región, de desarrollo, subdesarrollo y dependencia y la 
acción estatal. También, como en el caso anterior, comienza con una 
crítica a los trabajos existentes hasta ese momento cuando afirma que 
“la rica historia de los Estados latinoamericanos como proceso de 
conquista, de mediaciones, liberaciones, fue generalmente resumida a 
formas ideales y estructurales” (González Casanova, 1990: 14). Así 
hace referencia a perspectivas liberales y marxistas, que, si bien en los 
diferentes estudios sobre el Estado ya habían dado cuenta de los 
vínculos entre sistemas políticos, elites, poder y Estados, no había 
abordado —por sus miradas eurocéntricas— el colonialismo, la 
transnacionalización, ni los problemas de acumulación propios de la 
periferia. Asimismo, reconoce que “en los años sesenta y setenta el 
descubrimiento de la sociedad civil tras el Estado y del Estado tras el 
sistema o régimen político, constituye el hecho más significativo de la 
teoría del Estado en gestión” (González Casanova, 1990: 16). Sin 
embargo, no se había trabajado aún que el propio Estado estaba a la 
base de una estrategia continental dada por la fundación del sistema 
panamericano (1948) y después de la Alianza para el progreso (1961), 
que enlazaba con la implementación de reformas estructurales e iba 
de la mano de procesos antirrevolucionarios. 

En este descubrir de la sociedad civil tras el régimen político y de 
ampliar el Estado, en términos de Gramsci, señala que la lucha por las 
mediaciones son los nuevos aportes de estos años (González Casanova, 
1990), y por esto explica que se desestiman los análisis centrados en 
los aspectos estatales puramente represivos, como fueron los trabajos 
realizados sobre las dictaduras latinoamericanas y valoriza los análisis 
de la lucha política y por los sistemas políticos, incorporándose 
temáticas como la democracia o la revolución. Pudimos apreciar que 
en esta etapa se combinan el pensamiento sobre el Estado con los 
análisis de las luchas sociopolíticas que lo atraviesan, análisis que 


podemos resumir con una falsa dicotomía de luchas por el Estado y 
luchas en el Estado o, como bien sostiene González Casanova (1990), 
distinguir entre la lucha por el Estado y la lucha por un sistema 
político. Entendimos así que ni las luchas ni las interpretaciones que 
sobre ellas se hacen, pueden simplificar la relación y la presencia del 
Estado, sino que debe abordárselo en toda su complejidad. 

En esta misma época fue escrita la obra de René Zavaleta, quien 
también da cuenta de la “abundancia del tema en América Latina un 
siglo y medio después de la enunciación de los estados nacionales y 
eso muestra la dificultad de una exposición sistemática, unificada del 
tema” (1985: 82). El autor recupera, además, cómo se dan en América 
Latina las discusiones en torno a éste y toma posición!'*! en el debate 
Miliband-Poulantzas retomando la idea de Estado como capitalista 
total de los análisis de la escuela lógica del capital!”! y también se 
introduce en el debate desarrollo-dependencia'*!. Así, siguiendo la 
preocupación de la época, se pregunta por la posibilidad de una teoría 
general (marxista) sobre el Estado y toma posición frente a las críticas 
en torno al determinismo y al economicismo que se le adjudican al 
marxismo cuando sostiene que “es claro que no se solucionan los 
problemas diciendo que un costado depende del otro” (Zavaleta, 1985: 
83). Además, cuestiona el uso de categorías puras y reprocha la 
tendencia de buscar soluciones teóricas sin observar lo fáctico. En su 
apuesta por recuperar el análisis coyuntural y específico, como 
pretendimos en nuestra investigación también, expresa: 


y es en este sentido que afirmamos que, en la época de la historia mundial, el 
modelo de regularidad que llamamos modo de producción es lo que expresa la 
unidad de la historia del mundo (lo comparable) en tanto que las 
superestructuras están señalando (excepto en el pedazo en el que pertenecen a 
ese modelo) su heterogeneidad estructural. Diversas superestructuras, con 
recurrencias ideológicas muy distantes entre sí, con resultados jurídico- 
políticos muy diferentes, pueden servir, sin embargo, todas de la misma 
manera para garantizar (que no es lo mismo que practicar la reproducción 
misma, movimiento propio de la base) la reproducción de un mismo y único 
modo de producción. (Zavaleta, 1988: 221). 


Entonces, al fundamentar nuestros análisis desde los postulados 
de este autor, estamos asumiendo que, sin dejar de lado las 
características del modo de producción capitalista en la Argentina 


actual, se debe analizar el modo específico y particular que asume la 
dominación en un período y espacio acotado, expresando así, un modo 
de analizar lo social acotado en tiempo y lugar. 

Como segunda coordenada para abordar el Estado tomamos la 
historicidad del mismo. Nuestra concepción sobre el Estado lo asume 
como capitalista, es decir que recuperando la historicidad del mismo, 
lo entiende como una entidad constitutiva e indispensable en la 
configuración y reproducción de las relaciones sociales capitalistas 
(Rojas, 1980). Su presencia es indisoluble del modo en que se organiza 
la producción, así como de la coyuntura en la que se gesta y desarrolla 
la problemática en análisis, entonces: 


El Estado es el poder de disponer de la economía. Ese poder puede basarse en 
la persuasión, la coerción y la negociación, esto es, en la hegemonía o en la 
represión, y en la combinación de una y otra. El Estado dispone de aparatos y 
sistemas de coerción, persuasión y negociación. Tras él se encuentra una malla 
inmensa de relaciones entre territorios, naciones y clases. (González Casanova, 
2009: 186). 


Es decir, no lo pensamos como una categoría suprahistórica, sino 
que -siguiendo a González Casanova y Zavaleta- analizamos los 
vínculos Estado-sociedad. En este sentido, interpretamos que el Estado 
no es un tercero neutral, sino parte de un entramado de poder de clase 
que viabiliza la disposición sobre el excedente económico y la 
plusvalía de un territorio, de una nación y una población. Vínculos 
conceptualizados como ecuación social'”! (Zavaleta, 1985) en tanto, la 
misma expresa el modo en que el Estado se vincula con la sociedad y 
viceversa. Así asumimos que el Estado es co-constitutivo del orden 
social e impone al conjunto formas de organización y de control pero, 
no lo hace de modo unilateral, sino atravesado por el proceso de lucha 
por ese excedente y la plusvalía, y, así, su accionar se registra como 
contradictorio. En este mismo sentido, como Estado despliega una 
economía política de la diversidad (Briones, 2004: 74), desde la que se 
constituyen jerarquías sociales, tensiones y fronteras internas que 
hacen al problema de la conflictividad social en torno a las tierras 
para ser habitadas que investigamos. Además de señalar la 
historicidad del Estado, apuntamos a no soslayar su complejidad, 
expresión de la división de poderes y de los distintos niveles de la 


administración estatal. Entre ellos se superponen y solapan acciones, 
decisiones y omisiones, que, declaman como meta la integración, la 
cohesión en sociedades, como la nuestra, no solamente diversa sino 
muy desigual, meta que por sus alcances y matices, como planteamos 
a continuación, necesita ser revisada. 


Estados y coordinación social a fines de los años 90 


El tercer texto elegido en nuestro recorrido sobre el modo de pensar el 
Estado en América Latina, se da en el auge de las llamadas reformas 
del Estado que llegaron de la mano de los organismos multilaterales 
de crédito, y tal como lo refleja en su introducción, se trata de una 
“investigación y reflexión sobre la forma que ha asumido la reforma 
del estado y las exigencias y los desafíos que esta presenta a los 
mecanismos de coordinación social” (Lechner, Millán y Valdés Ugalde, 
1999: 11). En ese contexto y situando el análisis en el campo de la 
llamada modernización del Estado y la administración, los autores se 
preguntaron por el futuro de la política y del Estado. Para éstos, los 
procesos de reforma han transformado las reglas de juego que 
articulan al Estado con lxs actorxs sociales y tantos cambios superan la 
estabilidad de las instituciones. Sostienen que en esta democracia 
moderna de mercado y sus funcionarixs ideales típicos (ciudadanxs, 
políticxs y burócratas) aumentan y  diversifican sus roles, 
dificultándose así el mecanismo de integración y coordinación social. 
“El Estado ha sido el mecanismo “clásico” de la sociedad para 
coordinar mediante leyes, normas administrativas y medidas políticas, 
o sea de modo jerárquico, público y deliberado las relaciones entre las 
personas y entre distintas estructuras” (Lechner, 1984: 41). Es este un 
modo de presentar la relación Estado-sociedad. En ella, circula la 
representación del Estado como coordinador de conductas de la 
sociedad como quien pone orden en un proceso conflictivo. Y aquí se 
nos plantea una tercera coordenada: la cáscara de la integración. 

En las sociedades latinoamericanas, devenidas capitalistas, la 
división del trabajo objetivó la contradicción entre el interés 
individual y el interés general, aquello que se presenta como una 
relación de mutua dependencia es, en realidad, una relación 
antagónica, y el orden social es un proceso conflictivo (Lechner, 1981) 
y muchas veces impuesto. Es el Estado que desempeña un papel 


central en su materialización, estructuración y legitimación y lo hace 
conteniendo o reprimiendo la conflictividad social aunque no trata de 
superar la desigualdad, sino de encubrirla bajo la formalidad del 
derecho. Dicho de otro modo: 


la lucha práctica de estos intereses particulares que constantemente y de un 
modo real se enfrentan a los intereses comunes o que ilusoriamente se creen 
tales, impone como algo necesario la interposición práctica y el refrenamiento 
por el interés “general” ilusorio bajo la forma del Estado. (Marx [1846]. 1974: 
36). 


Nusorio en tanto aquello que busca perpetuar el Estado es su 
continuidad y la de este orden estatal (soberanía territorial, sistema de 
pesos y medidas, derechos individuales, la propiedad privada, 
cristalización de acciones vía distintas políticas, sentidos 
hegemonizados) perpetuando, en el mismo acto, las relaciones sociales 
de producción dominantes, relaciones de explotación. En ese 
ordenamiento contradictorio, como expresaba Lenin y retomado por 
Zavaleta, el Estado es la síntesis de la sociedad. De todo esto se 
desprende entonces que en nuestros análisis sobre el Estado 
subrayemos la existencia de las diferencias y contradicciones, y en 
relación con la cuestión que nos ocupa “no se trata de tematizar la 
unidad en tanto “resolución” de la pluralidad de los hombres sino de 
problematizar esa pluralidad como construcción de un orden 
colectivo” (Lechner, 1984: 15-16) o, lo que es lo mismo, problematizar 
la representación-materialización del Estado nación argentino 
homogeneizante y monocultural y revelar la idea del Estado como 
comunidad ilusoria (Marx, [1846],1974). Ilusión de unidad y 
convivencia procurada en base a estrategias de espacialización, de 
sustanciación sociocultural, de tiempo y de memoria (Alonso, 1994) 
que devienen, vía producción y utilización de sistemas de 
identificación y pertenencia, en la materialización del ejercicio del 
poder estatal que como presentaremos más adelante, 
conceptualizamos como estatalidad. 

En nuestro trabajo, problematizamos esta representación del 
Estado como si fuera un tercero neutral y estuviera por encima de la 
sociedad, entendida a su vez, como un todo igualitario y articulado en 
pos del bien común. Cuestionamos esa representación, en tanto nos 


impide distinguir entre forma abstracta y realidad concreta, y limita 
proporcionarles a los análisis sobre lo social todos sus contrastes. Por 
esto recuperamos de Zavaleta la categoría de formación aparente de la 
sociedad, quien, siguiendo a Marx, nos habla de apariencia cuando 


no coincide jamás con lo que la sociedad es: la explotación está enmascarada 
como igualdad; las clases colectivas como individuos, la represión como 
ideología; el valor se presenta como precio, la base económica como 
superestructura y la plusvalía como ganancia. Todo está travestido y 
disfrazado. (Zavaleta, 1988: 246). 


A partir de estos aportes, recuperamos la explicación marxista 
sobre el modo en que se produce la realidad capitalista, modo que se 
funda en una representación fetichizada del mundo y asumimos que el 
fin estatal es el resguardo de las condiciones de acumulación o 
reproducción ampliada del capital y, por ello, en sociedades 
polarizadas como las latinoamericanas de los noventa, se despliegan 
las contradicciones y se vuelven ineficaces los intentos de presentar la 
sociedad como una unidad articulada. Ante los niveles que ha 
alcanzado la concentración de la riqueza, los conflictos sociales que de 
ella emergen no se deben a fallas de organización sino a que los 
procesos de mediación que resultan en cubrir la dominación de clase, 
para presentarla como nacional y constituir ese todo imaginario, 
comienzan a desmontarse y los Estados despliegan su accionar 
contradictorio, una combinación de acciones de integración y en 
simultáneo, o posteriormente, de represión. Recordemos que en este 
cuarto de siglo, por un lado, se produjo el desmontaje de las 
instituciones estatales, expresado coloquialmente, el retiro del Estado. 
Por el otro, el surgimiento de múltiples movimientos que se 
despliegan en la sociedad civil, como son los ecologistas y de lucha 
por los derechos humanos, los vinculados a cuestiones de género, 
antinucleares, movimientos indígenas y de otros grupos subalternos. 
Todo esto fue poniendo en cuestión el Estado homogeneizador así 
como la integración vía ciudadanía formal. Cuestión que se ha 
mantenido y profundizado en el presente y da sentido a nuestro 
trabajo. 


Estados en perspectiva regional, el presente de Estados 


latinoamericanos 


La cuarta y última obra de la primera década de este siglo que 
relevamos para completar las coordenadas con las que fuimos 
entramando nuestra conceptualización de Estado, fue escrita una vez 
pasada la ola del ajuste estructural y las políticas de reformas que 
venían estigmatizando lo público y lo estatal. Más concretamente 
durante un ciclo de gobiernos latinoamericanos que cuestionaban el 
automatismo de mercado y la subordinación de lo público a la lógica 
de la acumulación global, gobiernos que se presentaron como caminos 
alternativos al modelo neoliberal clásico como Venezuela (1999), 
Brasil (2003), Argentina (2003), Uruguay (2004), Bolivia (2006), 
Ecuador (2007), Nicaragua (2007), Paraguay (2008) y El Salvador 
(2009). La presentan como un “producto del debate colectivo del 
Grupo de Trabajo de CLACSO, denominado “El Estado en América 
Latina. Continuidades y rupturas”, constituido a fines de 2009” 
(Thwaites Rey, 2012: 7). En esta obra encontramos distintos enfoques 
y perspectivas que buscan dar cuenta de la compleja realidad de la 
región. Un rasgo particular de esta obra es la de marcar la renovada 
entidad que alcanzó el rol del Estado en esta coyuntura, así como su 
rearticulación a partir de procesos políticos y sociales nacionales y 
regionales liderados por fuerzas populares. En esta obra se volvió a 
señalar, como vimos en una etapa anterior, que los Estados fueron 
claves en la estrategia continental al decir que “parecen conservar 
resortes clave tanto para hacer posible el despliegue de la dinámica 
globalizadora, como para, eventualmente, resistir los aspectos más 
perversos para la vida de los pueblos” (Thwaites Rey, 2012: 8), y que 
constituyen una instancia clave en la búsqueda emancipatoria de las 
clases y grupos subalternos. Asumen además que: 


Comprender el límite estructural que determina la existencia de todo Estado 
capitalista como instancia de dominación territorialmente acotada es un paso 
necesario, pero no suficiente para entender su funcionamiento. Por eso hace 
falta avanzar en determinaciones más concretas, en tiempo y espacio, para 
entender la multiplicidad de expresiones que adoptan los Estados nacionales 
particulares, que no son inocuas ni irrelevantes para la práctica social y 
política. (Thwaites Rey, 2012: 8). 


Entonces, conjugan teoría y experiencias nacionales concretas 


porque sigue siendo en el marco de realidades específicas donde se 
sitúan y expresan las relaciones de fuerza que determinan formas de 
estatalidad, entendidas como “materialidad estatal que tienen 
consecuencias fundamentales sobre las condiciones y calidad de vida 
de los pueblos” (Thwaites Rey, 2012: 9). Es decir, en esta obra, como 
en las anteriores, se ubica la problemática estatal latinoamericana en 
su dimensión global y regional, con la intención de aportar a la 
comprensión de las dinámicas que se vienen desplegando en la región 
en la actualidad y se concibe al Estado, como señalamos 
anteriormente, no solamente como abstracción, sino como 
materialización de una relación de poder, desde sus prácticas 
históricas y concretas. Estos aportes nos llevaron a la coordenada que 
marca su especificidad, la del Estado latinoamericano. Es decir que, 
además de reconocer su historicidad, lo asumimos como 
latinoamericano, como insustituible en la formación social capitalista 
dependiente en vigencia. 

Ya afirmamos la necesidad de producir conocimiento desde y 
sobre los Estados en América Latina en el contexto de capitalismo 
corporativo donde, 


Los grandes propietarios, el capital monopólico, la empresa transnacional 
tienen una influencia decisiva en las tasas de acumulación, en las tasas de 
explotación, en el uso regional del excedente. En cada país se dan variaciones 
concretas determinadas en función del poder de las empresas nacionales y 
extranjeras. El poder de unas y otras contribuye a agrandar y a achicar los 
propios aparatos estatales, de negociación o represión. (González Casanova, 
2009: 186-187). 


Hasta la década del setenta los Estados aparecían como centrales 
en los análisis sobre el capitalismo en la región, tanto en las teorías de 
la modernización como en las del desarrollo (Prebisch, 1949) o la 
dependencia (Cardozo y Faletto, 1969; Theotonio dos Santos, 2011). 
Se postulaba al desarrollo como un problema político!'*%! lo mismo en 
cuanto a su posible transformación. Esta centralidad fue puesta en 
duda por los denominados discursos antietatistas de los años ochenta 
(Lechner, 1984), los cuales sostenían que, junto con las fronteras 
nacionales, los Estado-naciones estaban en franco desvanecimiento y 
postulaban abandonar los análisis sobre el Estado. Ahora bien, a pesar 


de que las relaciones sociales capitalistas han alcanzado escala 
mundial, esto no dio por finalizado ni el imperialismo, ni la 
dependencia, ni la ausencia, la debilidad o la retraída del Estado, como 
se dice habitualmente sino, por el contrario, los Estados se abocaron a 
garantizar la vía del mercado, de la inversión y del financiamiento. En 
la región se acredita!''! la participación estatal en la persistencia del 
subdesarrollo, la reactualización de la dependencia (Sotelo, 2003) y la 
reproducción de las asimetrías sociales. 

Una expresión de la especificidad del Estado es la diversidad de 
las experiencias nacionales que encontramos al interior del continente. 
Además, y como dijimos anteriormente, cada uno despliega su forma 
nacional de producir alteridad (Briones, 2005), tramando al interior 
de las fronteras nacionales y en la misma estructura social, diversas 
identidades colectivas que disputan recursos materiales e ideales, por 
lo tanto, podemos afirmar que los distintos Estados-naciones 
latinoamericanos en la actualidad conservan, no solamente su peso 
específico, sino características particulares que deben detallarse a los 
efectos de alcanzar la mencionada particularidad en los análisis. 

En línea con lo anterior, el Estado capitalista, como abstracción, 
se expresa en una multiplicidad de Estados-naciones aparentemente 
autónomos, es decir, “hay pues un Estado capitalista que se presenta 
con distintas caras” (Rojas, 1981: 9), no solamente a lo largo del 
tiempo, sino también en los diferentes espacios demarcados por las 
aún vigentes, en materia de soberanía, fronteras nacionales. Esa 
fragmentación en sociedades nacionales hace que cada Estado tenga 
una definición territorial específica y una relación específica con lxs 
habitantxs de ese territorio, así como tareas concretas para mantener 
el orden en una sociedad estratificada. Además, cada Estado-nación, 
en tanto capitalista, está obligado a atraer una parte del flujo de 
capital global y para ello tiene que generar condiciones favorables 
para su reproducción, garantizarle condiciones de acumulación. De 
ello se desprende que “los espacios territoriales estatales son nudos 
problemáticos de existencia real, que exigen esfuerzos analíticos 
específicos” (Thwaites Rey, 2012: 8). En este sentido, además de 
recuperar para los análisis sobre el Estado la escala nacional, se trata 
de complejizarlos, como hacemos en la mencionada investigación, 
recuperando la dimensión provincial y local que da cuenta de la 
variedad existente al interior de cada uno. Estamos haciendo 


referencia, así, a otra de las coordenadas establecidas a la hora de 
argumentar en pro de su análisis e indica entenderlos como Estados- 
naciones con existencia real y concreta. 

Desde este postulado enfocamos nuestro trabajo investigativo de 
la acción estatal en las disputas socioterritoriales en la provincia de 
Río Negro. Distinguiendo y articulando ese accionar desde los niveles 
anidados de estatalidad (Briones, 2005) y en consonancia con un 
compromiso de indagar la realidad en la que como investigadorxs nos 
desenvolvemos cotidianamente sin simplificarla ni cosificarla. 


Estatalidad y laberinto 


Por último, nos resta explicitar, en consonancia con nuestra postura 
epistemológica de no objetualizar lo social y por lo mismo no cosificar 
al Estado, nuestro modo de concebir la estatalidad. Como cualidad de 
lo estatal, observable al analizar sus prácticas, que diversas y 
contradictorias, componen una dinámica propia y particular del locus 
y tiempo analizado, pero que trasunta una intención y lógica propia 
del Estado capitalista y nos permite dar cuenta de la distinción entre 
forma abstracta-concreta de la que hablamos anteriormente. 

En cuanto a sus características, entendemos que la estatalidad es 
inmaterial, es lo subyacente a una multiplicidad de decisiones, 
acciones y omisiones, de esos pequeños actos cotidianos que le 
imprimen su carácter y, en su devenir, es, al mismo tiempo, la 
materialización del poder estatal, es la concretización de una 
intencionalidad, del ejercicio de la dominación. 

En función de una ligazón real de intereses antagónicos, muchas 
veces percibimos su accionar como contradictorio, con idas y vueltas y 
contramarchas. Sin embargo, todas estas acciones analizadas expresan 
una dinámica, la estatalidad, como combinación de acciones de 
estimulación, represión y reparación en pos de mantener el statu quo. 
Por un lado, nos estimula a ser parte de las relaciones sociales 
dominantes, repara a sectores ya excluidos de esas relaciones. Para 
con ellos realiza acciones que procuran remediar alguna carencia: 
concede subsidios, reconoce derechos, otorga prestaciones y servicios, 
fomenta la  cooperativización o  micro-emprendimientos para 
trabajadorxs desocupadxs, bancos de tierra, entre otras acciones. Y 
también reprime a quienes se animan a cuestionar, a desafiar o resistir 


las relaciones sociales dominantes, emplea contra ellxs la violencia 
estatal, entabla largos procesos judiciales y criminaliza a esos sectores, 
es decir, emplea la coerción. 

Concebida desde los lineamientos mencionados, la estatalidad 
asume diversas apariencias y, en ese abanico amplio, la clase 
dominante va ejerciendo su poder y estableciendo el orden de cosas. 
En una combinación de violencia y reparación recrea la dinámica 
societal dominante cuya lógica privilegia lo individual, lo privado por 
sobre lo colectivo y comunitario y viabiliza, como viene haciendo en 
estos últimos cuarenta años, la entrada y permanencia del gran capital 
transnacional. Por esto también la estatalidad es histórica y es una, sin 
negar la pluricentralidad y multidimensionalidad en la toma de 
decisiones (Briones, 2005), ya mencionamos sus poderes y niveles 
diferenciados, y se expresa en trayectorias diferentes y particulares. 

Asimismo es la lucha la que modula la estatalidad, entendemos 
que la estatalidad se despliega en la lucha por eso el modo en que el 
contradictorio accionar estatal, entre sus distintos niveles y poderes, 
va componiendo un laberinto, que dilata la resolución de los reclamos 
y no garantiza la concreción de los derechos reclamados. Fue así que, 
al analizarla en el marco de la disputa socioterritorial, la 
representamos como estatalidad laberíntica al observar que, con 
mecanismos, instrumentos y dispositivos propios del Estado, fiscaliza 
la lucha, la retiene en sus cánones, en los canales habilitados 
estatalmente y sin desbordar el orden imperante. Impone y dispone 
tiempos, lugares y modalidades de la disputa. Esta figura del laberinto 
nos remite, además, a transitar diferentes caminos y direcciones a las 
que el Estado enfrenta a quienes reclaman territorio y aplaza el 
fortalecimiento de otras formas del poder y de propiedad, avanzando 
pero sin encontrar salida. 

En suma, para comprender la estatalidad en la disputa 
socioterritorial recurrimos a la figura del laberinto. El término 
proviene del latín labyrinthus, y este del griego 2AafúpivOoc labyrinthos 
y es definido según la Real Academia Española como: “m. Lugar 
formado artificiosamente por calles y encrucijadas, para confundir a 
quien se adentre en él, de modo que no pueda acertar con la salida”. 

El laberinto como representación nos permite presentar la 
estatalidad como un entramado de calles y encrucijadas, donde se nos 
invita a elegir entre posibles travesías y está admitido escoger entre 


múltiples vías. Es una representación que nos convida a pensar lo 
complejo, engañoso y desafiante de las prácticas estatales así como 
también a asumir lo cotidiano como desafío. Es además un lugar un 
tanto opaco, que cuesta transitar y donde es complicado encontrar la 
salida y medir o percibir los avances. En el transitar por el laberinto 
algunas veces podemos tomar nuevas vías que nos trasladan a otros 
puntos del camino y otras veces, en cambio, retornar al punto inicial. 
Así el laberinto es también un artificio que nos mantiene a la deriva, 
donde las contingencias se suman, se ramifican, se entrecruzan o 
complican. Por esto el laberinto también es lo múltiple y la 
indefinición. Ahora bien, caminar en el laberinto abarca no vislumbrar 
una salida sencilla, pero sí estar en movimiento, sabiendo que es 
viable estipular posibles metas. Entonces, el laberinto también es 
expectativa y anhelo. 

La estatalidad suele describirse por déficits y luchas 
administrativas, errores de planificación, problemas presupuestarios 
y/o de infraestructura, así como también se la califica de imperfecta, 
inconsistente y hasta de incapaz de llegar a eficaces resoluciones. Sin 
embargo, estas variaciones y matices, las acciones que parecen 
superpuestas, extienden los tiempos, agregan trámites, superponen 
sucesos. Este carácter contradictorio del accionar estatal es la 
característica central y reside allí su quehacer como estabilizador 
social. Y muchas veces, la represión violenta de ciertos conflictos 
termina siendo una carga para el propio aparato político- 
administrativo y se vuelve cada vez más necesaria la instauración de 
nuevas formas de derecho, es decir, formas de normativizar esa 
violencia. Así las luchas socioterritoriales se insertan en este complejo 
proceso político de represión y reparación quedando sometidas a la 
lógica de la reproducción del capital. La figura del laberinto nos 
permite ilustrar que ni bien lxs sujetxs irrumpen en la disputa, las 
sendas marcadas para transitarla se bifurcan, se cierran y aparecen las 
encrucijadas, en tanto desde el Estado se habilitan varias posibilidades 
de acción y se clausuran otras, de modo tal que se difiere la resolución 
y no cambia sustancialmente el estado de cosas. 


Conclusiones 


Como hemos visto en este capítulo nos ocupamos de presentar nuestra 


conceptualización de Estado así como el modo específico de ejercicio 
de la estatalidad circunscrita a la disputa socioterritorial. Sabíamos 
que nos enfrentábamos al desafío que señala Lechner (1981) cuando 
explica que una investigación sobre el Estado no puede partir de una 
definición dada para solamente lograr su concreción histórica, ni de 
una existencia evidente y tangible que solamente faltaría nombrar. 
Entonces, a modo de articulación y cierre de esta presentación, 
repasamos que para componer nuestra concepción, nos apoyamos en 
Gramsci y Zavaleta y la relación justa entre lo orgánico y lo 
coyuntural. Lo interpretamos como resultante de entrecruzar distintas 
dimensiones, de lo abstracto y lo concreto, de lo general y lo 
particular; asimismo atraviesa distintas duraciones, nos referimos al 
tiempo largo, mediano y al propio de los acontecimientos!'?! y a 
distintas espacialidades como son la local, la provincial y la nacional. 
Esta combinación de dimensiones responde a lo complejo de analizar 
la dominación y habilita a dar cuenta de sus particularidades. 

En síntesis, desde la dimensión del largo plazo, es decir, la visión 
en clave estructural u orgánico, lo presentamos como la forma 
abstracta y, a su vez concreta, de la organización de la dominación 
política de las relaciones sociales capitalistas, no es neutral, ni 
tampoco una mera arena de disputas, sino un vehiculizador de una 
determinada relación de fuerzas sociales en conflicto y en su accionar, 
complejo, contradictorio, interpretado aquí como estatalidad, es 
garante de la acumulación privada. En este sentido, lo 
conceptualizamos como Estado capitalista, pero también y 
simultáneamente diferenciamos las formas concretas, particulares e 
históricas que asume ese Estado capitalista, que también y al mismo 
tiempo, es argentino y rionegrino. De modo tal de acotar en tiempo y 
espacio esa compleja y contradictoria relación HEstado-sociedad. 
Complejidad, como ya dijimos, expresada en idas y vueltas, marchas y 
contramarchas que nos hacen calificar el accionar estatal como 
plagado de contradicciones. Ahora bien, este despliegue de 
contradicciones no debe interpretarse como factores aislados, sino 
como expresiones de un conjunto social complejo de condiciones de 
producción y de explotación. Ratificamos la idea de que el Estado está 
objetivamente relacionado con el resto de la sociedad (Zavaleta, 1985) 
y que no buscamos compartimentar la presencia estatal sino 
desmenuzar su análisis, para luego recomponer la estatalidad en la 


disputa socioterritorial. Es decir, la reproducción de una formación 
social debe ser sistemática y continuamente mediada por el accionar 
de su aparato político-administrativo. En su particularidad como 
aparato de dominación y administración el Estado es el reorganizador 
de esas condiciones sociales generales y cuenta no sólo con las fuerzas 
represivas, sino con la ley y la justicia, con los recursos materiales e 
ideales para producir y reproducir las relaciones sociales capitalistas, y 
debe siempre erigirse y realizarse en el proceso de enfrentamiento 
entre las clases y los grupos sociales. Es por ello una instancia 
organizadora relativamente autónoma y provista de medios 
particulares necesarios para su quehacer. 

Por su parte entendemos que la estatalidad en la disputa 
socioterritorial se va entretejiendo en el conflicto, el quiebre y la 
negociación, estando esas acciones moduladas por la experiencia y los 
entramados simbólicos. Asimismo, está modelada por la historicidad, 
es decir, por la relación pasado-presente, más específicamente por el 
peso de la tradición, en las decisiones y acciones presentes así como 
por los modos de resistencia-sujeción en la dominación estatal. 

Afirmamos así que la estatalidad va conformando un laberinto. 
Señalamos que, por un lado, emplea una doble vara y, por el otro, 
blande dos temporalidades: la presente y otra futura. Demostramos la 
ambigiiedad en la relación que mantiene con lxs sujetxs en lucha y sus 
reclamos territoriales. Ofrece remediar las necesidades más urgentes, 
aunque lo hace en forma de promesas muchas veces incumplidas. Así 
observamos que coexiste el diálogo con acciones de persecución 
política, hostigamiento y criminalización de lxs luchadorxs. Esta 
ambivalencia es el modo de producir-reproducir la subalternidad y, en 
el mismo movimiento, genera la desigualdad económica y social y 
habilita y materializa el despojo territorial. La estatalidad infiltra, 
imbuye aquello que preexiste, que emerge, que reclama, que resiste y 
administra la pertenencia, gestiona la integración a una estatalidad 
ordenadora. Así, un modo de pertenecer al Estado se impone por sobre 
otros. 
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1. Este capítulo se enmarca en una línea de investigación sobre la conflictividad en 
torno a las tierras para ser habitadas y Estado y a su vez, sintetiza el aporte 
principal de la tesis doctoral titulada Estatalidad en la disputa socioterritorial 
mapuche en Fiske Menuco General Roca (19972017). « 

2. Es Ernesto Laclau (1981) quien presenta estos debates y en una versión más actual 
puede verse a Pablo Miguez (2010). En esta corriente se deriva el concepto de 
Estado del concepto de capital, se deriva sistemáticamente el Estado como forma 
política de la naturaleza de las relaciones de producción. « 

3. Respetamos el aparato conceptual y el vocabulario propio de cada una, y 

sostenemos que muestra la variedad de encuadres, enfoques y miradas. « 

. Teórico de nacionalidad boliviana, 1935-1984. « 

. La noción de traducción, que como sostiene Cortes (2012) es una clave para 
analizar las derivas del marxismo en América Latina, articula la potencialidad 
crítica del marxismo en tanto teoría con aspiración universal con la especificidad 
de las historias locales. « 

6. Sostiene que esas elaboraciones teóricas describen más bien datos factuales que 
marcos metodológicos para estudiar el Estado. Distingue entre instrumentalismo y 
una situación instrumental. Para él, la forma instrumental es una reminiscencia de 
los momentos primarios del poder como por ejemplo el Estado durante el momento 
de acumulación originaria. « 

7. “De otro lado, nadie podría negar la relación que hay entre el ritmo de rotación del 
capital y las grandes totalizaciones capitalistas, como la nación y el Estado 
moderno, y aun entre el valor como forma general y la producción de sustancia 
estatal, o, por último, entre el patrón de desdoblamiento de la plusvalía y la 
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formación capitalista total. Algunos de estos aspectos han sido estudiados con 
lucidez por la llamada escuela lógica del capital” (Zavaleta, 1985: 82). « 


. En su texto: “Problemas de la determinación dependiente y la forma primordial” 


(2009). « 


. La refiere a la concepción de “bloque histórico” de Gramsci (1972). « 
. Ver también Mazzoni, Schleifer y García (2013). « 
. Sobre la ficción del “Estado ausente” o del “retiro del Estado” ver el mito del 


desdibujamiento (Cortés, 2012) o la crítica a la minimización de los Estados 
(Bonnet, 2012; Bonnet y Piva, 2011) « 

Nos referimos a las tres duraciones propias de la Escuela de los Anales (Braudel, 
1959). « 


La fruticultura en el Alto Valle 


Crisis estructural, concentración 
económica y precarización laboral en una economía neoliberal 
Gustavo Mehdil !! 


Introducción 


Muchos de los excedentes de capital buscan en otros espacios 
geográficos las rentabilidades que dejan de tener en sus territorios, y 
una de las alternativas es hacerse de los recursos estratégicos de las 
regiones periféricas. Esta conducta del capital suele calificarse como 
depredadora, ya que arrasa con los recursos de estas sociedades y las 
priva de un desarrollo sostenible en el tiempo y del bienestar que podría 
generar una explotación racional de los mismos. Es en este marco que 
territorios como el del Alto Valle de la provincia de Río Negro y 
Neuquén están; por un lado, condicionados por el capital y por el otro, 
a una contradictoria intervención del Estado, provocando que sea el 
ámbito del mercado y sus propias reglas quién termina dirimiendo y 
asignando una valorización al recurso suelo y al recurso agua, 
transformándolos en mercancías para la acumulación del capital. Una 
de las principales consecuencias generadas por esta dinámica, ha sido 
la fuerte concentración económica de la fruticultura en las zonas 
irrigadas del Alto Valle, donde el territorio está siendo objeto de una 
fuerte transformación, generada a partir de las lógicas señaladas. 

El artículo tiene como finalidad indagar sobre ciertas 
características en la actualidad del sector frutícola del Alto Valle de las 
provincias de Río Negro y Neuquén, teniendo como ejes principales: 
Rasgos generales de su crisis actual; Fuerte concentración y 
transformación del sector y; Flexibilidad y precarización en las 
condiciones a las que son sometidos los y las trabajadores/as rurales. 

A partir de un abordaje descriptivo-explicativo, el propósito del 
presente trabajo será indagar el relacionamiento de los ejes 


presentados para comprender la lógica de la actividad en el contexto 
de una economía neoliberal!?.. 


Fruticultura: rasgos generales de su crisis actual 


El primer barco cargado de fruta en el año 2023, zarpó ayer en horas de la 
mañana desde aguas rionegrinas rumbo a los destinos de ultramar. Con la 
cosecha en marcha y la misión de revertir los magros números de la temporada 
anterior, la partida del primer embarque es ícono de una actividad que supo 
ser emblema de la producción regional, y que hoy lucha contra factores 
propios y ajenos que la amenazan y atentan contra su crecimiento y 
continuidad. [...] El primer envío al exterior de 2023 partió desde el puerto de 
San Antonio con Rusia como destino final, y cargó un total de 4.880 pallets, lo 
que representa unas 5.700 toneladas de fruta aproximadamente. (Diario Río 
Negro, 7 de febrero de 2023). 


Si bien las expectativas para la fruticultura del Alto Valle han sido 
buenas para 2023, la reanudación de las exportaciones con Rusia y la 
necesidad de mejorar los márgenes de rentabilidad a través de un tipo 
de cambio más favorable, son las prioridades del sector para recuperar 
el ritmo de exportaciones perdido en los últimos años. 

Particularmente, el conflicto entre Rusia y Ucrania significó el 
cierre casi total de ese mercado durante 2022, impactando en las 
exportaciones del sector; los envíos de pera a Rusia cayeron un 24% 
en 2022 en relación a 2021 (ver cuadro 1), mientras que los de 
manzana lo hicieron en un casi 60% (ver cuadro 2). 


Cuadro 1: Peras: exportaciones de Río Negro y Neuquén en toneladas, por año, mes, variación y país de 
destino. Febrero de 2022 


| - 
Destino 2018] 2019|  2020|Feb2020  2021| Feb2021| Feb 2022 NAoETeO 


2022/2021 
Brasil CTESE EEE 
Estados Unidos 40318|—sez0a| 13002] 4363[ 12060[ 1208|————2N] 
Rusia ze 07 s0| 19m 1301290 — 87] 288 
Italia | 238731 18736] 25207] 123131 17485]  6as3] 6534] 1%] 
Paises Bajos (Holanda hoi vam emel— tral sbé[—1908[ 2581 [2581] 89% 
Canadá ess] 190] 2080] ;008| 23101 2002] 228 
Francia E 
Alemania aves ame Ame —1stel Siete 1109 
Perú | sos 10067] 11872|  «sool +2208| 177] era] -61%| 


Bola [6771] 5018] 

España [| 845[ 400] 

Reino Unido 

Grecia 

Israel 

Paragua | 1650] 

Emiratos Árabes Udo] 130111022 imoj o ej od] 

28) 01 27888 

[A are[— oroj— o2a| 187 1saa| ars[ 22 —o2%l 

al resalto 

[| 3mel  sre] ero] ol 10209] 

A 
312.747 308.876 333.874 73.310 304,188 58.193 55.859 4% 

Fuente: Cámara Argentina de Fruticultores Integrado. 
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Cuadro 2: Manzanas: exportaciones de Río Negro y Neuquén en toneladas, por año, mes, variación y país 
de destino. Febrero de 2022 


Destino 2018 2019 2020| Feb 2020 2021| Feb 2021| Feb 2022 


Brasil —Jasio| 21osel sesmu| stol 23rtol 2088 2201 
Bolivia o O 00 10d, 1408812108200 
Paragua IAE IM IE 
Rusia 17595] 16664] 10447| 11m] 8738] 625]  27o[  -57%| 
Canadá po ss| 7al 12 ol seo) 42  sesl 296%] 
Perú les a13rol sor]  239|  Tes[_ 302| tae] -51%| 
Ecuador DR 1 E E E) RC E 
Estados Unidos 6208] 11323)  5o63| 0 
Alemania ar aos] A 
Francia ron —tss9| 3:90 — Oli ——o[ 00% 
Reino Unido o e 
Países Bajos id 1 5345] 395] 4049] asf 2367 es| ol -100%] 
Israel Aa 10ss| 1913 o ies oj 00% 
Bélgica 1737) 170]  1s6al ol 126 ol ol 0%] 
España sal e] as] ol 128 sal ol -100%] 
India j oer| 2265 ora  2os|  11o3| 144] ol -100%| 
Arabia Saudita Pp sal es  so7s| vel sea ol ol 0%] 
Colombia | 138| 249 
Libia 
Otros 
Total 94.266 99.194 97.189 10.504 78.903 6.859 5.955 

Fuente: Cámara Argentina de Fruticultores Integrados. 


Variación Feb 
2022/2021 


Por otra parte, el reclamo de los productores que vienen 
solicitando de forma recurrente que el Ministerio de Economía de la 
Nación avance en la implementación de un dólar diferencial para el 
sector. Se busca un esquema similar al que se aplicó a fines de 2022 
para la soja, que permitiría a los productores de la región recomponer 
su ecuación financiera y mejorar la competitividad en relación a la 
fruta que proviene de otros países del mundo. Las exportaciones 
frutícolas se liquidan al tipo de cambio oficial comprador. Significa 
que por cada dólar que ingresa en concepto de exportación frutícola se 
reciben a cambio $ 198,75!”!. La brecha es mayor al 90% en relación 


a las cotizaciones financieras y en relación al dólar blue'”. 

Más allá de la coyuntura actual y de la crisis económica que el 
país arrastra desde hace varios años, sumado a las distorsiones que 
genera más de una década de alta inflación; lo cierto es que muchos 
de los factores que alimentan la crisis de la fruta son estructurales. Los 
datos de la última temporada fueron verdaderamente magros; en 2022 
se exportó un 40,42% menos que en 2021 (ver cuadro 3). 


Cuadro 3: Comparativos temporadas 2021 vs. 2022. Datos al 31/12 de ambas temporadas 


Fuente: Terminal de Servicios Portuarios Patagonia Norte. 


Sin embargo, los volúmenes enviados al exterior ya mostraban 
una caída o fuertes variaciones previas al cierre del mercado ruso. 
Reflejo de ello es la evolución de los envíos de pallets de manzanas y 
peras a través del puerto de San Antonio Este en el período 2012-2022 
(ver cuadro 4), los volúmenes cayeron de manera sistemática hasta 
perforar el piso de las 100.000 en 2022. Es decir, hay procesos 
estructurales que van más allá de coyunturas específicas que impactan 
en la fruticultura de la región. Para comprender el rumbo que 
atraviesa hoy la fruticultura es necesario analizar; por un lado, la 
transformación e inserción que ha experimentado la economía del Alto 
Valle en el contexto de la economía global, y por otro, cómo ha 
evolucionado la actividad en particular. 


Cuadro 4: Total de pallets exportados desde el puerto 
de San Antonio Este entre 2012-2022 


Fuente: Terminal de Servicios Portuarios Patagonia Norte. 


Fuerte concentración y transformación de la matriz productiva 


Una de las principales características del capitalismo ha sido la 
organización del territorio en función de los intereses de los sectores 
dominantes, lo cual llevó a la fragmentación del mundo, y a la 
transformación de la naturaleza y sus recursos en mercancías 
necesarias para la reproducción del capital. 

En los últimos siglos, y más específicamente desde el surgimiento 
del modelo industrial, los ritmos de producción y explotación se han 
acelerado fuertemente por un desarrollo científico-tecnológico que 
intensificó la exploración y la extracción de los recursos naturales en 
las últimas décadas. En el marco de la fase global del capitalismo, este 
proceso fue acompañado por un fundamentalismo de mercado, que se 
tradujo en el sometimiento de diferentes regiones, entre ellas el Alto 
Valle, a las exigencias del capital transnacional. 

La fruticultura se inició a principios del siglo XX, relacionada con 
la llegada del ferrocarril y con planes de colonización de tierras (y el 
consecuente despojo de las poblaciones originarias) como parte de las 
políticas del Estado para incorporarlas a la producción y así lograr la 
integridad territorial e inserción de la región al capitalismo a gran 
escala. La conformación de enclaves productivos familiares que dio 
origen a la actividad, hace tiempo ya no existen. En general los hijos y 
los nietos de los chacareros históricos, han logrado acceder a una 
formación profesional, han migrado, o sencillamente prefieren no 
padecer los avatares de la actividad que abrazaron sus antepasados. 
“El correlato directo, es la sistemática reducción de la superficie 
productiva, de la cual una gran porción se convierte progresivamente 
en loteos y urbanizaciones”. (Diario Río Negro, 7 de febrero de 2023). 

Esto se refleja en dos dimensiones: caída en las tierras cultivadas 
y caída en el número de productores: según el SENASA (Servicio 
Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria) la superficie 


cultivada con manzana se redujo un 28,5% entre 2008 y 2021, 
mientras que la superficie con peras lo hizo un 19,2% en el mismo 
período; en tanto, la cantidad de productores cayó desde 2.498 en el 
año 2008 a los 1.727 en 2021. 

De acuerdo al informe productivo de la provincia de Río Negro, 
elaborado por el Ministerio de Economía de la Nación!”! en el año 
2021: 


La estructura productiva primaria es heterogénea. Los pequeños productores 
poseen plantaciones con más de 40 años, mientras que las empresas con un 
perfil tecnológico alto cuentan con plantaciones de 10-20 años (edad plena). El 
primer canal de comercialización es a través del acopiador, frigorífico o planta 
de empaque (46%), el 18% vía industria, 4% a cooperativa y 14% no 
comercializa (producción integrada). El resto va por otros canales (CNA 2018). 
La concentración es alta en todos los eslabones de la cadena. Kleppe SA, 
principal productora, se destaca bajo la marca Gaucho. Patagonian Fruits Trade 
SA forma parte del Grupo Prima, con Expofruit y Moño Azul. PAI Argentina: 
agrupa a 9 empacadoras que nuclean a más de 280 pequeños y medianos 
productores. 


Ahora bien, ¿cómo se pasó de una estructura productiva familiar 
a una estructura concentrada con cada vez menos superficie cultivada 
y menos productores? 

En palabras del presidente de la Cámara Argentina de 
Fruticultores Integrados (CAFD, “Las familias crecen de forma 
aritmética y las unidades productivas no. Y también las nuevas 
generaciones crecen profesionalmente y buscan otros rumbos”. (Diario 
Río Negro, 7 de febrero de 2023). 

En esta línea de pensamiento, la disminución de productores del 
sistema es una consecuencia de un proceso de transformación 
estructural de la configuración tradicional del sector que generó 
dificultades de muchos para sobrevivir al cambio de contexto de la 
fruticultura y a los deseos individuales de buscar otras oportunidades. 

Sin embargo, no se puede dejar de lado los cambios que tuvieron 
lugar en la economía global y su impacto a escala nacional y regional 
en los siglos XX y lo que va del XXI. En este sentido, y desde una 
perspectiva crítica interdisciplinaria, se podrían pensar las 
transformaciones desde otros lugares de enunciación, donde el espacio 
como producto y productor de lo social es clave; reflejándose en él las 


nuevas gramáticas de poder relacionadas con las nuevas 
configuraciones sociales que se expresan en mayor o menor medida en 
el Estado y cómo éste reacciona, o no, frente a los nuevos emergentes 
y actores que van moldeando aquellas gramáticas. 

En términos de Lefebvre (1974) dicho espacio puede constituirse 
en espacio dominado y espacio dominante, pero siempre tiene un 
carácter político; se halla fragmentado por distintas estrategias que 
son numerosas, se entremezclan y se superponen. El Alto Valle como 
espacio político está dividido por estrategias asociadas al acceso, uso y 
apropiación de sus recursos; se podría pensar que ha pasado a ser un 
campo de disputa entre poderes hegemónicos, en un escenario político 
regional que transita entre: 


a. La desactivación de una matriz productiva asociada a una 
fruticultura cada vez más excluyente, pero a la vez más 
concentrada. 

b. Y la activación de otra matriz vinculada a la extracción no 
convencional de gas y petróleo. 


En relación al primer punto (a) el complejo frutícola abarca 
distintas actividades del aparato productivo generando un entramado 
de relaciones sociales sujetas a él; existen frigoríficos, galpones de 
empaque e industrias productoras de jugos y sidras, entre otras, 
conformando un circuito comercial agroindustrial que está articulado 
con una fruticultura de exportación. En su etapa inicial, hacia fines del 
siglo XIX, el Alto Valle comenzó a caracterizarse por explotaciones 
agrícolas intensivas de tipo familiar en áreas bajo riego. En 1884 se 
construyó el primer canal que dio origen a un sistema de regadío que 
configuró una fisonomía del territorio (Aguilera, 2007), sumado a un 
proceso de colonización y subdivisión de tierras que fueron 
consecuencia de políticas estatales de seguridad territorial, fomento de 
la infraestructura productiva y condicionamientos del mercado 
externo. En este sentido, la llegada del ferrocarril y la reestructuración 
productiva que impulsó en la zona la empresa propietaria que terminó 
construyendo, hacia fines de la década del 20” del siglo pasado, la red 
de canales y desagijes que completaron el sistema integral de riego 
(Aguilera, 2007), dando origen al proceso de conversión del espacio 
geográfico natural en espacio social y transformándolo en espacio 
productivo. 


Durante la década del 30, a partir de incentivos estatales para el 
desarrollo de la fruticultura y la demanda creciente del mercado, se 
potenció el cultivo de frutales —-manzanas y peras-que derivó con el 
tiempo en una estructura predominantemente familiar con utilización 
intensiva de mano de obra e impulsora del crecimiento poblacional en 
el Alto Valle (Bendini y Steimbreger, 2007). 

Hacia la década del 60 el modelo se consolidó y se nutrió de un 
mayor número de trabajadores/as estacionales, ocasionando 
migraciones asiduas de empleados/as rurales, provenientes del norte 
del país, Tucumán principalmente, y Chile. A finales de los 80, y 
fundamentalmente desde mediados de los 90, con la implementación 
de políticas de corte neoliberal (apertura del mercado, tipo de cambio 
fijo, estímulo a la entrada de capitales trasnacionales, etc.), se 
comenzó a constatar una importante reestructuración productiva en el 
Alto Valle que llevaría a una modernización con la adopción de nueva 
tecnológica para el sector, pero como contrapartida, la flexibilización 
y tercerización de la mano de obra y la disminución de la oferta 
laboral en el sector (Rofman, 2000). 

Con la implementación de las políticas de ajuste económico 
neoliberal, se profundizó el proceso de concentración y 
transnacionalización de la actividad frutícola, así como también 
nuevos métodos de organización y comercialización empresarial. Este 
proceso se manifestó en la región con la participación cada vez mayor 
de empresas transnacionales que operan a nivel mundial con criterios 
inducidos por el consumo y la demanda de calidad, y que detentan el 
control de los circuitos externos de comercialización (por ejemplo, una 
firma no sólo controla gran parte de lo que se produce localmente, 
sino que también cuenta con el transporte, la exportación, y las vías 
de comercialización en el exterior donde colocar la producción). 

Esto ha venido acompañado de un paulatino proceso que, sin 
modificar la estructura de la tenencia de la tierra, con un peso 
predominante de propietarios, ha ido generando dependencia 
económica y financiera de los pequeños y medianos propietarios con 
respecto a las grandes empresas agroindustriales (agricultura de 
contrato, arriendos cortos, entre otras). Mientras que muchos 
pequeños fruticultores no pudieron acceder al financiamiento y a la 
reconversión técnica para adecuar sus chacras a la calidad y a la 
productividad demandada por los mercados externos se han visto 


forzados a abandonar su propiedad o, en el mejor de los casos, a 
vender lo producido a precios fijados por las firmas que operan en el 
Alto Valle (Rofman, 2000); las empresas integradas, han sido 
favorecidas desde el Estado (fundamentalmente por vía impositiva y 
escasa intervención en las modalidades de contratación de 
trabajadores y trabajadoras) y bajo condiciones de contratación 
basadas en la tercerización y superexplotación del trabajo'”! (se 
desarrollará en el próximo eje). En conclusión y de acuerdo al informe 
anual publicado por el SENASA, en 2012 había 46.753 hectáreas con 
producción de peras y manzanas en el norte de la Patagonia. Una 
década después, esa superficie productiva disminuyó hasta las 35.596 
hectáreas registradas. Una caída similar se ve en el número de 
productores dedicados a la fruticultura en Río Negro y Neuquén. 
Mientras que hace más de 10 años había 2.597 chacareros frutícolas, 
en 2021 se registraron apenas 1727 (ver Cuadro 5). 


Cuadro 5: cantidad de hectáreas en producción y cantidad de productores 


ultura en el Alto Valle de Río Negro: 


Elaboración propia en base a datos del Senasa. 


Si bien no es el propósito central del presente artículo, no se 
puede dejar de mencionar la irrupción de la extracción no 
convencional (b) como actividad económica en la región y que ha 
impactado inexorablemente a la fruta. Lo hace compitiendo por el 
mismo espacio físico, por el mismo mercado de consumo, pero sobre 
todas las cosas por el mismo recurso humano. Los niveles de 
remuneración a quien se inicia sin experiencia alguna en la actividad 
petrolera, son inalcanzables para cualquier enclave frutícola que 
demande mano de obra sin experiencia, para levantar la cosecha. 

Con el impulso a la extracción, bajo la modalidad no 
convencional, se ha dado un avance acelerado sobre las tierras 
productivas del Alto Valle, un ejemplo es lo que sucede en la zona 
rural de Allen. Allí, la convivencia entre la fruticultura y el petróleo 
dentro de un mismo territorio, ha invisibilizado otros aspectos como: 
la caída y desvalorización de las tierras para actividades productivas, 
el crecimiento de unidades de producción abandonadas ante la 


imposibilidad de obtener márgenes aceptables de rentabilidad, los 
peligros sanitarios en la fruta, el rechazo a la fruta que están próximos 
a explotaciones gasíferas o petrolíferas; además de la contaminación 
de napas y aguas superficiales. También se han registrado derrames de 
crudo, roturas de caños de agua, explosiones e incendios, 
contaminación del agua, rajaduras de casas por tránsito de maquinaria 
pesada. Esta situación se ha agudizado por la fuerte disminución de la 
economía productiva sustentada en la caída de las exportaciones de 
peras y manzanas, dándole paso al paisaje extractivo, caracterizado 
por: “altas torres petroleras, las plataformas multipozos, los 
gasoductos y grandes depósitos de arena, y las largas filas de camiones 
de gran porte recorriendo los caminos y abriéndose paso por entre las 
plantaciones y el creciente desmonte” (Svampa, 2014: 153). 

Este tipo de economía extractiva funciona con una elevada 
demanda de capital y tecnología y con una lógica de enclave: es decir, 
sin una propuesta integradora de estas actividades primario- 
exportadoras con el resto de la economía y de la sociedad. Su aparato 
productivo, en consecuencia, queda sujeto a los vaivenes del mercado 
mundial. 


Flexibilidad y precarización de los y las trabajadores y 
trabajadoras rurales 


Desde Uatre (Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores) 
se afirma que miles de obreros y obreras rurales que llegan hacia el 
Alto Valle para realizar la cosecha provienen fundamentalmente desde 
provincias del norte argentino. Según lo planteado desde el sindicato: 


En la mayoría de los casos, viajan con un puesto laboral asegurado, a partir de 
un trabajo conjunto de la Provincia, los gobiernos de esos distritos y las 
cámaras empresariales. El objetivo es evitar que lleguen más peones rurales de 
los que demanda la cosecha y facilitar el control de sus condiciones laborales. 
[...] Algunos trabajadores rurales llegan para el raleo y se quedan, pero la gran 
mayoría viene ahora para la cosecha. Las empresas ocupan mucha mano de 
obra de otras provincias y se estima, como todas las temporadas, que llegarán 
unos 20 mil trabajadores. (Diario La Mañana de Neuquén, 3 de enero de 2023). 


De acuerdo a la organización gremial, existen acuerdos que 
establecen un procedimiento marco de traslado de trabajadores/as 


migrantes a través de convenios de reciprocidad entre provincias, 
seguimiento y fiscalización de los viajes; salidas y llegadas, control de 
condiciones de seguridad e higiene y sanitarias; registro de 
empleadores, trabajadores y empresas transportistas, entre otros 
puntos. 

Por otro lado, desde la Cámara de Productores de Centenario y 
Vista Alegre, se informó!” la situación que atraviesan ante la falta de 
personal para recolectar las frutas y que en la región mucha gente 
reclama por falta de trabajo, pero no toman estos puestos, que 
terminan siendo ocupados por personas de afuera de la provincia. 

Ahora bien: ¿Cuáles son las principales características del 
trabajador y de la trabajadora rural en las chacras del Alto Valle? 

Frente al desempleo y la pobreza en los que se encuentran en sus 
lugares de origen, miles de trabajadores y trabajadoras ven una 
posibilidad de sustento económico en la temporada de fruta en el Alto 
Valle. Se trata de una migración habitual de las zonas más pobres de 
Argentina, a quienes se conoce como trabajadores golondrinas o en 
términos de Moreno Navarro (1997), denominados excluidos y 
marginados. 

Estos movimientos migratorios a distintas escalas, son un reflejo 
de la globalización capitalista!*!, donde los obreros y las obreras que 
pertenecían al sector integrados pasan a engrosar las filas de los 
precarios o los excluidos y marginados (Moreno Navarro, 1997). 

Para el mantenimiento y la reproducción del capitalismo, ha sido 
fundamental la imposición a las clases dominadas, no sólo de modos 
de trabajar, sino de comportarse y de pensar, de tal modo que 
interpreten como algo normal y natural el ordenamiento social basado 
en relaciones de superexplotación, todo ello conformando un modo de 
vida particular. 

El concepto de superexplotación del trabajo es parte de la teoría 
marxista de la dependencia; uno de los principales aportes ha sido de 
Ruy Mauro Marini (1973); su principal argumento teórico ha girado 
alrededor del análisis de cómo en la periferia, de la cual Argentina es 
parte, se combinan la dependencia externa con las condiciones 
específicas de la lucha de clases, particularmente de la extracción del 
excedente. Otro aporte significativo ha sido el de Osorio (2003), quien 
plantea a partir de la propuesta teórica de Marini, la particular forma 
de reproducción del capital en el capitalismo dependiente de nuestra 


región, alcanzando una modalidad de inserción específica que 
intensifica aquella dependencia. 

Osorio (2018) considera que la categoría superexplotación es 
fundamental no sólo para explicar la reproducción del capital en las 
economías dependientes, sino en el proceso de acumulación de capital 
a nivel del sistema mundial. Las formas que presenta son: pago 
inmediato de salarios por debajo del valor, prolongación de la jornada 
laboral, intensificación del trabajo. 

Estos indicadores se reflejan durante la temporada frutícola, 
donde se registran cientos de denuncias!” por las condiciones 
inhumanas en las que tienen que vivir y trabajar para volver dentro de 
unos pocos meses con un poco de dinero a sus hogares. Muchos y 
muchas llegan sin ningún contrato previo, caminan las chacras, 
duermen y comen como pueden; situación que se ha dado en 
trabajadores tucumanos que dormían frente a la terminal de 
Cipolletti!'*! y eran asistidos por vecinos, postal que se repite en todo 
el Alto Valle. 

En las chacras viven en condiciones de hacinamiento y sin los 
servicios básicos, con jornadas laborales superiores a las diez horas. 
Según la base de datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) 
del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (Indec) elaborada en 
2017!''!, siete de cada diez trabajadores/as están en informalidad, con 
salarios que no cubren la canasta básica ni a los acuerdos salariales 
acordados por el gremio al comienzo de temporada. 

El caso de Daniel Solano, sucedido en 2012, es uno de los 
ejemplos más claros de este entramado, donde la trata de personas y 
el trabajo esclavo eran sostenidos con la complicidad estatal y la 
policía como encubridores de las empresas y cooperativas para 
silenciar a quienes denunciaban estos delitos.!'”' 

¿Cuál ha sido el rol del Estado en los últimos años? 

La Nueva Ley de trabajo Agrario!''*! creada por el gobierno de 
Cristina Fernández hacia 2016, generó muchas expectativas entre los 
trabajadores y trabajadoras, sin embargo, hasta el momento no ha 
podido combatir la informalidad y dotar de derechos a los y las 
trabajadores/as rurales. Pero sí ha asegurado el enriquecimiento de un 
sector frutícola a través de la exención de impuestos nacionales y 
provinciales, reducción de aportes patronales y el trabajo a destajo 
que no es más que legitimar el trabajo esclavo, acentuando la 


precarización y flexibilización laboral. 

En la misma sintonía, el gobierno de Mauricio Macri disolvió en 
2016 el ReNaTEA (Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores 
Agrarios) y restableció el viejo Registro Nacional de Trabajadores 
Rurales y Empleadores (ReNaTre)!'*!, para que éste vuelva a manos de 
UATRE. 

En este contexto, los empresarios del sector han logrado 
concentrar el sistema de producción, comercialización y exportación 
de frutas en muy pocas manos (ver Cuadro 6); donde sólo dos 
empresas: Patagonian Fruit Trade y Productores Argentinos Integrados 
exportan más del 36% del total de las exportaciones en la temporada 
2021. 


Cuadro 6: sistema de producción, comercialización y exportación de frutas 


Ha 2021 (Manzana y Pera) 


TOTALES 77.675 6.120.680 91.018 100% 


Fuente: Terminal de Servicios Portuarios Patagonia Norte. 


Pasados once años del caso Solano, el negocio agroexportador se 
sigue manteniendo con ayuda de los gobiernos!'”', no solo a través del 
otorgamiento de diferentes subsidios y/o exenciones de impuestos, 
sino con reformas de leyes e instituciones que benefician a los 
empresarios; gestándose así un engranaje que garantiza la 
superexplotación del trabajo y que contaría con la complicidad 
estrecha del sindicato para sostener una economía regional cada vez 
más desigual y concentrada. 


Conclusiones 


Es fundamental, desde una mirada crítica, analizar la idea que 
sostiene que toda apertura económica y desmantelamiento de las leyes 
laborales es beneficiosa para el conjunto de la sociedad; que el 
crecimiento en sí mismo derrama bienestar a la población y que a 
mayor inversión externa mayor desarrollo económico. Este discurso se 
ha encuadrado en lo que conocemos como Neoliberalismo y ha 
triunfado en el pensamiento social!'”, invisibilizando cómo el 
desarrollo tecnológico ha sustituido la mano de obra por máquinas, 
generando millones de excluidos/as y acrecentando la pobreza; y 
cómo la “deslocalización” de empresas buscan salarios y costos de 
producción más bajos en los países de la periferia capitalista, 
acentuando la superexplotación de su fuerza de trabajo. Estas 
características pueden observarse en el sector frutícola, donde la 
estructura productiva está altamente concentrada, imponiendo las 
reglas; no solo en las esferas de la producción y comercialización de la 
fruta, sino también, con la complicidad del Estado, en estrategias de 
flexibilización y tercerización de la fuerza de trabajo. Es 
imprescindible “conocer la nueva morfología del trabajo, como así 
también los complejos engranajes del capital” (Antunes, 2009: 41) 
para comprender la complejidad del sector. 

Como dice Marx, el capital operó la separación entre 
trabajadores/as y medios de producción, entre el “caracol y su 
concha” (Marx, 1867: 411), con lo cual se profundizó la división entre 
la producción volcada hacia la atención de las necesidades humano 
sociales y las necesidades de autorreproducción del capital; se instauró 
un “modo de producción que se distancia de las reales necesidades 


autoproductivas de la humanidad” (Mészáros, 2002). Es necesario 
retornar una mirada que contemple los sectores subalternos para 
recuperar sistemas de vida, instituciones y derechos que nos permitiría 
repensar nuestra historia y pensamiento; en nuestro caso el análisis 
centrado en los y las trabajadores/as rurales sería fundamental para 
desnaturalizar las desigualdades, la superexplotación laboral, los 
abusos y deshumanización por parte de las grandes empresas de la 
fruta. 
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Periodistas y sindicatos de prensa 


Un estudio exploratorio de su configuración en el Alto Valle de Río 
Negro y Neuquén 
Abril Lagos!!! 


Introducción 


Neuquén y Río Negro comparten “muchos factores sociales, históricos 
y geográficos”, y dos de sus principales medios de comunicación se 
radican en la región del Alto Valle!?! (Asociación por los Derechos 
Civiles, 2005: 32), donde se moviliza una buena porción de tránsito 
que vive en una provincia y radica sus actividades laborales o 
educativas en la otra. Efectivamente, la región del Alto Valle comparte 
una “ecología mediática similar” distribuida en dos departamentos de 
cada jurisdicción provincial, considerada como una misma región 
socioeconómica (Bergonzi et al., 2008: 175), cuya densidad 
poblacional en algunas ciudades ha posibilitado su desarrollo como 
centro publicitario y comercial (Bernardi, 2019). 

En este marco, si las audiencias se constituyen como la segunda 
mercancía del trabajo concreto en la Industria Cultural'*! (Bolaño, 
2006), resulta necesario ubicar la geografía que las interpela junto con 
las estructuras económicas que las rodean. Desde allí, el periodismo 
regional constituye un actor central en la construcción simbólica de la 
conflictividad social y en la visibilización de las problemáticas nor- 
patagónicas (Schleifer, 2018); y, al mismo tiempo, ese periodismo y 
quienes allí trabajan, atraviesan esas mismas problemáticas y 
conflictividad. 

Por esto nos planteamos indagar en los procesos de organización 
colectiva que se presentan en el territorio del Alto Valle y ahondar 
sobre los procesos de identificación de les periodistas a través de la 
mirada de sus representantes gremiales. De esta manera, nos interesa 
conocer de manera exploratoria cómo se configura el sindicalismo de 


prensa en términos recientes y acercarnos al perfil de les trabajadores 
altovalletanos. 

El marco teórico que encuadra a este trabajo se sustenta, 
fundamentalmente, en ciertas categorías de la Economía Política de la 
Comunicación, pues consideramos que esta perspectiva nos brinda 
herramientas adecuadas para analizar las transformaciones producidas 
en la estructura del capitalismo contemporáneo y las consecuencias 
que han impactado en las distintas esferas de la vida social y personal 
de los sujetos sociales (Garnham, 1983). 

En el presente capítulo presentamos un breve perfil de les 
periodistas de la región en relación con el marcado de trabajo en el 
que se insertan. A partir de la revisión de antecedentes, reseñamos 
ciertos conflictos que resultaron clave desde la organización 
trabajadora a partir de documentación periodística y finalmente 
indagamos sobre el estado actual de la sindicalización periodística en 
el Alto Valle en diálogo con el primer Secretario General del Sindicato 
Único de Prensa de Río Negro, Nelson Namuncurá!*, y con el actual 
Secretario General del Sindicato de Prensa de Neuquén (y Secretario 
Gremial de la Federación Argentina de Trabajadores de Prensa), Flavio 
Ramírez!”?, 


Periodistas en un mercado de la periferia 


Existen ciertas regularidades sobre el trabajo periodístico a nivel 
nacional que nos permiten acercarnos al perfil de les periodistas en 
términos generales y al mercado de trabajo en medios de 
comunicación en particular. No obstante, profundizar sobre el 
mercado periodístico regional resulta imprescindible para comprender 
el juego de relaciones específicas que lo caracterizan; de esta manera, 
centramos la mirada “en las relaciones de fuerza y de poder, externas 
e internas, que en sus múltiples acepciones están en la base de la 
construcción periodística de la 'realidad”” (Schleifer, 2018: 85). 

El quehacer periodístico que se ejerce en el Alto Valle se 
encuentra localizado en una relación de centro-periferia con la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, sitio neurálgico en la producción y 
distribución de noticias, donde las características productivas difieren 
a las del territorio norpatagónico (Bernardi, 2019; Schleifer et al., 
2020). De esta manera, el trabajo concreto de les periodistas de la 


región, sujeto a condiciones sociales de producción mercantilizadas e 
industrializadas (Schleifer, 2018), queda a disposición de las temáticas 
primordialmente locales. 

En estos espacios les periodistas protagonizan la “construcción de 
la “realidad” local” (Schleifer et al., 2020: 120) y mantienen mayor 
proximidad física y social con las esferas de poder político y 
económico; consecuentemente, el grado de centralización en la 
producción de noticias impacta sobre el grado de dependencia 
económica, las prácticas periodísticas y las condiciones laborales 
(Arrueta, 2013; Schleifer, 2018). 

Asimismo, la especificidad del espacio de trabajo periodístico del 
Alto Valle se ve atravesada por la concentración en la estructura de 
propiedad que caracteriza al sistema argentino (Monje et al., 2020; 
Videla, 2017; Zanotti, 2019). Los dos actores dominantes de la agenda 
informativa de la región son el diario Río Negro y LM Neuquén, que 
resaltan por su capacidad productiva y peso específico (Bernardi, 
2019; Bergero y Schleifer, 2019; Schleifer, 2018). Estos medios son los 
que proporcionan mayor estabilidad laboral para sus trabajadores y 
trabajadoras en relación a otros de menor tamaño (Lagos, 2023) y, a 
su vez, las tensiones dentro de estas empresas funcionan como un 
punto de referencia para el mercado periodístico dado que actúan 
como “potenciador o catalizador de demandas y derechos” (Mazzoni y 
Schleifer, 2022: 4). En efecto, la existencia del ejército de reserva 
disponible para estos dos medios específicos es particularmente 
amplio (Lagos, 2023), y afecta a les periodistas que trabajan allí toda 
vez que, bajo los dominios neoliberales, han sido domesticados “por la 
precarización y la amenaza permanente del desempleo” (Bourdieu, 
1997: 3). 

En espacios periféricos esto constituye un condicionante para las 
prácticas informativas (Arrueta, 2013), pues hay un número finito y 
limitado de medios de comunicación en condiciones de contratar 
periodistas en relación de dependencia, donde el mercado publicitario, 
es decir, el sustento económico de los mismos, es limitado también 
(Schleifer, 2018; Schleifer y Mazzoni, 2022). Entonces, si existe un 
ambiente de alta competitividad por los puestos laborales periodísticos 
más estables, en los espacios periféricos alejados de los grandes 
centros urbanos!*!, esta situación se recrudece. 

En este marco, el relevamiento de antecedentes sobre el trabajo 


periodístico de la Patagonia nos acerca a la idea de profesionalización 
del oficio, es decir, de una mayor tasa de periodistas que han egresado 
de institutos terciarios o universitarios específicos en comunicación 
(Bernardi, 2019). En un espacio social de estas características un título 
constituye “una verdadera carta de presentación ante los/las escasos 
potenciales empleadores/as” (Schleifer et al., 2020: 125-126). 

Por otro lado, las trayectorias profesionales cuentan con la fuerte 
presencia de rutinas multitareas, característica que resulta una 
invariabilidad a nivel nacional (Bernardi, 2019; Videla, 2017; 
Schleifer, 2018; Schleifer et al., 2020; Zanotti, 2022). A su vez, se 
hallan mediadas por la homogeneización de roles y plataformas, 
producto de la convergencia profesional y tecnológica (Becerra, 2003; 
García Avilés, 2006); en el actual contexto, los ritmos de trabajo son 
impuestos por los tiempos de la web, donde la frontera temporal se ve 
desdibujada ante la universalidad de internet, que a su vez modifica 
sustancialmente las rutinas de trabajo (Zanotti y Venturini, 2021) para 
una disposición casi ilimitada de les periodistas en pos de las 
empresas. 

Al mismo tiempo, este proceso constitutivo de la Industria 
Cultural acrecienta las condiciones precarias en el ejercicio de la 
profesión, pues les trabajadores encuentran su vida personal 
colonizada por las exigencias periodísticas (Henry, 2011). De hecho el 
punto de quiebre más reciente ha sido la declaración del periodismo 
como actividad esencial en la declaración del ASPO por la pandemia 
de COVID-19'”! que obligó a reorganizar equipos y espacios de trabajo 
(Alonso, 2020). Estas dinámicas han permeado la cotidianidad laboral 
y continúan vigentes las redacciones en los hogares, constituidos como 
una “extensión institucional” (Mosco, 2006: 66) a partir del trabajo 
virtual o híbrido'*!. En este contexto, es posible comprender al 
proceso de convergencia como “una zona de incertidumbres, y 
reacomodamientos, de cuestiones en permanente mutación que van 
desde la economía de internet, hasta controversias tales como la 
redefinición de los sistemas normativos (...)” (Monje, 2022: 16). Esta 
clave de lectura nos ayuda a comprender que las situaciones que 
describimos no quedan estancadas, sino que son condiciones 
dinámicas toda vez que los cambios tecnológicos irrumpen sobre los 
trabajos, en este caso, periodísticos. 

Por último, existe una buena porción de periodistas que, por 


necesidad o deseo, han optado por el autoempleo (Bernardi, 2019; 
Retegui, 2014), fenómeno que corre en paralelo con el pluriempleo 
que caracteriza al mercado periodístico nacional (Martínez, 2019; 
Schleifer et al., 2020). Esto demanda una constante recualificación 
pues la necesaria actualización de conocimiento sobre el trabajo 
concreto, es decir, informarse y  educarse  -disciplinar y 
periodísticamente-sobre las temáticas que abordan, depende en gran 
medida de la capacidad de les periodistas de adaptarse'”! a la 
permanente y obligatoria innovación tecnológica (cit. en Schleifer, 
2018: 76). Efectivamente, en la región del Alto Valle, como en otras 
de características similares, la amenaza de marginación es mayor dado 
toda vez que la relación centro-periferia se ve profundizada. 


Periodos de conflictividad y acción transformadora 


La historia regional del marco de conflictividad en el trabajo de prensa 
y la organización colectiva como respuesta a ella ya ha sido reseñada 
históricamente!*%, no obstante aquí nos interesa aportar una 
recapitulación de algunas medidas recientes que han provocado un 
punto de inflexión sobre las modalidades de acción que ha llevado a 
cabo el colectivo periodista. 

Ya mencionamos la declaración del ASPO en 2020 como un 
momento de reorganización en los espacios de trabajo, la pandemia 
dejó en evidencia problemas estructurales que atraviesan a las 
sociedades en diferentes aspectos. Este mismo periodo contrajo como 
consecuencia diversos encuentros entre trabajadores y trabajadoras de 
los principales medios de la región; con la emergencia sanitaria en su 
mayor estado, los sindicatos de prensa, como tantos otros, dejaron por 
sentado en reiteradas ocasiones que su trabajo estaba quedando 
atrasado salarialmente y que no eran respetados los horarios de las 
jornadas por la sobrecarga especial de tareas!'*!, 

En este marco, un comunicado en la web del Sindicato de Prensa 
de Neuquén explicó con claridad el proceso transformador que 
vivieron les periodistas luego de un año de reclamos post declaración 
de la pandemia: 


Nos dimos cuenta que el compañero de al lado sufría en silencio nuestros 
mismos problemas (...) El 6M, sin tener la certeza de saber si estábamos 
preparados, por primera vez logramos realizar un paro de 24 horas con una 


contundente adhesión (...) Nos hemos precarizado, y en parte fue por nuestra 
propia inacción. Un error que supieron aprovechar nuestros empleadores. !!2! 


Comprendemos que las luchas en el sector de prensa son 
históricas, como las mismas prácticas de resistencia de otras áreas 
productivas, sin embargo hasta ese momento pareciera que les 
periodistas transitaron un estado de reposo en lugar de acción, según 
el propio comunicado del sindicato neuquino. Vale aclarar, además, 
que por aquel entonces no existía aún el Sindicato Único de Prensa de 
Río Negro, sino que estaba dividido entre el sector atlántico, el andino 
y el altovalletano. De esta manera, la “praxis como acción 
transformadora” se torna en “una conciencia reflexiva” (Schleifer y 
Mazzoni, 2022: 5), con el proletariado como “agente principal” del 
cambio, por medio de una “lucha consciente, organizada y dirigida” 
(Sánchez Vázquez, 1980: 279). 

Les periodistas comenzaron a organizarse en Asambleas y a 
disputar el espacio público como reacción a las bajas posibilidades de 
prensa, dado que sus patronales son propietarias de los medios de 
producción, distribución y consumo de la agenda informativa; una 
porción importante de periodistas, incluso, vende su fuerza de trabajo 
a las empresas con la capacidad de marcar esa agenda. Entonces, a 
partir de la visibilización de sus problemáticas laborales en la vía 
pública, las redes sociales y algunos medios de comunicación 
contrahegemónicos se fueron intensificando sus formas de reclamos 
para actualizaciones salariales. También seguían vigentes las 
demandas sobre el cumplimiento de la deuda histórica empresarial 
por el pago de la zona desfavorable en el sueldo!'”!. Esta serie de 
apariciones se dio en un marco de jornadas nacionales de 
movilizaciones, retenciones de tareas en horarios cruciales para la web 
y paros de 24 horas de periodistas de todo el país!'*!, Podemos 
convenir, entonces, que el contexto de conflictividad social 
generalizada supo convertirse en un motor que potenció la praxis 
política (Sánchez Vázquez, 1980) de un gran segmento de periodistas 
del Alto Valle. 


El discurso neoliberal y la acción colectiva organizada 


Todo lo mencionado hasta aquí no es un fenómeno aislado de 


contexto, sino que está inserto en una sociedad capitalista con un 
discurso neoliberal preponderante que busca la “destrucción 
sistemática de los colectivos” (Bourdieu, 1997: 1), y si hablamos del 
sector trabajador de prensa, podemos pensarlo a partir de la 
individualización de las rutinas profesionales y las prácticas 
periodísticas! '”!, Las negociaciones individuales y todo ejercicio 
empresarial por desmantelar la organización trabajadora cosecha sus 
frutos en la consolidación de determinado sentido común, en la 
interpretación y en la comprensión de la realidad. Justamente, este 
discurso es considerado hegemónico en tanto sus efectos se 
encuentran “omnipresentes en las maneras de pensar y en las prácticas 
político-económicas” del capital (Coscia, 2020: 94). En este marco, el 
discurso opera entre las prácticas unilaterales del empresariado, que 
limitan las potenciales acciones de les periodistas en relación a su 
sueldo, o ciertas condiciones laborales, y al mismo tiempo, operan en 
detrimento de la imagen sindical: 


¿Las empresas qué hacen? Otorgan aumentos de forma unilateral a cuenta de 
futuros aumentos. Normalmente esos aumentos (a cuenta de futuros aumentos) 
suelen ser iguales, y en algunos casos superior, al aumento finalmente 
acordado. Entonces, ¿qué es lo que logran las empresas? “Que las empresas son 
mejores que los sindicatos porque dan más aumentos de lo que los sindicatos 
consiguen”. Este es el discurso, el mecanismo de discusión, que trasladan las 
empresas a los trabajadores, y nos dejan a nosotros como pésimos 
negociadores. (Flavio Ramírez). 


En esta línea, el discurso neoliberal también opera hábilmente 
cuando existe una diferencia entre el sentido común de quienes se 
posicionan por fuera, y de manera opuesta más que simpatizante, de 
la organización colectiva e institucionalizada del sindicato en relación 
a quienes sí mantienen esa autopercepción identitaria: 


El sindicato es la organización de los trabajadores en una... Justamente, una 
organización sindical que los representa; el gremio es la actividad. Estés 
afiliado a un sindicato o no estés afiliado a un sindicato, todos los que somos 
periodistas, somos del gremio de los periodistas (...). Tenés compañeros y 
compañeras que trabajan en espectáculos que se creen que son las modelos, los 
actores, los directores; les pasa mucho a los que están en deporte, y les pasa 
mucho más a los que están en el universo económico o en el universo político: 
como se codean con empresarios, como se codean con políticos de alto vuelo, 


con gobernadores y demás, ellos creen que están en esa lógica y que no son 
trabajadores asalariados. (Flavio Ramírez). 


Si bien en periodos de intensa conflictividad surgen acciones 
colectivas organizadas desde el núcleo asalariado periodístico, 
aquellas prácticas de negociación orientadas a les trabajadores de 
forma individual, sumado a los desgastes propios del conflicto de 
clases, desarticulan las prácticas de potencial consolidación de la 
acción colectiva y debilitan el modelo socialmente organizado: 


En general, cualquier reclamo que se puede hacer desde una organización 
hacia la empresa genera rechazo en un montón de compañeros y compañeras 
en las redacciones (...). Hace dos semanas nosotros tuvimos una audiencia 
paritaria, después tuvimos un plenario de Secretarios Generales, Gremiales y 
Delegados de Base de las redacciones de los sindicatos por la cuestión paritaria 
en los diarios. Teníamos que definir medidas de acciones de fuerza. 
Básicamente la pretensión que teníamos hace dos semanas atrás era hacer (el 
viernes pasado, el día del periodista, el siete de junio) una actividad nacional 
con un paro nacional de prensa. No lo pudimos hacer, ningún sindicato lo pudo 
hacer!101l (...) ¿Por qué? Porque ya vienen desgastados, porque les han 
descontado, porque los compañeros se sienten afuera, y porque hay un montón 
de compañeros que no quieren saber nada: porque tienen miedo, porque están 
hartos, porque les importa muy poco lo que les pase al resto de los 
compañeros, porque ellos acuerdan por su cuenta ¡Migajas! No importa, pero 
ellos acuerdan por su cuenta y creen que eso está bien. Que no sé si está bien o 
está mal, no lo puedo dimensionar, pero es lo que sucede. Y lo que 
finalmente... Cuando vos empezás a hacer una evaluación final, te das cuenta 
que no están negociando bien. (Flavio Ramirez). 


De esta manera, es notoria la importancia del reconocimiento de 
la propia identidad trabajadora, así como también la unidad 
asalariada, para fertilizar la fuerza de acción grupal y coordinada, que 
implica “una concertación de intereses y acciones de organización, 
reclamo y lucha” (Schleifer y Mazzoni, 2022: 1), pues las acciones 
exigen “cierta conciencia de un fin”, que está supeditado “al curso de 
la actividad misma” (Sánchez Vázquez, 1980: 266): 


Rápidamente nos reconocimos como trabajadores de prensa (...), por ahí antes 
el periodista era como algo... Está bien, tenemos relación con el intendente, 
con el gobernador, hablamos con los diputados, nos reciben y demás, y por ahí 
alguno se piensa que somos un poquito más, pero nosotros nos reconocemos 


primero que nada como trabajadores de prensa, y a partir de eso, 
reconociéndonos así, es que nos ha permitido hacernos fuertes. (Nelson 
Namuncurá). 


Este proceso de praxis política (Sánchez Vázquez, 1980) queda 
explícito en la conformación del Sindicato Único de Prensa de Río 
Negro, que nació de la fusión de tres organizaciones regionales y se 
transformó en un espacio de unidad provincial del trabajo de prensa 
en 2023: 


Esto nace porque nosotros teníamos el Sindicato de Trabajadores de Prensa de 
Viedma, estaba el sindicato en conformación del Alto Valle y estaba también el 
sindicato, o está, el de la zona andina, de Bariloche. Pero ninguno tenía 
inscripción gremial, si bien todos tienen mucho tiempo de trabajo, mucho 
tiempo de gente que venía de antes de nosotros, nadie había logrado la 
inscripción gremial. (...) Nos sugieren desde la Federación Argentina de 
Trabajadores de Prensa ¿por qué no unifican con Bariloche y con Alto Valle? 
Lo debatimos primero hacia adentro del Sindicato de Prensa de Viedma, 
consideramos que sí, que estaba buena la idea, que no teníamos inconveniente, 
que se podían mantener las estructuras (...) En un momento decidimos avanzar 
con Alto Valle, porque la zona andina no quería porque decían que podían 
llegar a perder identidad, cosa que nosotros no lo entendíamos así, sino que 
ganábamos en fuerza. En el 2023 hicimos un foro de trabajadores de prensa de 
la Patagonia (...) y pudimos hacer la Asamblea fundacional para el Sindicato 
Único de Prensa de Río Negro; nos dieron el aval para tener el pie en 
Bariloche, así que estábamos Viedma, Bariloche y Alto Valle (Nelson 
Namuncurá). 


Las percepciones y experiencias de los representantes sindicales 
de Neuquén y Río Negro dan cuenta del periodo complejo que 
atraviesa la asociación trabajadora en la región. En el trabajo 
periodístico se cubren constantemente las problemáticas de otros 
sectores productivos donde se presentan diversos procesos de praxis 
política de las correspondientes organizaciones sindicales, no obstante, 
dentro del gremio periodístico la imagen de unidad trabajadora bajo 
el formato sindical oscila entre la conciencia sobre las acciones 
grupales concretas y la alienación de la identidad asalariada que se 
aparta de ella. 


Conclusiones 


Hasta aquí hemos indagado de manera exploratoria sobre el trabajo 
periodístico desde su sujeto de acción, su organización colectiva y en 
relación con su entorno, es decir, el mercado laboral en el Alto Valle 
de Río Negro y Neuquén, una región considerada como periférica en 
su relación con el centro de producción nacional. 

El periodismo regional se enmarca en un contexto nacional de 
precarización laboral mediado por los procesos de convergencia 
profesional, tecnológica y empresarial. Es decir, quienes ejercen la 
profesión en la región comparten las características de les periodistas 
que radican su actividad en áreas más centrales, sin embargo esos 
mismos procesos son experimentados de manera distinta desde la 
periferia toda vez que se intensifican ciertas lógicas y se disputan más 
espacios productivos que presentan menor cantidad de ofertas 
laborales. Asimismo, pudimos indagar sobre la tensión existente entre 
les periodistas como un segmento de la masa asalariada y la 
agrupación sindical que la representa en el caso específico de esta 
región. 

Como práctica reflexiva, todo este proceso nos abre ciertos 
interrogantes de análisis a futuro en relación a los intersticios que se 
presentan en los procesos de praxis política en los sindicatos y las 
disputas que se manifiestan al interior de la profesión con las prácticas 
empresariales mediando la cotidianidad de sus vidas como 
trabajadores y trabajadoras. 
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15. Alonso (2020) realiza una distinción que nos interesa. El autor diferencia las 
rutinas profesionales bajo una perspectiva economicista, donde “están circunscritas 
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a una organización empresarial e institucional que negocia condiciones espaciales 
y temporales”; en cambio las prácticas periodísticas, desde una perspectiva 
culturalista, “dan cuenta de las decisiones de los periodistas por fuera de esos 
espacios y tiempos de trabajo, los intersticios donde es posible hacer periodismo 
por fuera de los acuerdos y disputas entre los trabajadores y sus empleadores” 
(Alonso, 2020: 6). « 

Si bien hubo actividades culturales organizadas por los sindicatos de base que 
conforman la Federación Argentina de Trabajadores de Prensa, no hubo una 
medida de lucha organizada a nivel nacional. El Sindicato de Prensa de Neuquén 
realizó un abrazo a Radio Nacional Neuquén FM 103.3 y a todos los medios 
públicos en defensa de la democracia y la libertad de expresión. En Viedma, el 
Sindicato Único de Prensa de Río Negro organizó un conversatorio para “fortalecer 
el ejercicio del oficio”, junto con el Departamento de Comunicación Social de la 
Fadecs-UNCo y la Secretaría General de la Federación Universitaria del Comahue. 
(FATPREN (2024, 6 de junio). 7 de junio: actividades en todo el país por el Día del 
Periodista. https: //bit.ly/4bfEzCO). « 


Programas sociales provinciales para 
desocupades en Río Negro 


Un marco teórico-metodológico para su abordaje 
Agustina Taboadal!! 


Introducción 


Este artículo representa un recorte de una investigación en curso cuyo 
objetivo general es conocer la relación entre el estado y el sector 
desocupado de la clase trabajadora en el Alto Valle de Río Negro. La 
misma forma parte del trabajo realizado en el proyecto de 
investigación “Conflictividad social, Estado y praxis en la 
Neoliberalización de la sociedad. Un análisis desde el alto valle de Río 
Negro”, en el que la desocupación se considera un eje de esta 
conflictividad. 

Tal como analizamos en este proyecto, la idea de 
neoliberalización (Harvey, 2007) permite pensar al neoliberalismo 
como un proceso de larga duración, sustentado sobre una 
modificación de las relaciones de fuerza y la construcción de 
legitimidad social en el plano del sentido común, logrando así un alto 
nivel de naturalización. En tanto teoría de prácticas político- 
económicas, el neoliberalismo se afirma en la idea de que el bienestar 
humano se consigue garantizando un marco institucional de derechos 
de propiedad privada, mercados y comercio liberalizados, que 
promovería el “libre desarrollo de las capacidades y libertades 
empresariales del individuo” (Harvey, 2007: 6). De este modo la 
igualdad neoliberal es la igualdad formal de la libre competencia. 

En un contexto de aumento de la desocupación estructural como 
un rasgo particular de este capitalismo neoliberal y de las 
características que asume la conflictividad contemporánea, nos 
interesamos por la forma que toman la acción estatal y 
particularmente las políticas públicas hacia la desocupación, en tanto 


observamos una proliferación de las mismas durante los últimos 30 
años. 

Particularmente en la provincia de Río Negro, la desocupación 
alcanza niveles similares a la subocupación, en una economía 
orientada al sector primario y al turismo, cuyas modalidades de 
empleo son estacionales o temporales (Dirección de Estadística y 
Censos de Río Negro, 2023: 3). Nuestro interés es indagar sobre los 
programas sociales como parte de las políticas públicas provinciales 
que abordan esta situación. 

Se comparte a continuación el marco teórico-metodológico que 
fundamenta el análisis de 4 programas sociales provinciales para 
desocupades!?! desde una perspectiva anclada en la conflictividad 
social. Para ello, se explicita la noción de Estado desde la cual 
partimos, se desarrolla la perspectiva de políticas públicas vinculada a 
la conflictividad social y la conceptualización del desempleo. Sobre la 
base de estos ejes, exponemos la propuesta metodológica con la cual 
analizaremos los programas sociales. Finalmente, compartimos 
reflexiones finales. 


Sobre el Estado en sentido ampliado 


Se entiende al Estado no como un árbitro neutral del conflicto social, 
ni como la administración burocrática de algunas funciones de la 
sociedad, sino fundamentalmente como un Estado de clase (O'Donnell, 
1978). Desde una mirada gramsciana pensamos en un Estado 
Ampliado “como el lugar donde la clase dominante se unifica y 
constituye para materializar su dominación no solamente mediante la 
fuerza, sino por medio de una complejidad de mecanismos que 
garantizan el consentimiento de las clases subalternas” (Thwaites Rey, 
2007: 133). La noción de Estado Ampliado nos permite problematizar 
la relación entre consenso y coerción, y la expresión de la dominación 
en la sociedad civil, en tanto en el Estado se expresan y materializan 
las relaciones de compromiso y de fuerza entre clases, en equilibrios 
inestables que determinan la posibilidad de difundir una visión de 
mundo acorde al régimen de dominación. La hegemonía, en su 
dimensión material, se realiza a nivel estructural sobre el conjunto de 
la sociedad, proceso en el que el grupo dirigente hace sacrificios 
económico-corporativos (Gramsci, 2004) en vistas de garantizarse el 


dominio y la dirección de la sociedad. La capacidad de ejercer esta 
supremacía hegemónica, y que los intereses de la clase dominante se 
expresen materialmente como los intereses de toda la sociedad, se 
vincula estrechamente a la posibilidad de que los sectores populares 
sean incorporados de algún modo a los beneficios del desarrollo 
económico. Este proceso se desenvuelve a través de disputas, tensiones 
y contradicciones que se expresan tanto en la estructura como en la 
superestructura. 

Nos proponemos analizar los programas sociales para 
desocupades, con sus diferencias y particularidades específicas, como 
expresión y materialización de las relaciones de fuerza entre las clases 
sociales. Indagándolos como un modo en el que la clase dominante 
realiza esos sacrificios económico-corporativos, a través de los cuales 
busca mantener su posición hegemónica y difundir su visión de 
mundo condensada en los diagnósticos, objetivos y propuestas de 
abordaje que estos programas presentan —y que logran así adquirir 
estatus de universal-estatal-. Nos interrogamos especialmente cómo y 
en qué medida los programas sociales aquí analizados cristalizan el 
conflicto social institucionalmente. 

En este sentido, tomamos de Gramsci las reflexiones respecto al 
Derecho como un elemento de la sociedad política que opera en la 
sociedad civil garantizando consenso para la subordinación (Gramsci, 
1978 cit. en Thwaites Rey, 2007). El Derecho así interpretado, cumple 
una función integrativo-educadora —además de represiva- que se 
articula con su efecto fetichizador que concibe ciudadanes 
formalmente libres e iguales, ocultando las diferencias materiales 
existentes (Thwaites Rey, 2007). En esta línea, observaremos los 
programas sociales para desocupades considerando su carácter 
normativo y, por lo tanto, prescriptivo y educativo a la vez, 
particularmente su capacidad de inscribir la conflictividad vinculada a 
la desocupación dentro de los marcos del Estado de un modo 
específico. 


Políticas públicas y conflictividad 


Desde una mirada procesual y dinámica, comprendemos!” que los 
procesos de elaboración y constitución de políticas públicas son de 
carácter abierto, no teleológicos, atravesados por luchas de poder; 


procesos contradictorios caracterizados principalmente por la 
conflictividad social (Mazzoni, 2017). 

En este sentido, las políticas públicas no pueden situarse en el 
ámbito privado ni en el gubernamental, sino que se sitúan en el 
espaciopúblico en el que confluyen múltiples sentidos, patrones de 
participación y de defensa de los intereses públicos, en condiciones 
materiales dentro de estructuras dadas (González Madrid, 1999). Este 
espacio público se constituye de relaciones de conflicto y no de 
cooperación, siendo el escenario en el que tiene lugar el debate y la 
disputa por las políticas públicas como “construcciones sociales 
concretas, que están orientadas a problemas que definen públicos 
concretos en situaciones concretas, los cuales son reconocidos y 
ordenados en el curso de trayectorias del conflicto o de la cooperación 
entre variados actores” (González Madrid, 1999: 30-31). 

Así, buscamos corrernos de interpretaciones que ponen el acento 
en su elaboración desde arriba por parte de las instituciones estatales 
como actores externos a la sociedad, y de miradas que ubican su 
origen desde abajo como mero resultado directo y mecánico de las 
demandas sociales hacia el Estado (González Madrid, 1999). 

Ahora bien, no perdemos de vista que “lo estatal opera 
institucionalizando espacios y formas de represión-concertación, y la 
eficacia de su poder reside en otorgarle validez normativa al orden 
social” (Mazzoni, 2015: 10). Es decir, este debate por las políticas 
públicas no se da en el aire ni entre actores sociales iguales en términos 
de relaciones de poder. Por ello, en nuestro análisis, inscribimos el 
proceso de elaboración de políticas públicas en el proceso más amplio 
de construcción y disputa hegemónica, recuperando una visión 
ampliada de políticas públicas. Como formas específicas de 
organización del conflicto, expresan y condensan, de manera concreta 
y específica, las disputas de poder en un momento dado'”!. 

Entonces, si el Estado “se materializa en acciones, decisiones, 
movilización de recursos e interrelaciones” (Ciolli, 2019: 65), que 
expresan y reproducen ellas mismas las contradicciones, 
incongruencias y rupturas de la vida social, nuestro interés se centra 
en rastrear las huellas de la conflictividad social, objetivada en estas 
acciones, decisiones y recursos, organizados en instrumentos 
normativos como son los programas sociales. Analizaremos los mismos 
tomándolos como unidades de observación de la objetivación del 


Estado y la conflictividad social que los constituye. 


El problema de la desocupación es el problema del trabajo 
(explotado) 


En el marco de esta investigación, entendemos la desocupación como 
un proceso de carácter estructural propio del sistema capitalista a 
escala mundial y la relación de explotación entre el capital y el trabajo 
(Marx, [1867] 2004)'”!. Por ello, no la consideramos un problema 
individual de falta de esfuerzo ni resultado de una crisis de la cultura 
del trabajo'”!, miradas neoliberales que respaldan la tesis del 
desempleo voluntario. Tampoco consideramos que sea consecuencia 
del avance del mercado sobre la sociedad y un Estado ausente 
producto de medidas neoliberales, como consideran las tesis 
keynesianas-reformistas. Advertimos que, en una sociedad capitalista, 
es la condición de explotación la que explica las características que 
asumen el empleo y el desempleo. 

En este sentido, tomamos distancia de perspectivas que plantean a 
les desocupades como una clase social diferenciada de la clase 
trabajadora, nos referimos principalmente a la línea de análisis de 
Gorz (1982) de una no-clase de los no-trabajadores y la idea del fin de la 
sociedad del trabajo (Gorz, 1980, 1998), reactualizada de algún modo 
posteriormente por Standing (2011) con la idea del precariado'”.. 
Entendemos que estas perspectivas reproducen una visión 
fragmentaria y esencialista de les desocupades como una clase en sí 
misma, corriendo el eje de análisis y problematización de la relación 
de explotación y la condición del trabajo en el capitalismo —en tanto 
proceso global que involucra la desocupación'*!-, acarreando 
consecuencias teóricas y políticas para el análisis de la conflictividad 
social y de las posibilidades de transformación de la sociedad 
capitalista. 

Optamos por hablar de sector desocupado de la clase trabajadora 
(o bien desocupades), buscando restituir el lugar protagónico de la 
explotación del trabajo por el capital y no sustancializar la condición 
de desocupación. Comprendiendo que estamos ante un antagonismo 
del capital social total y la totalidad del trabajo (Mészarós, 1987 cit. en 
Antunes, 1999), es decir, consideramos a la clase trabajadora como el 
conjunto de quienes dependen de la venta de su fuerza de trabajo, 


como la clase-que-vive-del-trabajo (Antunes, 1999). 

Finalmente, asumimos que el capitalismo globalizado se expresa 
de modo específico en Latinoamérica a través de la superexplotación 
del trabajo (Marini, 2007) mediante la extensión del desempleo 
estructural, el crecimiento de la masa de trabajadores excedentes y la 
agudización de la pauperización del trabajo bajo diversas modalidades 
de precarización y flexibilización laboral. Desde una reflexión situada 
territorial e históricamente, observamos que el desempleo en las 
economías dependientes es correlativo con la forma concreta de 
participación subordinada de Latinoamérica en el sistema económico 
mundial. Por ello decimos que la  clase-que-vive-del-trabajo en 
Latinoamérica lo hace en condiciones particulares. 

La desocupación, entonces, no se trata de una falencia, una 
ausencia o una insuficiencia, sino de un modo, históricamente situado, 
de expresión de una relación social de explotación. Importa explicitar 
esto en tanto y en cuanto buscamos tensionar el análisis de aquellas 
políticas públicas dirigidas a mejorar la situación de les desocupades a 
través del esfuerzo personal, la capacitación o el emprendedurismo sin 
más!”. 


¿Por qué programas sociales provinciales para desocupades? 


Para la construcción  teórico-metodológica''”!, partimos de 
comprender que la escisión analítica condiciones de vida-condiciones 
de trabajo impacta en la fragmentación de la cuestión social, 
particularizando la conflictividad en problemas sociales por los que se 
disputa su enunciación (Ciolli, 2009), proliferando interpretaciones 
parciales y abordajes focalizados mediante políticas orientadas a 
atender separadamente la pobreza, la salud, la educación, etc. Buscamos 
escapar a esta parcelación, por ello, todo el esfuerzo teórico y 
metodológico está centrado en restituir la dimensión socio-histórica 
que hace de los programas sociales provinciales para desocupades una 
expresión concreta del conflicto social y como tales, un recorte 
(analítico y metodológico, teórico y político) dentro del universo más 
amplio de las políticas públicas que se vinculan con la desocupación. 
Por ello, una primera cuestión es explicitar la limitación que implican 
los programas sociales respecto a su alcance, así como la centralidad de 
partir de esta crítica para su análisis. 


Cuando decimos programas sociales provinciales para desocupades 
nos referimos a aquellos instrumentos normativos que definen 
acciones estatales orientadas a reparar, vía asignación de recursos 
monetarios individuales o colectivos, financiamiento o capacitación, a 
personas o grupos desocupados. No serán analizadas en el marco de 
esta investigación, otras políticas públicas que se vinculan con la 
desocupación ni otros programas sociales que abordan otros problemas 
sociales. 

Decidimos provisoriamente utilizar esta categoría enfatizando el 
propósito de realizar un análisis en sentido programático, explorando 
el concepto de programasocial desde una interpretación más teórico- 
política que operacional. Nos distanciamos por ello del concepto de 
Programa de Transferencia Condicionada y las diversas nomenclaturas 
derivadas (Cena, 2016) debido a su pretensión descriptiva y general 
(que incluye dimensiones que aquí no son retomadas). 

Nos interesa indagar en la cristalización estatal de la conflictividad 
en torno a la desocupación, motivo por el cual elegimos los programas 
sociales provinciales para desocupades en tanto modo estatal de 
abordar la problemática, y no otros modos posibles, como pueden ser 
los ensayados por organizaciones sociales'''!, 

Nos concentramos en indagar sobre este proceso en Río Negro, 
buscando las especificidades de la dimensión provincial al mismo 
tiempo que analizándola históricamente en el largo plazo (explorando 
continuidades y rupturas). ¿Qué nos dicen estos programas respecto a 
la neoliberalización a nivel provincial, a la estatalidad rionegrina, a la 
conflictividad en torno a la desocupación regional?!'?! Estos 
interrogantes motorizan nuestra investigación y delimitan el recorte 
empírico al nivel provincial, dejando por fuera aquellos dependientes 
de niveles municipales o nacionales que se despliegan en Río Negro. 

El análisis documental (Sautu, 2005) de los programas sociales 
provinciales para desocupades será un eje central, considerándolos 
unidades de observación de la objetivación de la conflictividad 
provincial en torno a la desocupación. Los decretos, leyes y 
reglamentaciones de los programas serán examinados en cuanto a su 
función integrativo-educadora y prescriptiva. Esto se complementará 
con un trabajo de campo mediante entrevistas en profundidad 
(Vargas-Jiménez, 2012) buscando recoger la multiplicidad de 
interpretaciones a través de informantes elegides de forma 


intencional, dinámica y secuencial (Rodríguez Gómez, Gil Flores y 
García Jiménez, 1999). 

Planteamos un estudio de abordaje cualitativo, en tanto nos 
permitirá comprender la realidad de manera holística, como totalidad 
compleja, describiendo y reconstruyendo los procesos en una 
vinculación constante dato-teoría (Sautu, 2005). 

Optamos por un diseño de tipo flexible (Vasilachis de Giardino, 
2006) que, sin perder la rigurosidad y la coherencia, incorpore los 
hallazgos e imprevistos del proceso investigativo enriqueciendo las 
preguntas y usando técnicas de construcción de datos que permitan 
elaboraciones conceptuales menos rígidas, con atención a lo que 
ocurra en el campo de investigación. 

Proponemos un esquema de investigación que será descriptivo- 
explicativo. Descriptivo dado que buscamos profundizar en este 
estudio como parte de un proceso histórico más general, procurando 
dar cuenta de lo que sucede de manera situada y desde una 
interpretación construida metodológica y teóricamente. Explicativo 
dado que el objetivo es asimismo comprender este proceso en su 
particularidad y profundidad, proponiendo hipótesis e 
interpretaciones respecto de las relaciones entre variables en una 
situación construida como problemática. 


Palabras finales. Ocuparse de la desocupación 


A más de 40 años de vigencia del neoliberalismo a escala mundial, no 
podemos más que interrogarnos respecto a su cristalización en 
instituciones y prácticas sociales. La neoliberalización de la sociedad 
alcanza tanto los imaginarios desde los cuales se piensa la realidad, 
como las formas estatales que se desarrollan históricamente. La 
desocupación estructural como fenómeno propio de este capitalismo 
neoliberal es una de sus múltiples expresiones, en estrecha relación 
con la superexplotación del trabajo en las economías dependientes. En 
la intersección de estas dinámicas situamos nuestros interrogantes. 

La proliferación, en diversos países y en diferentes niveles del 
Estado, de programas sociales para desocupades cuyas propuestas 
están centradas en el emprendedurismo, en la individualización de la 
desocupación, en la formación técnica desde la perspectiva del capital 
humano, impulsan nuestro interés por analizar esta problemática. Río 


Negro como una economía con alta presencia de trabajo temporal 
presenta particularidades deben ser indagadas con rigurosidad y 
profundidad, a fines de comprender qué y cómo están tomando forma 
estas instituciones y prácticas. 

La igualdad neoliberal de la libre competencia invisibiliza las 
condiciones materiales concretas donde las problemáticas sociales 
tienen lugar y por lo tanto las des-historiza. La reproducción de la 
escisión público-privado enfatiza la responsabilidad individual (en 
términos de obligación o culpa) ante estos problemas sociales, 
dificultando un enfoque no-fetichizador. Comprender la desocupación 
como un fenómeno estructural y característico del modo de 
producción capitalista es vital para situar la mirada al momento de 
analizarla. Entender al sector desocupado como parte de -y no como 
escisión de- la clase trabajadora es el punto de partida de este análisis 
que busca reconstruir eso que se presenta disperso y caótico en la 
totalidad concreta que es la realidad. 

De aquí nuestra obstinación por restituir la conflictividad 
interpretando las políticas públicas en un sentido de disputa 
hegemónica, considerando sus contradicciones, incongruencias, 
rupturas, en tanto formas específicas de organización del conflicto. 
Nos interesa rastrear en las políticas públicas las huellas de esta 
conflictividad, cristalizada, objetivada en instrumentos normativos, 
como los programas sociales, en tanto unidades de observación de esta 
objetivación, considerando también su aspecto normativo —y, por lo 
tanto, prescriptivo y educativo-—. 

Conocer y comprender este proceso en la provincia de Río Negro, 
buscando las especificidades de la dimensión provincial al mismo 
tiempo que analizándola históricamente en términos de proceso de 
largo plazo (con continuidades y rupturas) será el desafío a afrontar. 
En un contexto de profundización del desempleo y de la precarización 
de la vida, encontramos aquí interrogantes necesarios y urgentes. 


Bibliografía 


Antunes, R. (1999). ¿Adiós al trabajo? Ensayo sobre las metamorfosis y el 
rol central del mundo del trabajo. Buenos Aires: Herramienta— 
Antídoto. Recuperado de: https://bit.ly/4b7Mbr2 

Cena, R. (2016). Programas de transferencias Condicionadas de 


Ingresos: hacia una problematización teórica a partir del caso 
latinoamericano. En: A. De Sena (Dir.) Del Ingreso Universal a las 
transferencias condicionadas, itinerarios sinuosos (pp. 115-138). 
Buenos Aires: Estudios Sociológicos Editora. Recuperado de: 
https: //bit.1ly/4cr3XXg 

Ciolli, V. (2009). Estado y luchas de clase: una aproximación desde la 
política social en la Argentina neoliberal. Herramienta [online], N* 
42. Recuperado de: https: //bit.ly/4ellQai 

Ciolli, V. (2019). El papel del Banco Interamericano de Desarrollo en 
el diseño de las políticas sociales en Argentina 2003-2009: estudio 
comparado entre el ciclo de programas sociales financiados por el 
BID y el Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social Manos 
a la Obra del Ministerio de Desarrollo Social. Recuperado de: 
https: //bit.ly/4c7m30G 

Comisión Económica Para América Latina y el Caribe (2011). 
Programas de transferencias condicionadas: balance de la experiencia 
reciente en América Latina y el Caribe. Recuperado de: https:// 
bit.ly/4edeOFX 

Decreto provincial n” 200 Programa Rionegrino de Inserción Laboral. 
Firmado el 20-03-2018. Publicado en el Boletín Oficial Provincial N* 
5661 pág.1. https://b.link/3p1obib1 

Dirección de Estadística y Censos de Río Negro. marzo de 2024, 
Indicadores laborales III trimestre de 2023. Recuperado de: https:// 
bit.ly/4el3kjK 

González Madrid, M. (1999). ¿A qué llamamos políticas públicas? En: 
Revista Virtual Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades 
[online)$, n*46. Recuperado de: https: //b.link/yi8fnaps 

Gorz, A. (1982). Adiós al proletariado. Más allá del socialismo. 
Barcelona. El viejo topo. 

Gorz, A. (1998). Miserias del presente. Riqueza de lo posible. Barcelona. 
Editorial Paidós 

Gramsci, A. (2004). Algunos aspectos teóricos y prácticos del 
economicismo; en Antología, Selección, traducción y notas de 
Sacristán Manuel, Bs. As. S. XXI, 400-409. 

Harvey, D. (2007). Breve historia del neoliberalismo. Buenos Aires. Akal. 

Marini, R. M. (2007). Proceso y tendencias de la globalización 
capitalista. En: Marini, Ruy Mauro. América Latina dependencia y 
globalización. Buenos Aires, Clacso-Prometeo Libros. 


Marticorena, C. (2014). Trabajo y negociación colectiva. Los trabajadores 
en la industria argentina, de los noventa a la posconvertibilidad. Buenos 
Aires; Imago Mundi. 

Marx, K. ([1857-1858] 1971). Elementos Fundamentales para la Crítica 
de la Economía Política (Grundrisse). México: Siglo XXI. 

Marx, K. ([1867] 2004). El Capital. Tomo 1, Volumen 3. Buenos Aires: 
Siglo XXI. 

Mazzoni, M. (2015). Luchas y políticas públicas. I Congreso 
Latinoamericano de Teoría Social. Universidad de Buenos Aires. 
Recuperado de: https: //bit.1y/4elsIG8 

Mazzoni, M. (2017) Estado, conflictividad social y nuevas 
urbanizaciones. El caso del Corredor Viterbori. (En)clave Comahue 
[online], N* 23. Recuperado de: https: //bit.ly/3z29YR38 

Mazzoni, M. (Comp). (2019). Conflictividad social, Estado y políticas 
públicas en el Alto Valle. General Roca: PubliFadecs. 

Mazzeo, M. y Stratta, F. (25 de julio de 2022) ¿Qué es la economía 
popular? Experiencias, voces y debates. Recuperado de: https:// 
bit.ly/3KDbUg7 

Neffa, J. C. (2022). Un cambio sustancial: Del proletariado al 
precariado. En: Trabalho, precarizacáo e resistencias. Universidade 
Federal do Maranháo, 25-74. 

O'Donnell, G. (1978). Apuntes para una teoría del Estado. Revista 
Mexicana de Sociología, Vol. 40, N'"4  (octubre-diciembre), 
1157-1199, 

Pacheco, M. (29 de julio de 2020). El precariado en acción. Acerca de 
la Economía Popular. Ignorantes. Recuperado de Revista Ignorantes. 
Recuperado de: https: //bit.ly/3KEeiTB 

Pérsico, E. y Grabois, J. (2014). Organización y economía popular: 
nuestra realidad, la ed., Ciudad Autónoma de Buenos Aires, CTEP — 
Asociación Civil de los Trabajadores de la Economía Popular. 
Recuperado de: https: //b.link/tuse51g1 

Rodriguez Gómez, G.; Gil Flores, J. y García Jiménez, E. (1999). Cap. 
5: Definición del problema y acceso al campo. En: Metodología de la 
investigación cualitativa (pp. 101-103). Málaga: Aljibe 

Standing, G. (2011). El precariado. Una nueva clase social. Barcelona: 
Editorial Pasado y Presente. 

Sautu, R. (2005). Todo es teoría. Objetivos y métodos de investigación. 
Buenos Aires: Lumiere. 


Taboada, A. (2022). Políticas Públicas hacia el sector desocupado en 
el Alto Valle de Río Negro. En Actas deXI Jornadas de Sociología de la 
Universidad Nacional de la Plata, 5 al 7 de diciembre, Facultad de 
Humanidades y Ciencias de la Educación, Universidad Nacional de 
La Plata. Recuperado de: https: //bit.ly/3XD04dJ 

Thwaites Rey, M. (2007). Estado y Marxismo, un siglo y medio de 
debates; Buenos Aires: Prometeo. 

Vargas-Jiménez, I (2012). La entrevista en la investigación 
cualitativa: nuevas tendencias y retos. En Calidad en la Educación 
Superior [online] Universidad Estatal a Distancia, Costa Rica. 
Recuperado de: https: //b.link/1yorwcpz 

Vasilachis de Gialdino, 1. (Coord). (2006). Estrategias de investigación 
cualitativa. Barcelona: Gedisa. 


pun 


. Estudiante de Sociología y becaria del Consejo Interuniversitario Nacional. « 

2. Los programas bajo análisis son el Fondo Solidario de Asistencia a Desocupados 
(1998), Programa de Capacitación Laboral Emprender (2005), Programa de 
Desarrollo Local (2006) y Programa Rionegrino de Inserción Laboral (2018), todos 
dependientes del actual Ministerio de Desarrollo Humano, Deporte y Cultura de la 
provincia de Río Negro (Taboada, 2022). « 

3. En continuidad con el trabajo realizado en el marco del proyecto “Conflictividad 
social, Estado y políticas públicas en el Alto Valle de Río Negro (2007-2015)” 
(Mazzoni et al., 2019). « 

4.Lo cual “no significa que sean un reflejo automático [énfasis agregado] del 
momento político de las relaciones sociales capitalistas dadas” (Ciolli, 2019: 65). « 

5. No es objeto de este artículo ahondar en los debates en torno a la 
conceptualización de Marx de la desocupación, sino retomar la perspectiva de la 
misma como una condición propia y necesaria del capitalismo como modo de 
producción. « 

6. Caracterización presente en la fundamentación del Programa Rionegrino de 
Inserción Laboral (decreto provincial n” 200/2018). « 

7. A nivel local, en el ámbito teórico/académico este concepto ha sido retomado y 
reinterpretado. Encontramos los análisis de Neffa (2022) relacionados al mercado 
de trabajo neoliberal; por otro lado, Mazzeo y Strata (2022) vinculan la categoría 
de precariado con una propuesta de Economía Popular y Pacheco (2020) propone 
la noción de Precariado en Acción “en clave política” como sujeto político. Fuera 
del ámbito académico, esta perspectiva está presente en el espacio que hoy 
conforma la Unión de Trabajadores de la Economía Popular (U.T.E.P.), véase 
Pérsico y Grabois (2014). « 

8. Ocurre lo mismo con la precariedad laboral, tomada como condición separada del 
trabajo no precario en tanto punto de comparación abstracto, perdiendo de vista el 
carácter histórico y de totalidad del proceso: hablamos de explotación como una 
relación social que estructura la sociedad capitalista y que adopta formas diversas 
(y sus combinaciones), trabajo formal, polivalencia, trabajo flexibilizado en 
horarios, trabajo informal o bien desocupación (Marticorena, 2014: 36-37). « 

9. Como ejemplo considérese que en la provincia de Río Negro el programa 
provincial privilegiado gubernamentalmente lleva el nombre “Emprender”. Ver 
Taboada, 2022. « 

10. Seguimos a Sautu (2005) en el hecho de que toda definición metodológica es 
también y necesariamente teórica. « 
11. Más allá de considerar que ambos modos se encuentran vinculados en un sentido 


12. 


histórico y político, no es objeto de este artículo profundizar en este análisis. « 

A modo de ejemplo: en base a la información disponible y el relevamiento 
realizado en el marco de esta investigación, los programas sociales para 
desocupades dependientes de la provincia de Río Negro se encuentran bajo la 
órbita del actual Ministerio de Desarrollo Humano, Deporte y Cultura, elemento 
central para analizar cómo se expresa esta problemática a nivel estatal (Taboada, 
2022). « 


Procesos de legitimación/ 
deslegitimación del derecho al aborto 


Información y discursos sobre la Ley de Interrupción Voluntaria del 
Embarazo (IVE) en redes sociales virtuales de instituciones de salud 
pública de las provincias de Río Negro y Neuquén (2021-2023) 

M. Valeria Albardonedo!!'| 


Introducción 


La relación entre procesos de legitimación/deslegitimación del 
derecho al aborto luego de la sanción de la Ley de Interrupción 
Voluntaria del Embarazo N* 27610 —en adelante IVE—en Argentina y 
la circulación de discursos e información en redes sociales virtuales de 
hospitales públicos, se construye como un interrogante guiado por 
inquietudes epistémicas, éticas y políticas, en el que se implican ejes 
problematizadores múltiples. 

El objetivo del presente trabajo es contextualizar la problemática 
y desarrollar un diálogo teórico e histórico que explicite dichos ejes 
para visibilizar a partir de los mismos, núcleos de conflictividad para 
la implementación de la TVE en instituciones de salud pública. 

Los ejes mencionados configuran un abordaje complejo, 
constitutivo de la problematización del tema. Se parte de considerar 
que la complejidad como característica de los problemas sociales de la 
modernidad tardía, implica una serie de  entrelazamientos 
conformados por escalas temporales, niveles provinciales, regionales, 
nacionales y globales y también perspectivas que involucran puntos de 
vista de distintos actores sociales (Rodriguez Zoya, 2019). 

Por su parte, la conflictividad se caracteriza por su 
multidimensionalidad, multicausalidad, latencia e historicidad. 
Expresa además, contradicciones propias de la dinámica social que se 
muestran en las relaciones entre grupos sociales (Sarti Castañeda y 
Aguilar Umaña, 2006). 


El abordaje de la información y los discursos sobre la IVE en redes 
sociales virtuales de instituciones de salud pública en las provincias de 
Río Negro y Neuquén se enuncia como tema/ problema que encuentra 
plena pertinencia en el campo comunicación y salud. Campo cuyo 
estatuto se expresa transversalmente en lo epistémico, lo ético y lo 
pragmático desde coordenadas de heterogeneidad y complejidad 
(Petracci y Rodriguez Zoya, 2020). Expresadas en la praxis del campo, 
dichas coordenadas se concretan en un “entramado de miradas, 
abordajes, prácticas de investigación e intervención; debates, tomas de 
decisión y estrategias que convocan y remiten simultáneamente a la 
comunicación y a la salud” (Petracci y Rodriguez Zoya, 2020: 6). 

En este caso, la historia del aborto en nuestro país, las coyunturas 
del debate público, los antecedentes en los sistemas de salud, las voces 
referentes de la información científico-médica y política, a lo que se 
suma la emergencia y consecuente aceleración de la digitalización de 
las prácticas de salud como prácticas sociales, configuran una trama 
compleja. Trama que se anuda en un ejercicio de pensamiento 
doblemente trazado por lo científico y lo político, principalmente 
porque la motivación ulterior del tema/ problema planteado se 
construye en relación a la pregunta por la apropiación social del 
derecho al aborto. 

En lo que sigue, se explicita y fundamenta la periodización y el 
contexto elegido para llevar adelante la investigación; así mismo se 
reseñan iniciativas y noticias que construyen la problemática. En los 
apartados posteriores, se desarrollan los ejes de diálogo constitutivos 
de la problematización. Inicialmente, se presentan las coordenadas 
epistémicas sobre el poder y las formas reticulares que asume en la 
institución médica para conformar un régimen político-discursivo que 
subsiste hasta nuestros días. Régimen que incide materialmente en el 
abordaje comunicacional de la IVE. 

En segundo lugar, se realiza un recorrido histórico que expone la 
ética de las luchas con la que el aborto se construyó como derecho en 
nuestro país. En dicha construcción, se esclarecen conflictividades y 
vaivenes propios de los procesos de legitimación/ deslegitimación. 

Las inquietudes de índole pragmática se despliegan en el tercer 
apartado a partir de las reflexiones sobre la implementación de la IVE. 
El énfasis sobre la dimensión comunicacional de la misma resulta 
indisociable de la E-health/E-salud como práctica que emerge y se 


acelera en la coyuntura que marcó la pandemia por COVID-19. 
Coyuntura en la que el aborto se consagró como ley. En ese sentido, se 
definen los alcances de la práctica, los intereses y debates que concita 
y su relación con la salud sexual. 

Finalmente, el trabajo repasa los principales argumentos de los 
ejes problematizadores para fortalecer supuestos de partida y núcleos 
de conflictividad de cara a la futura investigación. 


Periodización, contexto y antecedentes 


Tanto el recorte temporal como el contexto geopolítico seleccionados 
inscriben histórica y críticamente el tema. El período estudiado se 
prioriza en función de la primera etapa de implementación de la ley 
que fue promulgada el 14 de enero de 2021, cuando aún regían en el 
país medidas preventivas en función del avance de la pandemia por 
COVID-19. 

La interrupción voluntaria del embarazo se convirtió en derecho 
en una coyuntura inédita que alteró globalmente las relaciones 
humanas, los modos de trabajo, educación, cuidado y atención de la 
salud, atravesados fuertemente por los procesos de digitalización 
(Albardonedo y Petracci; 2021). En ese sentido, la puesta en marcha 
de la ley IVE estuvo signada por la mediación virtual ya sea para la 
capacitación específica de equipos de salud, como para la producción 
de campañas, creación y circulación de materiales que se ejecutaron 
desde el nivel central para su difusión a nivel nacional. Así, la 
dimensión comunicacional/ digital en la política de implementación 
fue condicionada por criterios de urgencia impuestos por las 
circunstancias. Criterios que jerarquizaron inicialmente la producción 
de piezas y materiales para difundir a través de redes sociales 
(Ministerio de Salud, 2022). 

Desde el primer año de la puesta en marcha de la ley, en 2021, 
existen iniciativas de monitoreo sobre la accesibilidad al derecho 
plasmadas en distintos informes producidos por centros de 
investigación y organizaciones de derechos humanos. Entre ellas se 
destacan dos que cabe referenciar: el Proyecto Mirar, una iniciativa 
del Centro de Estudios de Estado y Sociedad (CEDES) conjuntamente 
con Ibis Reproductive Health'”! y las acciones de abogacía respecto del 
acceso a la información sobre derechos sexuales y reproductivos como 


derecho humano que desarrolló Amnistía Internacional Argentina. 
Ambas iniciativas llevaron adelante relevamientos en todo el país para 
sistematizar logros y debilidades en la implementación de la IVE. Los 
informes producidos por esos dos proyectos observan y evidencian 
déficits en el acceso a la información en efectores de salud, casos de 
información denegada e indicaciones incorrectas. Incluso, han 
definido la difusión del derecho como una “deuda de la política 
pública a finales de su segundo año de implementación” (Ramos, et 
al., 2022: 20). 

La decisión de acotar la investigación al 28 de septiembre de 
2023, se fundamenta en la efeméride por el día de Acción Global por 
el Acceso al Aborto Legal, Seguro y Gratuito que tomó un cariz 
particular dado el contexto electoral en el que se encontraba inmerso 
el país. Marchas y movilizaciones convocadas por organizaciones de 
mujeres, multisectoriales, colectivas y coaliciones integradas por 
feminismos y disidencias poblaron las calles en estado de alerta ante 
el avance de posiciones ultraderechistas y conservadoras encarnadas 
en uno de los candidatos presidenciales fuertemente legitimado a 
partir de su triunfo en las elecciones primarias, abiertas, simultáneas y 
obligatorias (PASO), en agosto de 2023. Javier Milei —quien a partir 
del 10 de diciembre de 2023 asumió la presidencia de la nación— 
postuló públicamente aún como candidato por el partido La Libertad 
Avanza la posibilidad de “plebiscitar el aborto” y cuestionó la 
implementación a través de argumentos morales (Diario Ámbito 
Financiero; 15 de agosto de 2023). 

En cuanto al contexto, cabe destacar que las provincias de Río 
Negro y Neuquén albergan una trayectoria en materia de leyes y 
activismo en torno a los derechos sexuales y reproductivos (Petracci y 
Pecheny, 2007). Ambas tuvieron leyes pioneras para la creación de 
programas provinciales referidos a salud reproductiva y salud sexual 
entre 1993 y 1997, normas que resultaron antecedentes al Programa 
Nacional de salud Sexual y Procreación Responsable originalmente 
reglamentado en 2002. Específicamente, en relación a interrupción del 
embarazo, la provincia de Río Negro presentó ya en 2005 un proyecto 
de ley de atención sanitaria de abortos no punibles. Luego en 2010 se 
establece la “Guía de Atención Integral de los Abortos no punibles” de 
aplicación en la provincia. (Ley 4796. Resolución 1184/2010. Boletín 
oficial). Neuquén por su parte, emitió en 2007 la resolución 


ministerial 1380, por la que se reglamentó el procedimiento para la 
atención profesional frente a las solicitudes de prácticas de aborto no 
punible. 

Otra arista a considerar es la cercanía y la interacción de ambos 
sistemas de salud provinciales con la colectiva feminista la Revuelta, 
reconocida por su militancia en torno al derecho al aborto desde hace 
más de dos décadas y fundadora de las redes de socorristas!”! a nivel 
nacional, que luego se extendieron a varios países latinoamericanos. 
En este sentido, cabe destacar que la trayectoria y el activismo de 
alcance continental de las redes feministas, caracterizan a la región 
como parte del entramado federal de impacto decisivo en el proceso 
de conquista de la legalidad del aborto en Argentina. 

No obstante, la brecha en la accesibilidad al derecho, se advierte 
en los servicios de salud pública provinciales hasta el período en 
estudio. En efecto, la cobertura mediática sobre la implementación de 
la IVE en la región, enfatiza la desigualdad en la aplicación de la ley 
dentro de ambas provincias incluso en una misma ciudad. En ese 
diagnóstico, referentes nacionales, provinciales y líderes del 
movimiento socorrista entrevistadas, también asumen la comunicación 
del derecho como un “tema crítico”, como una “deuda a nivel 
nacional” que “también se replica en las provincias” (Diario Río Negro, 
5 de junio de 2023). 


Salud, estado, sexualidad y medicina: dispositivos, normalización 
y saberes a interpelar 


En cuanto a las inquietudes epistémicas surge principalmente, la 
trascendencia del dominio simbólico-social de la medicina y las 
instituciones de salud. En relación al dominio en cuestión, el ejercicio 
recae sobre la reflexión en torno a los micropoderes que se expresan 
discursivamente y materializan un conjunto de prácticas 
normalizadoras. 

Las raíces del dominio al que se ha hecho referencia se originan a 
principios del siglo XIX con la “medicina social” (Foucault, 1996) que 
comenzó a consolidarse como “tecnología del cuerpo social” 
(Foucault, 1996: 87) con el propósito de controlar y disponer los 
cuerpos para el orden social capitalista. Se parte de considerar al peso 
del dominio para producir subjetividad y de esta manera, “contribuir a 


la normalización de la maternidad como marca fundante de la 
subjetividad femenina” (Jaureguiberri y Farré, 2020: 184). 

En este sentido, el saber bio-médico y sus instituciones se 
comprenden como parte sustantiva de un régimen fundante de modos 
de existencia que, basados fuertemente en la diferencia sexual, han 
consolidado constructos de subjetividad en los que la reproducción 
sexual continúa organizando los significados sociales de la sexualidad. 

En este proceso de consolidación, el surgimiento de la biopolítica 
como forma de poder y tecnología de gobierno (Foucault, 1974) 
permite comprender el modo en que se vinculan racionalidades 
políticas y médicas para “forjar un orden moral específico” (Estrada 
Mesa, 2015: 243) que sostiene la estatalidad. 


La medicina obtiene un carácter de salvación en la medida en que debe aliviar 
los sufrimientos corpóreos de la sociedad y, además, porque es quien 
establecerá cuáles son las acciones correctas e incorrectas a llevar a cabo en 
función de la ampliación de la salud. La salud sustituye así a la salvación. Los 
médicos asumen el papel de sacerdotes ya que conocen mejor a nuestros 
cuerpos que nosotros mismos. De allí que, Foucault sostenga que el médico se 
ha vuelto un “consejero y un experto” al indicarle a la sociedad los modos de 
vida correctos para su pleno desarrollo (Andrada, 2022: 5) 


Así, la sexualidad como conjunto de prácticas, discursos, actitudes 
del orden del deseo instituyentes de la subjetividad pero también 
como dispositivo de control biopolítico anclado en las instituciones de 
salud, juega en la disputa de sentidos de la existencia humana. Como 
efecto de dicho dispositivo, la “salud sexual” se configura como objeto 
de intervención ligada a un modo de ser que se acentúa a través del 
campo discursivo homónimo. La medicalización de la sexualidad es 
constitutiva de dicho campo discursivo dado que ha producido un 
saber-poder sobre los cuerpos materializado en distintas políticas y 
prácticas de salud. El enfoque materno-infantil que impregna hasta la 
actualidad estructuras de asistencia y atención en la política de salud 
es un producto ejemplificador de dicha materialización. 

Los discursos que se producen, reproducen y entran en disputa en 
el campo discursivo de la salud sexual, hacen a la subjetivación y en 
esa dinámica conforman el género, el tratamiento de los cuerpos y la 
diferencia sexual (Jaureguiberri y Farré, 2020). Lo que puede 
enunciarse y lo que no puede enunciarse en las instituciones de salud 


obedece a las dinámicas que permanecen silenciadas de modo tácito 
hasta que un desplazamiento del orden social inscripto y en dialéctica 
con los dispositivos de saber/poder, ocurre. El caso de la IVE, es 
representativo de dicho desplazamiento y revelador de los modos en 
los que se imbrican dichos dispositivos con procesos de subjetivación 
sexo-genéricos. 

Para esclarecer los modos en que la relación entre los dispositivos 
construye sentidos dominantes respecto de los cuerpos de las mujeres 
a través del campo discursivo de la salud sexual, cabe citar el 
concepto de formación discursiva. El mismo refiere a “todo sistema de 
reglas que fundamenta la unidad de un conjunto de enunciados socio- 
históricamente circunscriptos” (Maingueneau 1996: 52). El mismo 
autor enfatiza sobre la regulación que produce la formación discursiva 
en términos de lo decible, lo que se puede decir y consecuentemente 
lo que se vuelve accesible y delimita una identidad (Maingueneau, 
1984). Briggs (2005) señala que el poder generado por la (re) 
producción de los saberes médicos no radica únicamente en sus 
contenidos, sino en el modo en que las formas discursivas se insertan y 
son productoras de relaciones sociales. En efecto, las prácticas de 
salud en tanto prácticas sociales instituyen relaciones de poder en las 
que el saber médico/ científico hegemoniza la comunicación. Cuestión 
que gravita en las relaciones sociales y a su vez, en la esfera pública. 
En el caso que aborda esta investigación ha sido evidente el peso que 
tuvo el discurso médico en el debate público sobre la IVE. 

A propósito, resulta relevante advertir los modos en que la 
medicina como formación discursiva opera en los procesos de 
legitimación/ deslegitimación del aborto y cómo esos modos permean 
las políticas públicas de salud sexual y reproductiva que implementan 
la ley. En los análisis discursivos de política pública, se reconocen a 
las mismas como “hechos discursivos y contenedoras de actos de 
poder, que —aunque en su construcción intervienen diversos actores 
— emanan de una fuente estatal, adquiriendo así carácter de 
obligatoriedad” (Forero Portela y Hurtado Parto; 2013: 269). En este 
sentido, es válido destacar que el aborto consagrado como derecho 
encarna una transformación sobre lo decible en las instituciones. Una 
transformación que gravita en las relaciones salud-sociedad y 
consecuentemente en las identidades feminizadas, sobre todo porque 
despega la sexualidad de la reproducción. 


Los conceptos reseñados; instituciones normalizadoras, dispositivo 
de la sexualidad, biopolítica, medicalización, formación discursiva, 
abonan la dimensión ética de la problemática porque permiten 
advertir genealogías, reconocer la dinámica de los dispositivos 
relacionados y así valorar la praxis de salud, sus instituciones y 
agentes clave en relación a los procesos comunicacionales que, en 
tanto constitutivos de la legitimación/ deslegitimación, construyen o 
limitan apropiación social sobre derecho al aborto. 


Activismos, posicionamientos e incidencia: una ética para 
enunciar el derecho a abortar 


Resulta relevante repasar los itinerarios históricos conformadores de 
los procesos de legitimación/ deslegitimación del aborto. En dichos 
itinerarios se vuelven claves la construcción discursiva de la demanda, 
sus vaivenes en el espacio social, así como también el modo en que las 
instituciones de salud y la comunidad médica participan y se 
posicionan en el debate público. Cabe señalar que la legitimación —a 
diferencia de la legalización que implica el reconocimiento del Estado 
— supone el desafío de asentar el derecho en los cambios culturales 
necesarios para transformar el mandato en deseo y elección y 
consecuentemente, modificar “las relaciones sociales que ubican a 
quienes abortan en un lugar de eternas víctimas sufrientes” (Burton, 
2021: 4). Por el contrario, la deslegitimación implica la resistencia al 
cambio cultural, anclada en discursos y prácticas que aún proyectan y 
afirman la maternidad como destino biopolítico. Discursos y prácticas 
que desconocen y niegan material y simbólicamente la legalidad. 

Los derechos sexuales, reproductivos y no reproductivos 
comienzan a formar parte de la agenda pública y se afirman como 
cuestión social con el advenimiento de la democracia, en 1983. 
Hechos claves cimentan la legalidad, mientras que la legitimidad de 
los no reproductivos se configura desde una conflictividad 
intermitente. 

En 1985 el parlamento ratificó la Convención sobre Toda Forma 
de Discriminación contra la mujer —en adelante CEDAW—. En 1986 
se derogan normas prohibitivas y coercitivas decretadas en dictadura, 
que controlaban la venta de productos anticonceptivos y alertaban 
deliberadamente sobre los riesgos y prácticas anticonceptivas. Cabe 


señalar que dichas mormas se fundamentaban en políticas de 
desarrollo que argumentaban una “caída demográfica” (Felitti, 2004: 
7), 

En 1988, surge a iniciativa de un grupo de profesionales 
militantes, la Comisión por el Derecho al Aborto —en adelante CDA—. 
Con esa denominación, en momentos en que el aborto era un “no 
dicho, un sin nombre, una zona franca, un agujero negro” (Bellucci, 
2016: 1), la agrupación se instala tempranamente como vocera 
genuina y única de la demanda. Se caracterizó por enunciar el derecho 
al aborto explícitamente y construir su militancia en torno al mismo 
como principal premisa. Fue también la CDA el antecedente de grupos 
de profesionales de la salud posicionados respecto de la interrupción 
del embarazo. Nucleados en el Hospital Muñiz de la ciudad de Buenos 
Aires, tanto médicos como enfermeras acercaron estadísticas sobre los 
abortos realizados en ese hospital y a partir de dicha colaboración 
participaron de la redacción del primer proyecto de ley sobre 
anticoncepción y aborto luego del regreso de la democracia. El 
proyecto incluía el derecho a abortar dentro de las doce semanas en 
hospitales públicos y asesoramiento post aborto que incorporaba 
anticoncepción (Belluci, 2016; Burton, 2017). 

A mediados de la década de los 90, las Conferencias Mundiales 
del Cairo y Beijing!*, confieren impulso global a la comprensión de 
los derechos sexuales y reproductivos. El concepto se instaló 
trasnacionalmente como constructo fundamental de los derechos 
humanos y la autonomía de las personas. La recepción de dichos 
lineamientos en nuestro país coincidió con el mandato presidencial de 
Carlos Menem, gobierno de signo neoliberal que profundizó el 
conservadurismo cultural tallado por el plan represivo de los años de 
dictadura. Un acontecimiento que da cuenta de las pujas sobre temas 
de sexualidad y reproducción, ocurrió durante la reforma 
constitucional de 1994. En esa coyuntura, al mismo tiempo que la 
CEDAW adquiere jerarquía constitucional con lo cual el estado 
argentino reconoce los derechos de las mujeres que incluyen —dentro 
del conjunto- el acceso a la información para decidir sobre el número 
de hijos y el intervalo entre los nacimientos; el gobierno en 
connivencia con el poder eclesiástico, intentó incluir mediante el 
proceso de reforma, una cláusula que garantizara el derecho a la vida 
desde la concepción hasta la muerte natural (Petracci, 2004; Del 


Manzo, 2019). Desde los medios de comunicación y los cuerpos 
legislativos se convocaron referentes de la comunidad médica para 
que dieran su opinión como expertos. La Academia Nacional de 
Medicina fue la única entidad representativa de la comunidad médica 
que expresó en una declaración pública su postura contraria al aborto, 
sin explicitar opinión respecto al artículo en cuestión (Petracci, 2004). 

Finalmente, la inclusión de la citada cláusula no prosperó en 
virtud del activismo que desplegaron nuevas actoras sociales 
principalmente nucleadas en MADEL (Movimiento de Mujeres 
Autoconvocadas para decidir en Libertad) un frente político 
multisectorial que articuló reclamos, canalizó demandas y militancia 
de larga data de feministas, mujeres de distintos partidos políticos, 
sindicalistas y militantes por los derechos humanos. 

Ya en el nuevo siglo, aun en un escenario de crisis legado por el 
estallido social de 2001, otro hito trascendental consolida legalidad y 
posiciona al estado en relación a los derechos sexuales. La Cámara de 
Diputados de la Nación otorga media sanción a la Ley 25.673 que al 
año siguiente crea el Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación responsable bajo la órbita del Ministerio de Salud. Como 
se advierte, la salud sexual queda ligada discursivamente a la 
procreación responsable en la política pública. 

Entre 2003 y 2004, a instancias del Encuentro Nacional de 
Mujeres, se fundó una amplia alianza integrada por organizaciones no 
gubernamentales defensoras de los derechos de las mujeres, 
agrupaciones y organizaciones sociales de todo el país que dio origen 
a la Campaña Nacional por el Derecho al Aborto Seguro, Legal y 
Gratuito —en adelante CNDASLG—. Dentro de la diversidad de 
posicionamientos partidarios e ideológicos, mantuvo desde sus inicios 
un consenso acerca del aborto como “práctica disruptiva de una 
feminidad asociada a la maternidad y relacionada con el derecho de 
las mujeres a decidir sobre sus propios cuerpos” (Tabush et al. 2016: 
41). 

La CNDASLG impulsó y materializó seis instancias de 
presentación del proyecto de Ley de interrupción voluntaria del 
embarazo en el Congreso de la Nación —en 2008, 2010, 2012, 2014, 
2015—. Esta última incorporó modificaciones al proyecto original; la 
más significativa dispuso el plazo de la semana 14 para la interrupción 
del embarazo. 


La campaña también nucleó colectivas de profesionales 
vinculados a la defensa de los derechos sexuales, así fue como impulsó 
la creación de la Red Nacional de Profesionales por el Derecho a 
Decidir —en adelante RNPDD—. La misma agrupa médicos/as y 
también los y las profesionales de diversas disciplinas integrantes de 
equipos de salud. Activa desde 2015, los y las profesionales que la 
integran se autodefinen como acompañantes de personas que deciden 
abortar. 

Durante marzo de 2018, se presentó por séptima vez el proyecto 
en cuestión con cantidad de firmas récord respecto a las 
presentaciones anteriores. En ese contexto, la RNPDD lanzó una 
campaña de alcance masivo en redes sociales bajo el hashtag 
+ContasconNosotros cuya postura explicitaba y difundía el rol de 
acompañamiento que la impulsaba. En contraposición, Médicos por la 
Vida, una agrupación conformada en la coyuntura de 2018, que como 
su nombre lo indica, representaba las posturas contrarias a la 
legalización alineadas a los sectores eclesiásticos, difundió en portales 
web, medios masivos y redes sociales la proclama “No Cuenten 
Conmigo”. Cabe resaltar que dicha agrupación no tuvo activismo 
previo. Ambas campañas son representativas del clivaje que hasta la 
actualidad —Ley IVE mediante— caracteriza al colectivo profesional 
médico frente al aborto, clivaje que también impregna los servicios de 
salud. 

Los acontecimientos en torno al debate por lo que todavía en 
2018 se denominaba proyecto IVE adquirieron una relevancia 
sociocultural trascendente. Nunca antes en la historia argentina la 
tematización del aborto había tomado características de masividad. El 
activismo digital fue determinante para ello, además de dinamizar e 
instalar en la esfera pública la demanda. 

En el año de la sanción definitiva de la ley IVE (2020), las 
movilizaciones en el espacio público resultaron acotadas a las jornadas 
de debate parlamentario, primero en diputados y luego en senadores, 
dado el contexto de DISPO (Distanciamiento Social Preventivo 
Obligatorio) decretado por el Poder Ejecutivo Nacional en función de 
la pandemia por COVID-19. En ese contexto, el activismo digital 
redobló estrategias y acciones. 

En el recorrido precedente, se advierte que los procesos y hechos 
que abonaron el camino a la legalidad del aborto fueron empujados 


mayoritariamente por coaliciones de militancia feminista. En esas 
tramas, el colectivo profesional médico y las instituciones de salud se 
posicionaron de modo ambivalente. En ese modo se traduce una ética 
guiada tanto por el rol social de portavoces del colectivo como por el 
lugar de la salud en tanto dispositivo garante de un orden social. 
Ahora bien, la interpelación a esa ética se vuelve un ejercicio político 
para revisar si en las prácticas discursivas cotidianas de los hospitales 
la ley IVE se legitima, se ignora o simplemente se informa en términos 
de servicio, eclipsando el derecho. 


Implementación de la IVE: desafíos entre política y pragmática en 
contexto de digitalización 


De la mano con las inquietudes éticas, la dimensión pragmática del 
problema, implica la imaginación de “estrategias de acción para 
intervenir sobre el estado actual de un sistema y hacer que evolucione 
hacia un estado más deseable en el futuro” (Rodriguez Zoya; 2019: 
17). Lo más deseable en la problemática desarrollada, sería una política 
de comunicación tendiente a la legitimación social del derecho al 
aborto. Proyección que necesariamente conduce a la reflexión sobre el 
estado actual de las políticas de comunicación en salud sexual. 

Se parte de considerar, que nuestro país ha institucionalizado el 
rol materno de la mujer desde mediados del siglo XX en la 
planificación estatal (Anzorena, 2013) por lo que el sesgo 
reproductivo-familiarista, vaivenes políticos mediante, impregna hasta 
la actualidad todas las áreas de acción pública. En este sentido puede 
advertirse a modo de supuesto que las políticas de comunicación en 
salud sexual se encuentran atravesadas tanto por el mandato 
reproductivo como por el saber médico (Lois, 2021) 

En ese entramado de mandato, sesgo y saberes puede leerse el 
estado actual de situación respecto de la accesibilidad al derecho al 
aborto en términos político-comunicacionales. Tal como se indicó en 
el apartado referente a la periodización, el contexto y los antecedentes 
de referencia para la investigación, el déficit comunicacional en la 
implementación de la ley IVE se plasma en informaciones incompletas 
e incorrectas, dilaciones y hasta ausencia total de discurso 
institucional respecto de la ley. Ahora bien, en ese déficit los núcleos 
de conflictividad que subyacen, condensan tanto las dinámicas de 


poder que se juegan a nivel de dispositivos y discursos como las 
ambivalencias históricas que caracterizaron posicionamientos y 
acciones en la institución salud y en el colectivo profesional médico. 

No obstante, la situación actual también se caracteriza por el auge 
de la E-Health/E-Salud en la política de salud. Tal como señala 
Petracci (2022) los términos citados expresan las transformaciones 
que las TIC y los procesos de digitalización han provocado y aún 
provocan en los sistemas de salud y en los procesos de salud-atención- 
prevención y cuidados. Transformaciones que, ante los retos globales 
que desencadenó la pandemia por COVID-19 se instalaron de modo 
vertiginoso y omnipresente en la gestión de la información, los 
cuidados y la atención de salud. E-health/E-salud se define como 
práctica que emerge a fines de siglo XX y principios del nuevo siglo 
para dar cuenta de todas las prácticas de salud mediadas por la 
tecnología. Aglutina una gran diversidad de situaciones que tienen 
como común denominador la comunicación digital para informar, 
prevenir, promocionar, asistir, habilitar, hacer partícipes, gestionar, 
atender, asesorar sobre cuestiones de salud. “Es un modo de trabajo y 
comunicación en el campo de la salud —un ecosistema complejo de 
convergencia de pantallas, dispositivos, saberes y subjetividades— 
mediado tecnológicamente en una sociedad global y en red” (Petracci 
y Schwarz, 2020: 19). 

Respecto del reconocimiento y las opiniones de profesionales 
médicos sobre E—health/E-salud y su relación con la información y los 
derechos, investigaciones recientes destacan que el acceso a la 
información on line contribuye al ejercicio de los derechos (Schwarz, 
en Petracci; 2022). En relación a esta valoración cabe destacar el 
legado sociocultural del activismo feminista y el uso estratégico y 
político de las redes sociales virtuales para instalar masivamente la 
demanda del aborto como un derecho humano. 

Respecto a la intersección entre E-health/E-salud y salud sexual, y 
específicamente en relación a aborto, es imprescindible destacar la 
importancia que tuvo y aún tiene la circulación de información en 
Internet a través páginas webs de distintos organismos sobre métodos 
de interrupción del embarazo seguros, en un contexto como el 
argentino que además de las variadas restricciones simbólico-sociales, 
hasta hace poco tiempo también imponía restricciones y 
arbitrariedades desde lo jurídico-normativo (Elicabe, en Petracci, 


2020). “Las plataformas digitales resultaron un elemento facilitador 
para diseminar información, testimoniar respecto de las prácticas 
clandestinas de los abortos, acceder a información sobre abortos 
autoadministrados con misoprostol y acompañamientos” (Laudano, 
2023: 16). 

Dado que la implementación de la ley IVE en hospitales comenzó 
en plena pandemia, durante 2021, puede afirmarse que las acciones de 
información, promoción, difusión y capacitación sobre la norma y sus 
alcances se realizaron en el marco de la E-health/ E-salud. 

Algunas conclusiones surgen a partir de las experiencias y la 
coyuntura pandémica que encumbraron la E-health/ E-salud en las 
políticas de salud y en las políticas de comunicación en salud. En 
principio han puesto de relieve la necesidad de difusión y acceso 
rápido a la información como también imperativos en materia de 
capacitación y adaptación de los equipos de salud y la población en 
general a la gestión de la información en salud mediada por 
tecnologías digitales. En este sentido, cabe reparar en el artículo 5 de 
la ley IVE, en el que se indica que: 


El personal de salud y las autoridades públicas tienen la obligación de 
suministrar la información disponible sobre los derechos protegidos en la 
presente ley de forma dinámica y a lo largo de todo el proceso de atención, 
incluso si no hay una solicitud explicita (Ley IVE; 2020: 5) 


Al reparar rápidamente en la letra de la ley se advierte que la 
garantía de suministro de información a lo largo del proceso de 
atención implica tácitamente la E-health. 

No obstante, tal como subraya Petracci (2022) entre los debates y 
los intereses que genera el establecimiento de E-health cabe atender la 
difusión de información sanitaria, los modos en que son tratados los 
temas de salud, el tratamiento y las representaciones de los sujetos 
involucrados y las concepciones de comunicación que subyacen. Estos 
últimos señalamientos permiten fundamentar y afirmar el problema en 
los ejes problematizadores expuestos, confirmando que la información 
y los discursos que circulan en redes sociales virtuales de hospitales 
sobre IVE, se configura como un tema de relevancia en el que E- 
health/E-salud resulta determinante para la calidad, la accesibilidad y 
la legitimación social de la TVE. 


A modo de conclusión 


La exposición y el desarrollo precedentes tuvieron como premisa 
explicitar el diálogo teórico y el recorrido histórico-político que 
convergen en el tema/problema citado: la relación entre los procesos 
de legitimación/deslegitimación de la ley IVE y la información y los 
discursos sobre la misma en redes sociales virtuales de hospitales 
públicos de las provincias de Río Negro y Neuquén. 

Como supuesto inicial, puede leerse una correspondencia entre 
dichos procesos y la circulación de información y discursos sobre IVE 
en redes sociales virtuales de hospitales, dado que existe una 
discursividad pública sobre el aborto configurada históricamente. 
Discursividad que, en la última década, expuso las disputas morales, 
ideológicas, políticas y religiosas que afirman el derecho al aborto 
como una cuestión social problemática, incluso luego de su legalidad. 

En cuanto a los núcleos de conflictividad para la implementación 
de la ley en materia de accesibilidad comunicacional, las dinámicas de 
poder-saber constitutivas de la relación entre dispositivos, el arbitrio 
moral y el peso del rol social de las instituciones de salud sumadas a 
las ambivalencias históricas en los posicionamientos de profesionales 
de la medicina, se avizoran como tal. Cabe resaltar que la noción de 
núcleo enfatiza justamente la idea de telón de fondo desde la cual 
pueden fundamentarse tendencias, rupturas y/ o continuidades en los 
contenidos que se comunican para difundir el derecho al aborto. 

Por último, la comunicación digital de los derechos sexuales y del 
derecho al aborto en particular tiene una trayectoria que excede 
ampliamente el componente informativo porque se gestó como 
estrategia al calor de las luchas feministas, razón por la cual ha 
madurado en sentidos legitimantes desde los que se disputa 
fuertemente el mandato reproductivo. Resta indagar si han 
trascendido el fenómeno de las movilizaciones y el fervor de los 
acontecimientos de 2018 y 2020 para formar parte de las políticas de 
comunicación que en el período estudiado pudieron articularse en el 
marco de un proceso de implementación que tácitamente se enmarcó 
en el ascenso de la E—health. 

Finalmente, en una coyuntura como la que atraviesa el país a 
partir de la asunción de un régimen ultra-neoliberal con fuertes 
características neo-conservadoras acompañado de un programa 


explícito anti-intervencionista de vaciamiento y liquidación del 
Estado, una investigación retrospectiva como la que se propone a 
partir del problema planteado, permite dar cuenta de las capacidades 
estatales instaladas en materia comunicacional, la trascendencia de las 
luchas y la pregnancia de los cambios sociales necesarios para asentar 
los derechos de las mujeres como derechos humanos. Tal como nos 
recuerda Simone de Beauvoir (1949) bastará una crisis política, 
económica o religiosa para que los derechos de las mujeres vuelvan a 
ser cuestionados. 
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Mg. en Ciencias Sociales y Humanidades y docente-investigadora en la 
UNComahue. « 


. Es una organización que impulsa investigaciones científicas a nivel mundial sobre 


salud sexual, basadas en principios de autonomía y opciones placenteras. Define su 
visión en relación a un ideal de acceso a la información y los servicios de salud 
sexual y reproductiva que resulte asequible y disponible para todas las poblaciones 
sin requisitos médicos ni impedimentos legales. https: //bit.ly/45P4qQY « 


. La Organización Feminista “La Revuelta” surge en 2001 en la ciudad de Neuquén, 


capital de la provincia homónima lindante con la ciudad de Cipolletti, provincia de 
Río Negro. Como colectiva, ha sido pionera en el acompañamiento de mujeres que 
deciden abortar, y con ello inaugura, en 2010 el socorrismo como red a nivel 
nacional y de otras geografías latinoamericanas. Actualmente, las redes de 
socorristas del Alto Valle de Río Negro y Neuquén —así se denomina la unidad 
geográfica—tienen interacción con el sistema de salud de ambas provincias. « 


. La Conferencia Internacional de Población y Desarrollo celebrada en El Cairo en 


1994, centró el debate en el desarrollo de los grupos sociales y los sujetos en la 
dinámica poblacional. Reconoce una posición de desventaja de las mujeres con 
relación a los varones, cuestión que se instala en la agenda de Occidente para 
impulsar el denominado “empoderamiento de la mujer” y la acción pública para la 
mejora de la situación de las niñas, juntamente con el derecho a la salud sexual y 
reproductiva. La Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en Beijing 
un año después, compromete a los estados miembros de Naciones Unidas a tomar 
medidas en estas áreas poniendo especial énfasis en el fin de la discriminación. « 


Masculinidades y salud sexual y 
reproductiva 


Algunos resultados preliminares de un cuestionario autoadministrado 
realizado en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales 
Lucas Urrutial 1! 


Introducción 


El presente capítulo nace a partir de identificar las dificultades para 
incluir las experiencias y necesidades de los varones en los procesos de 
salud-enfermedad-atención en el sistema de salud. Este trabajo 
pretende presentar los primeros resultados de una investigación 
llevada adelante en el marco del proyecto “Conflictividad social, 
Estado y Praxis en la Neoliberalización de la sociedad. Un análisis 
desde el Alto Valle de Río Negro” en el cual buscamos, de manera 
exploratoria, indagar específicamente en las maneras en las que los 
jóvenes varones se relacionan con la salud sexual y reproductiva 
(SSYR). 

La SSYR ha tomado un papel cada vez más preponderante en la 
agenda nacional e internacional. Tal es así que la agenda para el 
desarrollo sostenible 2030 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas destaca entre sus objetivos: “Garantizar el acceso universal a 
los servicios de salud sexual y reproductiva, incluidos los de 
planificación familiar, información y educación e integrar la salud 
reproductiva en las estrategias y los programas nacionales” (Naciones 
Unidas, 2015). Del mismo modo, el Estado argentino centra sus 
esfuerzos en garantizar el acceso a la salud sexual a través de distintos 
lineamientos generales contenidos en los programas de salud sexual y 
procreación responsable (Ley Nacional N* 25.673, 2003), la ley de 
Educación Sexual Integral (Ley Nacional N* 26.150, 2006) y el Plan 
Nacional de Prevención de Embarazo No Intencional en la 


Adolescencia (Ministerio de Salud Argentina, 2017). 

A pesar de contar con un amplio marco normativo, existen 
múltiples barreras sociales, culturales y económicas que condicionan 
la participación de los varones en los procesos más generales de la 
salud y específicamente en la SSYR. Nos parece necesario 
contextualizar que las formas particulares en las cuales los varones 
transitan su salud tienen mucho que ver con las sociedades 
patriarcales en las cuales estamos insertos y, al respecto, resulta 
igualmente indispensable incorporar la categoría del género y el 
enfoque de las masculinidades para analizar esta situación. Con el fin 
de conocer la relación de los varones con la SSYR, presentaremos 
algunos resultados provisorios explorando la relación con los sistemas 
de salud y la forma a través de la cual se informan sobre las temáticas 
vinculadas a la salud sexual en internet. 

Por todo lo anterior, primeramente, realizaremos un recorrido por 
la relación entre la salud, el género y las masculinidades para dar 
cuenta de la particularidad del fenómeno que buscamos explorar. 
Luego, a partir de examinar estadísticas de salud intentaremos dar 
cuenta de cómo los hombres se exponen a sí mismos y a terceros a 
situaciones de riesgo altamente prevenibles. Seguidamente 
brindaremos el marco metodológico y presentaremos algunos 
resultados preliminares de un cuestionario autoadministrado realizado 
en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Por último, se 
presentarán una serie de conclusiones parciales. 


Aspectos teóricos para el abordaje del trabajo 


Como punto de partida para estudiar la relación que guardan los 
varones adolescentes con la SSYR y su relación con los servicios de 
salud, nos parece ineludible pensar la salud como un proceso 
relacional. Siguiendo a Sacchi, Hausber y Pereyra (2007), este proceso 
es 


una construcción individual y social mediante la cual el sujeto elabora su 
padecimiento, que condiciona los tipos de ayuda a buscar. La percepción de 
este complejo proceso es personal y subjetiva y solo puede comprenderse 
contextualizada en el universo de creencias, valores y comportamientos del 
medio sociocultural de cada persona, así como de las condiciones materiales de 
vida (p. 271). 


Por lo tanto, optamos por comprender a la salud como un proceso 
de salud-enfermedad-atención que se da en un determinado momento 
histórico con diversas circunstancias socioculturales (Laurell, 1982; 
Reguis, 2007; Michalewicz, Pierri y Ardila-Gómez, 2014). Esta noción 
nos permite abordar las diferentes maneras que tienen las poblaciones 
de concebir la salud y tratar los padecimientos. En este estudio 
particular, queremos hacer hincapié en las desigualdades que generan 
los modos en los que los varones transitan el proceso de salud- 
enfermedad-atención!”), utilizando la perspectiva de género y el 
enfoque de masculinidades. Por lo tanto, la categoría del género puede 
echar luz sobre esta situación ya que, siguiendo a Scott (2011), 
permite analizar 


cómo y en qué condiciones se definen los diferentes roles y funciones para cada 
sexo; cómo variaban los diversos significados de las categorías “hombre” y 
“mujer” según la época, el contexto, el lugar (...) cómo las estructuras 
simbólicas afectaban las vidas y prácticas de personas comunes y corrientes; 
cómo se forjaban las identidades sexuales dentro de las prescripciones sociales 
y contra ellas (p. 97). 


Sumado a ello, seguiremos la propuesta de Fabbri (2019), 
asentada en el entendimiento de la masculinidad como un dispositivo 
de poder. Así, el autor comprende este dispositivo como un conjunto 
de discursos y prácticas a través de los cuales los sujetos con pene son 
producidos en tanto varones. Este conjunto de prácticas y discursos 
“se asienta sobre la idea o creencia de que los tiempos, cuerpos, 
energías y capacidad de la mujer están o deberían estar a disposición 
de los varones” (Fabbri, 2019: 116). Pero a su vez, incorpora múltiples 
maneras de ser varón, de apropiarse de la masculinidad y da cuenta 
que no todas son el resultado deseado de ese dispositivo. Por lo tanto, 
la masculinidad no es solo un arquetipo que se asienta sobre 
determinados atributos, sino también un dispositivo que se presenta 
como un faro de referencias que afecta los procesos de construcción de 
subjetividades a la vez que se define y redefine en el marco de 
relaciones de poder. En este sentido, la sexualidad de los varones 
parece verse aún permeada por una socialización marcadamente 
heteronormativa y a menudo distanciada de nociones como el cuidado 
de sí y el cuidado de otras subjetividades. 


Si bien los varones cis heterosexuales gozan de una posición de 
poder en el ordenamiento de género, también constituyen un grupo 
particular en materia de salud que suele ser desatendido, entre otras 
razones, por su escasa participación. Siguiendo a Escobar, Chiodi y 
Vázquez (2018) la forma hegemónica de socialización representa 
claras ventajas para el varón, quien goza de un mayor dominio del 
espacio público, mayores concesiones para el ejercicio de la 
sexualidad además de menor exigencia en las tareas domésticas y de 
cuidado. Sin embargo, acorde a lo propuesto por De Stefano Barbero 
(2021): 


Sostener la jerarquización entre hombres y mujeres, masculinidad y feminidad 
y entre las propias masculinidades, implica la constante vigilancia de uno 
mismo y de otras personas, genera múltiples contradicciones internas, limita 
seriamente las opciones vitales, genera sensaciones de soledad, tensión y 
diferentes formas de sufrimiento (p. 155). 


En este sentido, podemos observar un cierto consenso en que “los 
preceptos de la masculinidad hegemónica responden en virtud de un 
comportamiento sexual y reproductivo de exposición y riesgo para 
hombres y mujeres” (Abou Orm y Camacaro Cuevas, 2013: 26). En 
consecuencia, resulta necesario observar la salud de los varones, así 
como su relación con la salud de mujeres y otras identidades, para 
elevar la salud de las poblaciones en general. 


Un paneo general acerca de la salud masculina 


En un primer acercamiento podemos contemplar en el índice de 
masculinidad!'”! en Argentina que, entre los 13 y 17 años, hay 105.5 
varones por cada 100 mujeres y entre los 18 y 24, el índice de 
masculinidad desciende a 103,6. El descenso a medida que avanza la 
edad da cuenta de la mayor mortalidad en los varones, decreciendo 
ese número a 58,4 luego de los 75 años (INDEC, 2013). 

Esto se condice con las desigualdades en las tasas de mortalidad 
presentadas por la Dirección de Estadísticas e información del 
Ministerio de Salud de la Nación (2023). La tasa de defunciones de 
mujeres cada mil habitantes en el país ascienden a 8,86, mientras que 
en Río Negro ese número decrece a 7,61. Lo llamativo es que la tasa 
de mortalidad de los varones en el país es de 10,11, mientras que en la 


provincia ese número representa 10,06. Ahora bien, si examinamos las 
causas de las defunciones y, particularmente, aquellas causas externas 
que comprenden accidentes vehiculares, suicidios, agresiones, entre 
otras, en el año 2021 en Argentina, fueron 4487 las mujeres que 
murieron en estas circunstancias, mientras que el número de varones 
asciende a 12.517, siendo la franja etaria de los 20 a los 24 años la 
más representativa. Este número tiene un correlato en aquellos riesgos 
que mencionamos más arriba, pues los mandatos de la masculinidad 
asociados a la temeridad y el sentimiento de indestructibilidad son 
algunas de las prerrogativas que se desprenden del dispositivo de la 
masculinidad. 

Estas causas, generalmente violentas y altamente prevenibles, 
también se condicen con la socialización de género propia de los 
varones, es decir, aquellas formas a través de las cuales las personas 
aprehenden los roles de género correspondientes en determinados 
momentos históricos. Los varones a través del miedo invisibilizan y 
normalizan la violencia, silencian y aíslan a las víctimas y perpetúan 
la legitimidad de las burlas, insultos y amenazas como una forma 
válida de relación entre pares (de Stéfano Barbero, 2017). Sumado a 
ello, tal como sostiene Escobar et al. (2018) esta relación implícita de 
dominación y subordinación entre los géneros naturaliza los celos, los 
sentimientos posesivos y las conductas coercitivas de control sobre las 
mujeres que muchas veces son interpretadas como manifestaciones de 
amor, lo que puede implicar diversas violencias hacia las mujeres u 
otras identidades. Respecto a las formas más extremas de violencia 
contra la mujer, según el Informe de la Oficina de la Mujer de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación (2022), durante el año 2022 se 
registraron 226 femicidios, de los cuales más de 1 de cada 4 víctimas 
(el 26%) tenía entre 25 y 34 años, siendo el rango etario donde es más 
frecuente. 

En relación con la salud sexual y acorde a los datos 
proporcionados por el informe de la Situación de Salud de 
Adolescentes y Jóvenes en Argentina (Ministerio de Salud, 2023a), el 
31,8% de las y los estudiantes entre 13 y 15 años tuvieron relaciones 
sexuales alguna vez y el 63,7% lo hizo entre los 16-17 años. Entre los 
13-15 años fue más frecuente en los varones que en las mujeres 
(38,4% y 25,7% respectivamente). Respecto al uso de métodos de 
barrera, 2 de cada 10 estudiantes refirió no usar preservativos, con 


diferencias entre las distintas jurisdicciones. Respecto de las ITS se 
destaca la alta incidencia de la sífilis en el grupo etario de 
adolescentes y jóvenes entre 15 y 24 años, que concentran el 44% de 
los casos de sífilis de los reportes, seguido por el grupo de 25 a 34 
años, con 31,4 %. En Río Negro específicamente, el Ministerio de 
Salud de Río Negro (2017) alertó por el aumento en la notificación de 
casos de sífilis en todos los grupos sexualmente activos. 

Este sucinto panorama nos demuestra las desigualdades genéricas 
producidas en el proceso de salud-enfermedad-atención, por lo que 
resulta necesario repensar los marcos de acción y promoción de salud 
masculina que hasta ahora han estado signados por ausencia en las 
instituciones de salud y en la falta de cuidado. Por lo que este trabajo 
es un primer paso para conocer de manera exploratoria qué sucede en 
esas poblaciones particulares. Además, cabe destacar que no sólo los 
sujetos masculinos pagan los costos de la masculinidad y su correlato 
en la salud, sino que también, como pudimos demostrar, son las 
mujeres y otras identidades las que sufren distintas modalidades de 
violencia derivadas de la relación asimétrica entre los géneros. 


Marco metodológico 


Con el fin de aportar datos acerca de cómo los varones se relacionan 
con su propia SSYR, la presente investigación utiliza un tipo de diseño 
exploratorio y comprensivo. El método de recolección de datos 
consistió en un cuestionario autoadministrado en el cual se exploraban 
diversas aristas de la sexualidad, conforme a recomendaciones de 
investigaciones previas y recomendaciones de organismos nacionales e 
internacionales (Figueroa Pedraza, 2014, Sanz Martos 2019, Xuemei 
Ma et al. 2021, Kpokiri et al. 2021, Vélez Álvarez y Girlado Osorio, 
2015, Ballesteros, 2013 y Cleland et al. 2001). La población 
seleccionada para realizar la encuesta fueron estudiantes 
universitarios del primer año de las carreras de Abogacía, 
Comunicación y Trabajo Social de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de la Universidad Nacional del Comahue. La muestra fue de 
carácter intencional, no probabilística. La edad no fue considerada 
como un determinante de la muestra. Se propuso la participación de 
todos los presentes en distintas cátedras de cada una de las carreras. A 
quienes participaron se les comentó acerca de los objetivos de la 


investigación y se les brindó un consentimiento informado asegurando 
el anonimato y la confidencialidad. De aquí, 31 personas que se auto 
percibían varones respondieron el cuestionario con el fin de explorar y 
conocer diversos aspectos acerca de cómo transitan su relación con la 
salud sexual y las instituciones de salud. En este capítulo 
presentaremos algunos resultados provisorios poniendo el eje 
específicamente en la relación con los sistemas de salud y la forma a 
través de la cual se informan sobre las temáticas vinculadas a la salud 
sexual en internet. 


Relación de los varones con los sistemas de salud 


En una instancia previa de investigación, pudimos recabar algunas 
pistas al respecto de cómo los varones se relacionan con los sistemas 
de salud. A partir de una serie de entrevistas con los equipos de salud 
de los CAPS en General Roca, pudimos observar que la participación 
de varones en la prevención y promoción de la salud sexual es escasa. 
En concordancia con lo anterior, los equipos de salud destacaban que 
las formaciones teóricas en salud sexual están pensadas para las 
mujeres exclusivamente, lo que nos permitiría pensar la reproducción 
de la desigualdad de género a través de las políticas propias de las 
instituciones sanitarias (Urrutia y Sans 2023). Esto se condice con 
resultados de estudios previos realizados en San Juan, Ciudad de 
Buenos Aires y Chile (Galoviche, 2018; Tajer et al., 2019; Obach et al. 
2018) donde concluyeron que las consultas de los varones son muy 
poco frecuentes y que existe una ausencia de formación específica y 
estrategias de involucramiento para la atención de estos en el sistema 
de salud. 

Frente a este panorama, notamos que la confianza con el equipo 
de salud fue un factor clave para la participación de varones 
adolescentes en instancias de promoción de salud. Es por ello que nos 
hemos propuesto explorar si los varones consultados tienen un médico 
al que vayan habitualmente y en qué se basa la decisión de elegirlo, 
para dilucidar si en efecto la confianza es un indicador que se tiene en 
cuenta a la hora de realizar una consulta. Además, buscamos ver si ese 
médico elegido alguna vez le brindó o consultaron acerca de alguna 
información sobre salud sexual. 

Al respecto, de los 31 entrevistados, 16 señalaron que sí tienen un 


médico al cual acuden habitualmente cuando tienen algún problema 
de salud, mientras que 15 sostuvieron que no lo tienen. Cuando 
preguntamos acerca de cómo basan su decisión, en efecto apareció la 
confianza como un importante rasgo para tener en cuenta, pues 12 de 
los varones basan su decisión en ella. También 7 participantes 
aseguraron que al médico al que van habitualmente llegaron por 
recomendación y solo 2 personas optaron por tener en cuenta el 
renombre a la hora de elegirlo 

No obstante, es dable destacar que, frente a la pregunta de si 
consultan sobre salud sexual con su médico habitual, 9 participantes 
respondieron que sí y 8 que no, por lo que la confianza en ese 
profesional bien puede habilitar el espacio de charla, pero habría que 
incorporar más factores para tener en cuenta este resultado. 
Finalmente consultamos a los participantes si alguna vez buscaron 
algún servicio de salud para acceder a información sobre SSYR y 16 
respondieron que sí, mientras que 15 sostuvieron nunca haber 
buscado ese asesoramiento en esos servicios. Cruzando estos datos 
podemos observar que no necesariamente tener un médico al que se 
recurra habitualmente garantiza más consultas en servicios de salud. 
Si bien estos datos no son concluyentes, permiten observar que casi la 
mitad de los varones participantes jamás consultó un centro de salud, 
por lo que la información es buscada en otros lugares o bien es 
completamente omitida. En ese sentido, desde el cuestionario 
buscamos conocer cómo se informan los varones al respecto de la 
salud sexual, que desarrollaremos en el siguiente apartado. 


Dinámicas para la búsqueda de información en internet 


En este apartado nos interesa indagar de qué manera y con qué 
frecuencia los varones buscan información en internet. Partimos de 
comprender la notoriedad de la ausencia de los varones en los 
sistemas de salud pública, dando cuenta de su particular modo de 
transitar los procesos de  salud-enfermedad-atención y las 
desigualdades de género que producen. 

En principio, 14 de los varones aseguraron que algunas veces 
busca información en internet, mientras que 7 de los varones 
sostuvieron que siempre buscan información en internet y otros 7 
sostuvieron que casi siempre. Solo una persona declaró nunca buscar 


información en internet. Por lo que podríamos argúir que, en esta 
población concreta, la mayoría tiende a utilizar con una frecuencia 
media a alta el internet con fines de búsqueda de información. 

Al respecto, la mayoría de los varones participantes sostienen que 
el tema más buscado está vinculado a infecciones de transmisión 
sexual (ITS), particularmente aquellos relacionados a la prevención y 
la sintomatología. Seguidamente continúan aquellos temas 
relacionados a métodos anticonceptivos (MAC), específicamente 
cuáles son los métodos disponibles, su uso, confiabilidad y eficacia. 
Esto se condice con los registros del Programa Sumar (Ministerio de 
Salud, 2023), donde destacan que, de los motivos de las consultas 
incluidos en la categoría “Salud Sexual y Reproductiva”, el 70% del 
total de los asesoramientos a nivel nacional refieren a anticoncepción 
mientras que el motivo Sexualidad (iniciación, masturbación, disfrute, 
orientación sexual) representa sólo el 8%. Pero volviendo al 
cuestionario de nuestra investigación, los restantes temas que 
aparecieron refieren a la vasectomía, la relación entre pares, aspectos 
de la genitalidad y cuestiones generales de la salud y el bienestar. 

Cabe destacar que 27 de los 31 participantes realizan su búsqueda 
en la plataforma Google, colocándose como la plataforma más 
utilizada para la búsqueda de información. Más abajo siguen Twitter, 
Tik Tok, Instagram y por último Whatsapp y Facebook. 

Finalmente, cuando se consultó acerca de si se presta o no 
atención a las fuentes de la información, 13 de los participantes 
sostuvieron que siempre observan la fuente mientras que 7 declararon 
verlas bastante seguido y 6 algunas veces. Solo 3 de los varones 
sostuvieron no verlas casi nunca. 

De todo esto podemos hacer una serie de hipótesis sin intenciones 
de generalizar a grandes poblaciones, y sostener que Internet es hoy 
una fuente importante de información para estos varones, donde los 
temas de mayor relevancia son los métodos anticonceptivos y las ITS, 
buscados principalmente a través de la plataforma Google. La mayoría 
suele prestar atención a las fuentes, por lo que resulta de gran 
importancia continuar con la generación de diversos contenidos por 
parte de organismos oficiales. 


Conclusiones 


A lo largo de este escrito intentamos contextualizar las formas 
particulares en las cuales los varones transitan su salud en nuestra 
sociedad. Para este análisis incorporamos la categoría del género y el 
enfoque de las masculinidades. Propusimos comprender a la salud 
como un proceso de salud-enfermedad-atención que incluye una serie 
de determinantes sociales y culturales que modifican las formas 
subjetivas de percibir la salud, la enfermedad y las formas de tratar los 
padecimientos. Tomando todo esto en cuenta y centrándonos en la 
SSYR, pudimos observar que los varones tienden a asumir ciertas 
conductas de riesgo para sí mismos y para terceros que resulta 
ineludible atender. Pues una concepción relacional de la salud nos 
permite observar cómo repercute de manera negativa esta falta de 
cuidados y temeridad a mujeres y otras identidades. A partir de un 
recorrido por las estadísticas vitales de la población argentina 
pudimos encontrar una serie de datos acerca de las desigualdades en 
los procesos de salud de los varones y su incidencia en la salud de la 
población en general. 

Frente a esta compleja problemática es que decidimos indagar 
específicamente en la SSYR de los varones a partir de dos variables 
analizadas en una muestra de 31 varones jóvenes. La primera es la 
relación con los servicios de salud y la segunda es las dinámicas 
acerca de la recolección de información para transitar su sexualidad. 
Respecto de la primera, podemos decir que la participación de varones 
en la prevención y promoción de la salud sexual es escasa. Cuando 
preguntamos acerca de si los varones tienen un médico al que van 
habitualmente, 16 señalaron que sí tienen un médico al cual acuden 
habitualmente cuando tienen algún problema de salud, mientras que 
15 sostuvieron que no lo tienen. Del total de los encuestados, 12 
participantes basan la decisión de elegir un médico por la confianza. 
En este sentido, esta arista podría ser un emergente para comenzar a 
explorar otras particularidades de la salud masculina. Por ejemplo, la 
ausencia y el enigma de los deseos y las necesidades de los varones en 
el sistema de salud deteriora los lazos de confianza, por lo que 
trabajar en ella podría ser un inicio prometedor para mejorar el acceso 
a la salud de poblaciones específicas. De cualquier manera, la 
confianza en un profesional bien puede habilitar el espacio de charla y 
consulta, pero habría que incorporar más factores a la hora de pensar 
estrategias de promoción de salud. Como mencionamos más arriba, 


algunos otros factores podrían ser la ausencia de formación específica 
y la mirada de la masculinidad hegemónica que no sólo permea a los 
usuarios sino al propio sistema de salud y sus efectores. 

Con relación a las dinámicas de recolección de información 
pudimos dar cuenta de que en esta población en particular es de 
medio a alto el uso de internet en temáticas vinculadas a SSYR. Los 
dos temas más buscados son referidos a ITS y MAC, habiendo un 
correlato con otras investigaciones previas que dan cuenta del mismo 
fenómeno. Esto nos hace replantear si la participación del varón se 
supone restringida a la colocación del preservativo o bien podrían 
formar parte de procesos más amplios como el cuestionamiento de las 
desigualdades de género y la toma de decisiones más asertivas para 
poder elevar la salud sexual y con ello la salud de las poblaciones. 
Finalmente podemos sostener que la mayoría de estas búsquedas se 
llevan adelante en la plataforma Google, prestando atención a las 
fuentes en la mayoría de los casos, lo cual puede ser un potenciador 
para pensar futuras piezas comunicacionales teniendo en cuenta estos 
aspectos. En este sentido, conocer y acercarnos hacia los deseos y las 
concepciones sobre SSYR de varones es un camino provechoso para 
incorporarlos en los procesos complejos y multidimensionales de la 
salud. Cobra relevancia la cuestión de incorporar a los varones a los 
procesos de SSYR, no solo en cuestiones cuantitativas de más varones 
participando, sino “al desafío ético de renunciar al posicionamiento 
existencial que nos habilita privilegios, en tanto único camino para 
lograr una corresponsabilidad en equidad” (Fabbri, 2019: 121). 
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1. Lic. en Comunicación Social y becario Doctoral Conicet. « 

2. Nos parece necesario destacar que, si bien no serán abordadas en este escrito, hacia 
dentro de las poblaciones masculinas, existen diversas maneras de transitar la 
salud teniendo en cuenta factores como la etnia, la clase social, la orientación 
sexual, entre otras. « 

3. Este índice indica la cantidad de varones por cada 100 mujeres en una población 
dada. Es un índice que puede contrastar con la perspectiva teórica propuesta en 
este escrito acerca del género y las masculinidades, pero sólo es presentado con 
fines ilustrativos, pues resulta limitante a la hora de evaluar diferencias en relación 
con el género. « 


Pentecostalismo y política en Cipolletti 


Los pastores pentecostales frente a la Ley de Interrupción Voluntaria 
del Embarazo (2018-2020) 
Cristian Villareal!!! 


Introducción 


Este capítulo, enmarcado dentro del proyecto denominado 
“Conflictividad social, Estado y Praxis en la Neoliberalización de la 
sociedad. Un análisis desde el Alto Valle de Río Negro”, surge a raíz de 
los debates que tuvieron lugar en Argentina desde 2018, cuando se 
presentó el proyecto de Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo 
(IVE) ante el Congreso argentino. Ante esto, grupos denominados “Pro 
Vida”!?!, que incluyen a las iglesias pentecostales, se opusieron para 
legitimar sus posturas frente a los derechos relacionados con la 
interrupción del embarazo. 

En 2018, el movimiento feminista argentino logró que el proyecto 
de ley mencionado fuera discutido por primera vez por el poder 
legislativo!”! después de sus movilizaciones. En junio de ese año, la 
Cámara de Diputados aprobó la iniciativa con 129 votos a favor, 125 
en contra y una abstención después de una larga sesión. Sin embargo, 
en agosto del mismo año, el Senado rechazó el proyecto con 38 votos 
negativos, 31 a favor y 2 abstenciones. A pesar de esto, el debate 
continuó en los años siguientes como en las propuestas de campañas 
para las elecciones presidenciales del 2019, donde se refirieron a la 
discusión por la legalización del aborto. Tal como explica Rosenberg, 
el tema por el derecho al aborto “generó una grieta cultural 
(Vommaro, 2018) y transversal (Amadeo, 2018, p. 107) donde la 
intervención de actores políticos, culturales y religiosos cruzó ambos 
lados de la tradicional grieta que los últimos años caracterizaba la 
política argentina” (2019: 117). Esta relevancia sobre el aborto generó 
no solo un hito para el feminismo, sino que también se instaló en las 


agendas públicas que en palabras de Tarducci (2018) dio lugar a una 
verdadera “despenalización social del aborto” (cit. en Rosenberg, 
2019: 116). Pero a este debate también se sumaban las voces de 
sectores conservadores que se movilizaban en contra de la 
legalización. 

En diciembre de 2020, el proyecto de ley fue aprobado por la 
Cámara Baja y luego por el Senado, convirtiéndose en la Ley de 
Interrupción Voluntaria del Embarazo (Ley 27.610). Esta ley permite 
la interrupción del embarazo hasta la semana 14 y hasta la semana 15 
en casos de violación o peligro para la vida o salud de la persona 
gestante. También garantiza el acceso gratuito a la interrupción y a la 
atención postaborto, así como la objeción de conciencia para los 
profesionales de la salud. 

En este contexto, en la ciudad de Cipolletti, provincia de Río 
Negro, las iglesias de corte pentecostal tuvieron un mayor grado de 
exposición en el espacio político a partir del debate por el proyecto 
IVE y del caso Rodríguez Lastra!*!, el médico condenado por detener 
un aborto legal en curso en el municipio cipoleño. Esto puso de relieve 
las posiciones y los intereses que entran en juego en el espacio social y 
la necesidad de indagar desde una perspectiva comunicacional en los 
procesos de disputas del sentido y construcción de una legitimidad 
que permita sostener una posición social. Por lo cual, se propuso como 
objetivo general reconstruir las prácticas de construcción de 
legitimación simbólica de los pastores pentecostales frente al proyecto 
de ley IVE entre el 2018 y 2020. Para esto se formularon dos objetivos 
específicos: por un lado, examinar las posiciones que tienen los 
pastores pentecostales respecto al aborto, el rol de la mujer y el rol del 
Estado en el espacio social de Cipolletti; y, por otro lado, analizar los 
sentidos que se construyeron en los espacios políticos 
institucionalizados de la ciudad de Cipolletti. 

Por lo tanto, para dar cuenta de la lucha simbólica llevada a cabo 
por los pastores pentecostales para imponer sus posiciones frente a los 
derechos reproductivos de las mujeres, este estudio adoptó una 
concepción relacional acerca de las prácticas de legitimación 
simbólica. En oposición a una mirada inconexa, Bourdieu (1980) 
plantea romper con ese esquema dicotómico entre lo objetivo/ 
subjetivo, individual/colectivo para proponer que estas dimensiones 
están íntimamente ligadas. En este enfoque, el autor rescata las 


prácticas del agente social a través de los elementos objetivos, 
productos de lo social, y que se entienden por medio de las estructuras 
sociales externas internalizadas. En vista de esto, Gutiérrez afirma que 
esto implica una relación entre dos modos de lo social: “las estructuras 
sociales externas, lo social hecho cosas, plasmado en condiciones 
objetivas, y las estructuras sociales internalizadas, lo social hecho 
cuerpo, incorporado al agente” (2005:6). Como indica Mosqueira, son 
esos modos de actuar y pensar evangélicos que impactan y se 
cristalizan en el espacio público (2010: 5). 

Para llevar a cabo esta tarea, se realizó una recopilación de las 
investigaciones tanto en Latinoamérica como en Argentina, para 
entender el fenómeno pentecostal y su relación con la esfera política. 
En segundo lugar, se recolectaron datos a partir de la lectura de 
documentos oficiales del Consejo Pastoral de Cipolletti, observamos en 
la prensa escrita!”? los discursos de los pastores sobre el tema en 
cuestión, seleccionamos videos! sobre las actividades realizadas por 
los pastores pentecostales y mantuvimos un acercamiento con un 
informante clave!”!. En tercer lugar, se realizaron entrevistas!*! a 
pastores de Cipolletti para conocer sus posicionamientos sobre los 
derechos reproductivos de las mujeres, el papel del Estado y el rol de 
la mujer. Y finalmente, la información recopilada se sistematizó bajo 
tres variables (vida, Estado y rol de la mujer) para luego ser analizada 
bajo una triangulación reflexiva y crítica que proporcione una 
comprensión detallada acerca de las prácticas de legitimación 
simbólica de los pastores. 

Para desarrollar esto, el escrito se estructura en cuatro secciones. 
En la primera, se establece un diálogo con la literatura científica de 
Latinoamérica y Argentina sobre la relación entre el pentecostalismo y 
la esfera política. En la segunda sección, se presenta el análisis 
propiamente dicho, dividido en tres subapartados donde se examinan 
las estrategias y sentidos de los pastores frente a los derechos 
reproductivos de la mujer. Para finalizar, se realizan las conclusiones 
obtenidas de la presente investigación. 


Pentecostalismo en Latinoamérica y Argentina 


Para comenzar, es necesario establecer que en América Latina la 
investigación en los fenómenos religiosos ha vuelto su mirada hacia el 


crecimiento de las iglesias evangélicas, en especial las pentecostales, 
las cuales representan la primera minoría religiosa en aumento. Según 
un estudio de la revista “Le Monde Diplomatique” ya en el 2009, la 
iglesia evangélica constituía “el 15 % de la población de Chile y Brasil, 
el 6% en Paraguay, el 16% en Bolivia, el 11% en Perú, el 29% en 
Venezuela, el 3% en Colombia, el 2% en Ecuador y el 9% en 
Argentina” (cit. en Carbonelli, 2011: 115). Además, en los últimos 
años las iglesias pentecostales han mantenido un vínculo muy estrecho 
con ciertos partidos de corte neoliberal llegando a tener cierta 
representatividad en los Estados latinoamericanos. Siguiendo los 
aportes de Barrera Rivera (2019), podemos observar cómo Fabricio 
Alvarado, en Costa Rica, pudo ser diputado electo y luego candidato a 
presidente con filiación neo-pentecostal!”!. Por otro lado, también 
tenemos el apoyo de la Iglesia Misión Carismática Internacional hacia 
Iván Duque, expresidente de Colombia, o los votos de las iglesias en 
Brasil hacia Marcelo Crivella y a Jair Bolsonaro, el primero exalcalde 
de Río de Janeiro, y el último expresidente. Por último, es preciso 
mencionar aquí el apoyo religioso que tuvo Jeanine Añez en medio 
del golpe de Estado en Bolivia. Ante lo expuesto, el panorama 
latinoamericano y la notoriedad pública de los grupos evangélicos 
abren interrogantes respecto de sus prácticas en la participación 
política y social teniendo en cuenta las diferencias contextuales de 
cada país. 

Siguiendo esta línea, Villazón entiende que las intervenciones 
evangélicas en el espacio político latinoamericano se pueden dividir 
en cuatro etapas bien diferenciables: 


La lucha por la libertad de conciencia a fines del siglo XIX y principios del XX; 
b) la polarización ideológica en las décadas de 1960 y 1970; c) la emergencia 
de “partidos políticos evangélicos” en la redemocratización de los años 80 y 
90; y d) los movimientos “profamilia” y “provida” de principios del siglo XXI. 
(2014: 113) 


Sobre esto, el mismo autor indica que en una primera etapa el 
protestantismo se involucró en el debate por un Estado laico a través 
de una alianza con los partidos liberales para limitar a la iglesia 
católica y sus privilegios jurídicos. Luego, en las décadas del 60 y 70, 
la gran mayoría de este sector tomó una postura pasiva y 


legitimadora, a través de sus discursos, frente a las dictaduras cívico- 
militares en Latinoamérica, aunque una pequeña porción se tornó 
progresista tomando las nociones de la Teología de la Liberación!', 
Teoría de la Dependencia y del marxismo latinoamericano (Villazón, 
2014:120). Ya en la época de la redemocratización latinoamericana, 
hubo un aumento en la membresía de las iglesias evangélicas ante un 
contexto de crisis económica, laboral, familiar y existencial, en donde 
estos grupos religiosos conforman partidos políticos que median entre 
el Estado y la sociedad. Por último, Villazón indica que al inicio del 
presente siglo los cambios a nivel social y familiar generaron un fuerte 
rechazo de este sector religioso, los cuales buscan presionar a los 
actores políticos para frenar la denominada “agenda gay” e “ideología 
de género” (2014: 117). 

Poniendo el foco sobre Argentina, el aumento de esta religión 
pudo ser censado gracias al trabajo del Centro de Estudios e 
Investigaciones Laborales (CEIL) dependiente del Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET). En el año 2008, la 
Primera Encuesta Nacional sobre Creencias y Actitudes Religiosas en 
Argentina, indicó que la religión evangélica representaba el 9.1% de la 
población argentina, y de ese porcentaje el 7,9% eran pentecostales 
(Malimacci et al., 2008: 6). Así mismo, la segunda encuesta elaborada 
en el año 2018 presentó un aumento significativo, que ya se venía 
observando en otros países, con un resultado del 15,3 % de 
evangélicos/as en el país, y de esa tasa el 13% encarnaba a 
pentecostales (Malimacci et al., 2019: 10). Además, el documento 
explicitó que, en La Patagonia!''! argentina, la creencia en la religión 
evangélica representa el 24.4 % de sus habitantes (Malimacci et al., 
2019:14). De aquí que resulte interesante para las producciones 
investigativas el crecimiento del pentecostalismo y su participación en 
la vida social en nuestro país. 

Por otro lado, es preciso mencionar los diferentes trabajos 
científicos en las Ciencias Sociales realizados en Argentina sobre el 
evangelismo y la política. Carbonelli (2011), indica que desde 1983 
hasta el 2010 existieron 4 líneas investigativas ligadas a este tema. En 
un primer momento, con un enfoque historiográfico que tiene anclaje 
en la década de 1980, aparecen las realizaciones de Susana Bianchi 
donde se observan las divisiones al interior del campo evangélico y su 
dinámica en la esfera política (Carbonelli, 2011: 98). En un segundo 


momento, el autor dirá que las investigaciones de Maróstica, 
Wynarczyk, Frigerio y  Mallimaci, entre  oOtres  autores/as, 
contribuyeron a la sociología de la religión y al auge de la Teoría de 
los Movimientos Sociales (Carbonelli, 2011: 103). En tercer lugar, 
aparecen los estudios ligados a una mirada antropológica a través de 
la construcción de subjetividades en la participación política. Sobre 
esto, Carbonelli trae a colación los trabajos de Míguez, Semán y 
Algranti, quienes hacen investigaciones con una mirada micro-situada 
(2011: 107). Finalmente, el autor dirá que, ante las transformaciones 
en el espacio político y religioso de los últimos años, han surgido 
nuevos estudios que han actualizado las líneas investigativas 
realizadas poniendo el acento en el conflicto sobre la legislación en 
materia de identidad sexual, aborto y matrimonio igualitario. De 
acuerdo a esto último, es en esta línea de investigación donde se sitúa 
el presente trabajo. 

En nuestro país, a partir del siglo XXI se han producido 
discusiones respecto a la legalización de las familias homoparentales y 
la despenalización del aborto, que han agitado las voces de las iglesias 
y parte de la sociedad. Sobre esto, es preciso mencionar la Ley 26.150 
sancionada en 2006, la cual da lugar al Programa Nacional de 
Educación Sexual Integral, la Ley de Matrimonio Igualitario en el 
2010, la Ley de Identidad de Género en el 2012, y, por último, el 
debate por el proyecto de Ley de Interrupción Voluntaria del 
Embarazo, el cual fue rechazado por la Cámara Alta del poder 
legislativo argentino en el 2018 y aprobado en el 2020. En este 
contexto, Wynarczyk indica que las iglesias católicas y evangélicas se 
aglutinan bajo la forma “Provida y familia” y en contra a “la ideología 
de género”, como “una especie de neocumene conservadora” (2018: 
111). 

Sin embargo, el grupo evangélico no constituye un todo 
homogéneo, sino que, como informa Wynarczyk, existirían dos polos 
diferenciados. En esta división se pueden hallar el polo histórico 
liberacionista, y, por otro lado, el conservador (2009, cit. en 
Carbonelli, 2016: 195). El primero, proveniente de las inmigraciones 
europeas y norteamericanas, con afinidad en la teología de la 
liberación, los derechos humanos y la relación ecuménica con la 
iglesia católica, y en otra dirección, se encuentra el grupo pentecostal, 
quienes detentan el 7,9% de la totalidad evangélica en el país. Estos 


últimos comparten principios luteranos, pero refuerzan la figura del 
Espíritu Santo y sus manifestaciones, además de un fuerte discurso en 
la teología de la prosperidad, la guerra espiritual y la palabra de fe 
(confesión positiva). 

A pesar de que la iglesia católica es la religión con mayor 
cantidad de fieles en nuestro país, se destaca el crecimiento de las 
iglesias evangélicas que han impactado sobre el espacio público 
(Carbonelli et al., 2011). En este aspecto, el autor y las autoras 
manifiestan que una de estas participaciones en las disputas de 
sentidos “ha sido en los debates referidos a temas de moral sexual”, 
pero además han unido fuerzas con el catolicismo para oponerse a “la 
educación sexual, la anticoncepción, la bioética, la legalización del 
aborto y el matrimonio entre personas del mismo sexo” (Carbonelli et 
al., 2011: 28). 

Por último, es preciso indicar que al inicio del trabajo de campo y 
de indagar en la bibliografía pertinente, las voces de los pastores 
tuvieron un factor diferencial a la hora de exponer su posicionamiento 
respecto al proyecto de ley de interrupción voluntaria del embarazo. 
Sobre esto, Goncalves dirá que la figura del pastor “movilizan un tipo 
de carisma que es identificado a través de su reconocimiento como 
salvador, en la búsqueda capaz de llevar la vida en torno a un valor 
sagrado”!'?! (2016: 44). Siguiendo esta misma línea weberiana, 
Algranti dice que “el carisma designa un tipo específico de relación 
social en la que se ponen en juego cuestiones de autoridad, 
legitimación y obediencia, que se desprenden de las cualidades 
extraordinarias que detenta, exhibe, una persona.” (2014: 63). Por 
último, parece pertinente exponer el trabajo de Feria Ramos y García 
Cabrera para entender que el pentecostalismo y el neo- 
pentecostalismo presentan líderes carismáticos con incidencias 
políticas y económicas que buscan cristianizar a la esfera política 
mediante un lazo con las nuevas derechas (2020: 131-133). De aquí la 
importancia de examinar las posiciones que tienen los pastores 
pentecostales respecto al aborto, rol de la mujer y función del Estado. 


Pastores pentecostales frente al proyecto de Ley IVE en Cipolletti 


En la localidad de Cipolletti, provincia de Río Negro, tomó notoriedad 
pública el caso del ginecólogo Rodríguez Lastra por negarse a 


practicar un aborto no punible a una víctima de violación en abril del 
2017 en el Hospital de la localidad. El suceso se conoció meses 
después a través de la denuncia de Marta Milessi, entonces diputada 
de Río Negro y autora de la Ley Provincial 4.796 que regula y controla 
la atención sanitaria en casos de abortos no punibles en territorio 
rionegrino. El médico fue procesado y enviado a juicio oral en el 
2018, y el 4 de octubre del 2019 fue condenado por el Superior 
Tribunal de Justicia de Río Negro por el delito de incumplimiento de 
los deberes de funcionario público a las penas de un año y dos meses 
de prisión y el doble de inhabilitación por no haber realizado un 
aborto no punible, y quedando firme por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en el año 2021''”., 

A partir de esto, se realizaron movilizaciones e intervenciones en 
puntos estratégicos de la ciudad con apoyo de actores políticos bajo el 
lema Salvemos las dos vidas. Parte importante de estas actividades 
fueron organizadas por el Consejo Pastoral de Cipolletti, constituidos 
por pastores pentecostales. Al respecto, uno de nuestros entrevistados 
explicaba que “hoy no hay una gran diferencia entre las iglesias como 
lo había hace un tiempo atrás como con las bautistas. Todas adhieren 
a las mismas doctrinas y prácticas.” (Informante clave)!'*!. Sobre esto, 
hacía alusión a la Primera Encuesta Nacional sobre Creencias y 
Actitudes Religiosas en Argentina, donde el 7.9% representaba al 
pentecostalismo: “tenemos apego a la biblia como regla de fe y 
práctica, y al espíritu santo como quien nos guía en nuestras acciones” 
(Informante Clave). 

Por otro lado, el Consejo Pastoral además de coordinar marchas y 
actos públicos, como la del 10 de junio del 2018''”! donde se realizó 
un evento junto a otros actores políticos mediante la consigna 
Cuidemos las dos vidas, en alusión al embrión y a la mujer; entregaron 
dos proyectos al Concejo Deliberante de Cipolletti en relación a esto. 
El primero de estos proyectos presentados propuso declarar a la 
Ciudad de Cipolletti “Ciudad Provida y Profamilia” para que se 
“intensifiquen las acciones y los máximos esfuerzos para fortalecer la 
familia, protección a la madre y al niño por nacer” (Proyecto para 
declarar a la ciudad de Cipolletti Ciudad Provida y ProFamilia, 
Expediente 07/18: 3)'**; y el segundo, intentó que la ciudad adhiriera 
e instituyera el 25 de marzo como “Día del niño por nacer” con 
actividades que “garanticen la protección de los derechos del niño por 


nacer y la madre gestante” (Proyecto Día del Niño por Nacer, 
Expediente 08/18: 2)!'”!. La relevancia de estos hechos nos permite 
pensar a la religión como un hecho social con funciones políticas en 
pos de un “orden de las cosas” mediante la legitimación de sus 
prácticas y sus creencias. Como explica Bourdieu: 


Estas funciones sociales (...) tienden a transformarse más en funciones políticas 
a medida que la función lógica de ordenar el mundo (...) se subordina a las 
funciones socialmente diferenciadas de diferenciación social y de legitimación 
de las diferencias, es decir en la medida en que las divisiones que opera la 
ideología religiosa vienen a recubrir (en el doble sentido del término) las 
divisiones sociales en grupos o clases opuestas o antagónicas. (cit. en Espinoza, 
2010: 133-134) 


Esto nos llevó a indagar en cada uno de los proyectos 
presentados, sus discursos en medios periodísticos y contrastarlos con 
las entrevistas para mirar cuáles son los posicionamientos respecto al 
proyecto de ley IVE, sobre todo bajo tres dimensiones: la vida, el rol 
del Estado y el rol de la Mujer. 


Figura 1: 4ta. Circunscripción Judicial/Cipolletti, Juicio Rodríguez Lastra, septiembre del 2019 


Fuente: elaboración propia. 


La Vida 


Al indagar en cada una de las movilizaciones realizadas por los 
pastores, observamos que su oposición a la legalización del aborto 
estuvo marcada desde el concepto de estar a favor de la vida o de 


cuidar las dos vidas (ver figura 1). Tal como explican Jones et al., los 
evangélicos, y en nuestro caso puntual pentecostales, cambian la 
forma negativa de rechazo a la ley mediante una estrategia positiva 
hacia la vida (2013: 116). En tal sentido, uno de los pastores resaltaba 
que ellos creen que “en el mismo momento de la concepción ya es una 
criatura. Esa es nuestra postura, el defender la vida” (Entrevista a 
pastor 2)!'*!, Para imponer esta visión, los pastores realizaron 
diferentes intervenciones en distintos espacios de la ciudad armando 
escenarios como el del día 10 de junio del 2018 bajo el lema Cuidemos 
las dos vidas en pleno centro de Cipolletti; las participaciones en apoyo 
a Rodríguez Lastra en el Juzgado de Instrucción en el año 2019; las 
invitaciones especiales a políticos y políticas en templos evangélicos; y 
los proyectos enviados en el año 2018 para declarar a la ciudad 
Provida y Profamilia y la adhesión al Día del niño por nacer firmados 
por los pastores Alejandro Miniscarco, Néstor Urrutia y Sergio 
Penizzotto. En vista de esto, observamos que las acciones llevadas a 
cabo por los pastores pentecostales reflejan un intento por legitimar 
sus percepciones en el espacio social y político, en otras palabras, “el 
interés religioso que se pone en juego en un campo tiene por principio 
la legitimación de determinadas condiciones de existencia y de 
posición social en el espacio global del poder” (Espinoza, 2010: 135). 

En base a los estudios como el de Goncalves (2016) y el de Jones 
et al. (2013), se encontró que los pastores pentecostales de la ciudad 
de Cipolletti mantuvieron tres dimensiones argumentativas para la 
legitimación de estos conceptos. La primera, la religiosa, donde se 
asume que “la defensa de la vida y la familia” son “principios y 
valores que están en la palabra de Dios” y “Dios es el dador de la 
vida”, por lo cual la vida en este sentido tiene un origen divino: 
“nosotros que vemos la Biblia nos damos cuenta que, si el señor nos 
creó a nosotros, él es dueño de nuestra vida” (entrevista a pastor 1) 
1191 aunque esta estrategia fue utilizada en pocas ocasiones y en 
templos evangélicos. 

Por otro lado, se utilizó con énfasis a la biomedicina como 
herramienta científica para legitimar que “la ciencia ha confirmado la 
plena personalidad del niño por nacer” (Expediente 8/18: 2), 
aludiendo al Dr. Jéróme Lejeune!?”! y explicando que la concepción es 
el comienzo del ser. En este aspecto, también se nombró a Gabriel 
Balerini, político de derecha y pastor bonaerense, especialista en ética 


biomédica. Además, se contó con la presencia, en varias 
oportunidades, del médico toco-ginecólogo J. Maciel'?'!, quien tiene 
una postura conservadora. Al respecto, se nos comentó que se 
realizaron “charlas en donde se invitó a profesionales de la salud a 
que cada uno pueda exponer su tema” (Entrevista a pastor 2). 
Estableciendo así que la vida comienza en la concepción y por lo tanto 
la interrupción de ésta es un delito, que tendrá su demostración en los 
posicionamientos legales que exponen los pastores. 

En materia jurídica, los pastores pentecostales de la ciudad 
fundamentaron que en “nuestra Suprema Ley Fundamental, tiene 
plena vigencia el Pacto de José de Costa Rica, por la que se reconoce 
la vida desde la fecundación” (Expediente 07/18: 1). En concordancia 
con esto, se afirma que la Convención de los Derechos del Niño se 
aplica “tanto antes como después del nacimiento” (Expediente 
8/18:1), exponiendo así que desde la concepción existe vida y que “el 
derecho a la vida es el más supremo, a partir del cual cobran sentido 
los demás derechos del ser humano” (Expediente 07/18:2). De 
acuerdo con esto, como existe vida desde la concepción, existe 
también una persona que es “susceptible de adquirir derechos y 
contraer obligaciones” (Expediente 8/18, p.1), por lo tanto, esta vida 
del niño por nacer está por sobre las decisiones de las mujeres, cómo lo 
manifestó José Penizzotto: “no se puede pensar en ampliar los 
derechos de una persona, quitándole derechos a otra persona” (Diario 
Río Negro, julio 13, 2018)!'??!. 

Sin embargo, la fragmentación y la heterogeneidad dentro del 
campo evangélico, y en nuestro caso el pentecostal, permiten que “se 
hagan públicas posiciones evangélicas muy diversas sobre temas como 
el aborto” (Jones et al., 2013: 113). Desde este punto, se halló 
disidencias en cuanto a imponer un discurso provida que sea 
representativo de los pastores de la ciudad. Sobre esto, el pastor Jaime 
Flores, teólogo y exministro con ordenación de Alianza Cristiana y 
Misionera (afiliada a ACIERA), dijo que no se puede “declarar provida 
a una ciudad llena de asentamientos, merenderos, violaciones, 
muertes crueles al extremo, injusticia, inundaciones y pobreza de los 
que ayer medianamente sobrevivían” (LM de Cipolletti, 2 de mayo, 
2019)'?”!, expresando su desacuerdo con las acciones llevadas a cabo 
por el Consejo Pastoral. Asimismo, uno de nuestros entrevistados 
perteneciente al Consejo Pastoral, postulaba que, desde su punto de 


vista personal, el “aborto se puede llegar a practicar por cómo esa 
mujer llegó a estar embarazada, puede ser un hecho de violencia, una 
violación, abusos” (entrevista a pastor 2). Por lo tanto, si bien los 
pastores pentecostales se pueden aglutinar bajo algunos lemas como 
salvar vidas no es delito, al indagar en profundidad observamos que 
existen diferentes posiciones en donde algunos de ellos manifiestan 
que la interrupción puede llegarse a practicar dependiendo de los 
casos: “cada caso tendríamos que analizarlo en particular” (entrevista 
a Pastor 2). 

Sobre lo expuesto, se puede percibir que no existe una posición 
única de los pentecostales frente a los derechos reproductivos de la 
mujer, aunque en mayor medida se examinó que los pastores 
pertenecientes al Consejo Pastoral realizaron mayores intervenciones 
para dar a conocer sus puntos de vista. Por otro lado, los discursos en 
contra de la lucha por ampliar los derechos de las mujeres se 
construyen a partir de diferentes campos como el religioso, científico y 
jurídico. En cuanto a esto, existe una construcción discursiva que 
puede producir sentidos únicos y que provienen “de campos tan 
diferentes, algunos incluso antagónicos, como en el caso del discurso 
científico y religioso, debido a la esencia de ambos, pero que parecen 
entrelazados en apoyar la posición en contra del aborto”!?* 
(Goncalves, 2016: 186). Además, esto nos permite poner en tensión no 
solo las prácticas que tienen los pastores para construir sus posiciones, 
sino también de cuestionar en cómo las “construcciones seculares y 
religiosas se solapan en la sanción de las principales normas legales 
que regulan la sexualidad” (Vaggione, 2014: 218). 


Estado 


Otro punto interesante a analizar, fue el interés de los pastores por 
legitimar a través del Estado Municipal sus principios religiosos 
mediante formas jurídicas. Durante el 2018, mientras avanzaba la 
discusión del proyecto de la IVE, los pastores pertenecientes al 
Consejo Pastoral presentaron, en mayo del mismo año, dos proyectos 
para declarar a la ciudad Provida y Profamilia y, por otro lado, que la 
ciudad adhiera al Día del niño por nacer, con la finalidad de proteger y 
defender el derecho a la vida. Al respecto, el pastor S. Penizzotto 
manifestó ante un medio periodístico regional que los pastores 


“Estamos fijando una postura y pidiendo que la ciudad se exprese. 
Creemos que es bueno que Cipolletti fije una postura” (Diario Río 
Negro, 23 de mayo, 2018)'?”!. En este sentido, la lucha por la 
legitimación simbólica “convierte al propio Estado en una de las 
mayores apuestas en la lucha por el poder simbólico” (Bourdieu, 
1999: 245). En concordancia con esto, los pastores pentecostales de 
Cipolletti realizaron diferentes acciones para aplicar, en el ejido 
municipal, su visión de la realidad, tejiendo relaciones estratégicas 
con personalidades políticas de la línea conservadora. 

Para comprender más a fondo esta lucha, se indagó acerca de cuál 
es el rol que debe cumplir el Estado según el posicionamiento 
pentecostal. Desde este aspecto, se encontró que, según el Consejo 
Pastoral, es “obligación del estado ser garante del cumplimiento 
igualitario de todos los derechos humanos” (Expediente 07/18:1). 
Pero esta obligación estatal debe ser “a través de la aplicación de 
políticas para inculcar valores” (Expediente 07/18: 1), estableciendo 
la importancia en legislar ética y moralmente desde sus creencias. 
Además, el Consejo Pastoral dirá que el “Estado en sus tres niveles 
asigne e instrumente las herramientas que garanticen la protección de 
los derechos del niño por nacer y de la madre gestante” (Expediente 
8/18: 2). Dicho esto, Vaggione afirma que “lejos de replegarse, el 
impacto de los movimientos feministas y por la diversidad sexual ha 
llevado a la Iglesia a reforzar su papel de guardián moral de la 
sexualidad sobre los creyentes y ciudadanos” (2014: 214). Al respecto, 
uno de los entrevistados explicó que la posición fijada por el gobierno 
nacional para dar el debate “está en contra de lo que Dios dejó escrito 
en su palabra, y nosotros como iglesia no tenemos que apoyar esa 
decisión que el gobierno toma” (Entrevista a pastor 2). Por lo cual, 
para cumplir con estos objetivos, los pastores pretendían que no solo 
se reconozca “el carácter de persona al ser humano desde la 
concepción” (Expediente 8/18: 2), sino que se legitimara su discurso 
en toda la documentación oficial del municipio bajo el lema 
“Cipolletti ciudad Provida” y que se promovieran actividades 
relacionadas al “niño por nacer” y a “la mujer gestante” (Expediente 
07/18: 3). 

Por otro lado, se estableció que existió cierta relación con un 
sector de la esfera política que apoyó las demandas mediante 
diferentes acciones conjuntas en la ciudad de Cipolletti. Entre los 


apoyos políticos, estuvo Aníbal Tortoriello, quien fuera intendente por 
entonces, y su par, María Lazzaretti, presidenta del Concejo 
Deliberante entre el 2015-2019. Tortoriello, de religión católica y 
asociado a Juntos por el Cambio, se manifestó públicamente acerca de 
los proyectos enviado por el Consejo Pastoral, mientras que Lazzaretti 
no solo se expresó a favor, sino que también elevó un proyecto bajo el 
Expediente 87/18, el cual fundamenta y pretende legislar a favor de la 
defensa del niño por nacer y la mujer embarazada. Asimismo, se 
realizaron varias actividades para oponerse al proyecto de ley IVE en 
diferentes puntos estratégicos de la ciudad como por ejemplo la plaza 
central, el Centro Cultural y templos evangélicos del centro bajo el 
lema ProVida. En estas intervenciones participaron parte del gobierno 
municipal con otres invitades importantes como Cynthia Hotton en 
julio del 2019, quien era precandidata a vicepresidenta por el Frente 
NOS o la presencia de David Schelereth entre el 2018-2019, en calidad 
de diputado nacional. Esto permite dar cuenta de las articulaciones 
políticas-religiosas bajo un orden de lo sexual conservador que 
apuntaló a estructurar el posicionamiento cristiano de los pastores en 
la ciudad de Cipolletti. Acerca de esto, se puede establecer que existe 
una modalidad directa para incidir en el Estado estableciendo alianzas 
con agentes de la política, sobre todo de tendencia de derecha, y 
sectores del catolicismo por parte de los pentecostales, como indica 
Bossio, existe una mayor complejización de las intervenciones de los 
pentecostales en la política mediante alianzas para oponerse a los 
proyectos que amplíen los derechos en materia de género (2019: 86). 

Sin embargo, a pesar de que gran parte de los pastores 
pentecostales estuvieron en contra de los derechos reproductivos de 
las personas gestantes, no todos participaron de las intervenciones 
llevadas a cabo. Referente a esto, uno de los pastores en la entrevista 
nos explicaba que “nosotros no participamos en esas cosas, pero 
siempre estuvimos en contra de esa ley que el gobierno autorizó” 
(Entrevista a pastor 1). Incluso, dentro del Consejo pastoral había 
pensamientos diferentes en cuanto actividades relacionadas con 
referentes políticos, “Ese hecho hace que algunos pastores piensen que 
se están mezclando con la política, pero no tiene nada que ver” 
(entrevista a pastor 2). 

Considerando lo mencionado, se puede notar que mientras el 
proyecto se debatía en el Congreso, los pastores intentaron establecer 


regulaciones a través de iniciativas y eventos destinados a consolidar 
sus creencias. Por otra parte, en esta defensa por la vida, realizaron 
alianzas con una dirigencia política de derecha en diferentes espacios 
estratégicos de la ciudad para promover sus posicionamientos 
simbólicos y así instrumentar políticas públicas, a pesar de que no 
todos los pastores estuvieron de acuerdo con estas relaciones. En 
concreto, las conexiones de los pastores con la política de derecha “no 
solo representan la reacción contra la agenda de género y diversidad 
de sus propias bases denominacionales, sino que su propio crecimiento 
conforma el ambiente político-ideológico donde se gesta la densidad 
de las resistencias a esa agenda emancipadora” (Semán, 2019: 44). 


Rol de la mujer 


Finalmente, en esta Defensa por las dos vidas, la mujer tiene un papel 
de vital importancia en sus posicionamientos. Sobre esto, el día 20 de 
mayo del 2019 en la Plaza San Martín, ubicada en el casco céntrico de 
Cipolletti, el pastor J. Penizzotto indicó que se los acusabas de “no 
estar interesados en la mujer, en la salud de la mujer” aunque precisó 
que eso “no es verdad porque nuestro mensaje es y sigue siendo 
“salvemos las dos vidas”, es decir nos importa la vida de la mujer y del 
niño por nacer”. Asimismo, en apoyo al accionar del ginecólogo 
Rodríguez Lastra al impedir un aborto a una joven violada, dijo que 
“salvaron a una mujer y salvaron a un niño por nacer” (Plaza San 
Martín, 20 de mayo del 2019)'””!. En tal sentido, en las entrevistas nos 
explicaban que las actividades llevadas a cabo bajo el lema “salvemos 
las dos vidas” hacían referencia a “la vida de la mujer justamente para 
no ponerla en riesgo de un aborto, y también salvar la vida del niño 
por nacer” (Entrevista a pastor 2). Por lo cual, esta oposición a los 
derechos reproductivos de la mujer se presenta de una manera 
positiva bajo la defensa de la vida de la mujer, pero siempre en 
relación con el rol que debería cumplir. 

Al analizar las intervenciones realizadas durante el 2018 al 2020 
en la ciudad de Cipolletti, bajo el lema cuidemos las dos vidas, se 
hicieron referencias no solo al niño por nacer sino que también a la 
protección de la madre como partícipe necesaria para esta defensa. 
Como expuso el Consejo Pastoral, esta “mujer embarazada” cumple un 
“rol trascendental para el destino de la humanidad” (Expediente 8/18: 


2). Pero este rol no es otra cosa que la función de la maternidad, por 
lo cual fomentan “el apoyo al entorno que mejor procura la 
concepción: el compromiso de amor en la familia” (Expediente 07/18: 
1). De acuerdo con esto, la protección debe ser dirigida a que la mujer 
pueda realizar la actividad maternal para el desarrollo del niño por 
nacer. Además, en los proyectos de ordenanza, propusieron realizar 
acciones para la mujer gestante, entre ellas: “Sensibilizar a la madre, 
familia y a la comunidad en general sobre la importancia de proteger 
al Niño por Nacer”, “propiciar y comprometer la participación de la 
mujer [...] para contribuir al nacimiento de un niño en condiciones 
adecuadas” y “fortalecer los conocimientos respecto a la salud 
materno perinatal con un enfoque de derechos de la madre y del Niño 
por Nacer”, entre otras (Expediente 08/18). 

De modo que, esta lucha simbólica por legitimar la defensa de las 
dos vidas es al mismo tiempo una lucha por el control y la restricción 
sobre las decisiones de las personas gestantes a interrumpir su 
embarazo. En este aspecto, esta fuerza simbólica por establecer una 
visión acerca de las dos vidas es también un poder que se ejerce sobre 
los cuerpos, ordenando lo social pero que es al mismo tiempo orden 
de los cuerpos, esto explicaría que la dominación masculina, 
antonomasia de la violencia simbólica y la sumisión femenina, “es a la 
vez y sin contradicción espontánea y extorsionada, si se advierten los 
efectos duraderos que el orden social ejerce sobre las mujeres” 
(Bourdieu, 1999: 225). 


Conclusiones 


Durante la discusión del proyecto de ley de Interrupción Voluntaria 
del Embarazo (IVE) en Argentina, entre 2018 y su aprobación en 
2020, los pastores pentecostales mostraron su intención de mantener 
un orden en cuestiones de derechos reproductivos mediante diversas 
prácticas de legitimación simbólica. Vaggione señala que “si bien la 
cara más expuesta de los DDSSRR órbita alrededor del estado o la 
ciudadanía, también están atravesados por la pregunta sobre el papel 
de lo religioso en las democracias contemporáneas” (2014: 210). Para 
imponer sus puntos de vista, los pastores presentaron proyectos en el 
Concejo Deliberante, organizaron actividades en el casco céntrico de 
Cipolletti bajo el lema salvemos las dos vidas y establecieron 


conexiones con políticos/as de derecha. Este análisis permitió abordar 
sus posturas sobre el aborto, el rol de la mujer y el papel del Estado. 

Por un lado, hallamos que los pastores se alzaron en contra del 
aborto bajo una forma positiva bajo el lema A favor de la vida 
poniendo el foco central en el niño por nacer. Para legitimar esta 
posición utilizaron argumentos de tipo religiosos, científicos y 
jurídicos, a través de diferentes actividades, para defender su creencia 
frente a la lucha que se daba por el proyecto de Interrupción 
Voluntaria del Embarazo. Pero al hacer un análisis más detallado 
acerca de las posiciones particulares que tuvieron los pastores 
pentecostales acerca del aborto, nos encontramos que existieron 
discrepancias con las posturas que tomó el Consejo Pastoral cipoleño. 
Además, se hallaron disidencias respecto a que en todos los casos la 
práctica de interrupción del embarazo debe ser considerada como 
delito. 

Asimismo, el Estado se convirtió en un objetivo importante para 
estructurar en la sociedad cipoleña sus formas de percepción respecto 
al proyecto de ley. Para lograr este propósito, los pastores 
pentecostales contaron con el respaldo del gobierno municipal 
encabezado por el exintendente A. Tortoriello y la expresidenta del 
Consejo Deliberante, M. Lazzaretti, pertenecientes al partido de Juntos 
por el Cambio. Aparte, se aliaron con figuras prominentes de la 
derecha conservadora, como el diputado Schlereth, la exsenadora y 
actual diputada Cristina Fiore, y Cynthia Hotton, exdiputada, entre 
otres. No obstante, no todos los pastores pentecostales de la ciudad 
fueron parte de estas estrategias, ni todos estaban de acuerdo con las 
relaciones políticas que se tejían en medio del debate. 

Por otro lado, en esta lucha por imponer su visión acerca de los 
derechos reproductivos, el rol de la mujer tenía un papel 
“trascendental para el destino de la humanidad” (Expediente 8/18: 2), 
según los pastores. En esta perspectiva, las mujeres debían cumplir 
con su rol que consistía en ser madre o mujer gestante de ese niño por 
nacer. Para lo cual, pretendieron legislar mediante diferentes 
ordenanzas al Concejo Deliberante de Cipolletti para sensibilizar a la 
madre quien debería darle las condiciones adecuadas a este niño por 
nacer. De esta manera, los pastores intentaron construir una 
estructuración de sentidos acerca de la mujer y su función, en base a 
su creencia, lo que también implicaba una imposición de normas sobre 


los cuerpos de las mujeres. Resumiendo, en el debate por los derechos 
reproductivos de las personas gestantes, se encontró que los pastores 
pentecostales utilizaron distintas estrategias argumentativas en donde 
se solapaba lo religioso con lo jurídico y lo científico. Sin embargo, al 
interior del grupo religioso, los pastores mostraban posiciones 
diferentes acerca de las prácticas que llevó adelante el Consejo 
Pastoral de la ciudad. Por otro lado, a pesar de que las relaciones de 
los evangélicos con la política no son novedosas en Argentina, es 
esencial seguir investigando estas alianzas con la esfera política para 
comprender no solo como se dan estos vínculos, sino también las 
posiciones de los pastores y de los fieles en estas relaciones. Además, 
es importante comprender que todos los actores religiosos que se 
analizaron en este estudio fueron hombres, ya que fueron las voces 
más representativas en los medios de comunicación o en los 
documentos oficiales, abriendo interrogantes acerca de las funciones 
que cumplen las mujeres dentro de la organización pentecostal. Por 
último, si bien esta investigación destaca la complejidad de las 
prácticas de legitimación simbólica de los pastores pentecostales para 
imponer sus visiones sobre el mundo, es necesario continuar 
estudiando el tema en una zona en donde el pentecostalismo continúa 
generando adeptos. 
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1. Estudiante de Comunicación Social, fue Becario del Consejo Interuniversitario 
Nacional y es investigador estudiante del proyecto. « 

2. Diversidad de “actores sostienen una agenda común centrada en la defensa de un 
orden sexual conservador, basado en la heterosexualidad, el matrimonio, la 
monogamia y la reproducción” (Morán Faúndes, 2015: 409). « 

3. La Constitución Nacional Argentina, en su artículo 78, indica que para sancionar 
una ley primero tiene que ser aprobada por las dos cámaras legislativa y luego ser 
aprobada y promulgada por el Poder Ejecutivo. « 

4. Rodríguez Lastra, exjefe del servicio de Ginecología del hospital de Cipolletti, fue 
declarado culpable por el delito de incumplimiento de los deberes de funcionario 
púbico al obstruir un aborto legal a una joven víctima de violación en el año 
2017.<« 

5. Hemos analizado los discursos de los pastores a través de las notas periodísticas en: 
Diario Río Negro y LM Cipolletti. « 

6. Los videos fueron seleccionados en la red social “Facebook” bajo el nombre de 
página: “Pastores de la Ciudad-Cipolletti”, cuenta administrada por el Consejo 
Pastoral de Cipolletti. « 

7. En este aspecto, es necesario indicar que todos los discursos y las entrevistas 
analizadas fueron hechas por varones cis. Además, hemos resguardado la identidad 
de los entrevistados por la información valiosa que han compartido para este 
trabajo. « 
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. Luego de los primeros indicios a través de los medios periodísticos y de nuestro 


informante clave, decidimos entrevistar a dos pastores pentecostales con las 
siguientes características: Un pastor que pertenezca al Consejo Pastoral de 
Cipolletti y otro que no forme parte del Consejo Pastoral. « 


. El neo-pentecostalismo es también denominado como pentecostalismo de segunda 


generación. Mantiene las mismas doctrinas pentecostales del protestantismo 
fundamentalista, pero con una oferta más atractiva y enseñanzas teológicas 
modernas para los consumidores religiosos (Díaz Pavón, 2010: 38-39). « 

Corriente teológica nacida en América Latina en la década de 1960, ligada a las 
ciencias humanas y sociales y que se caracteriza por un vínculo preferencial por los 
pobres. « 

Región geográfica del extremo sur argentino comprendido por las provincias de 
Neuquén, Río Negro, Chubut, Santa Cruz, Tierra del Fuego, Antártida e Islas del 
Atlántico Sur. « 

Versión original: “mobilizam um tipo de carisma que é identificado através do seu 
reconhecimento na qualidade de salvador, na busca de uma forma capaz de 
conduzir a vida em torno de um valor sagrado” (Traducción realizada por el autor 
de este capítulo). « 

Sentencia publicada en https: //bit.ly/3z11wXJ.< 

Aportes realizados en septiembre del 2020. « 

Ver en https: //bit.ly/3RC5ul0. « 

De aquí en más se referenciará como Expediente 07/17. « 

De aquí en más se referenciará como Expediente 08/18. « 

Entrevista realizada en noviembre del 2022. « 

Entrevista realizada en septiembre del 2022. «: 

Médico genetista francés y activista provida, quien descubrió la trisomía 21 o 
Síndrome de Down. « 

Su nombre fue conocido en los medios de comunicación luego de que habría 
divulgado el historial clínico de una víctima menor de edad en la provincia de 
Tucumán durante el 2019. Ver más en https: //bit.lIy/3RyDSNO< 

Ver en https: //bit.ly/3XyRjRI+ 

Ver en https://bit.ly/4ezoaM6 « 

Versión original: «de campos táo distintos, alguns, inclusive, antagónicos, como no 
caso do discurso científico e o discurso religioso, em virtude da esséncia de ambos, 
más que aparecem imbricados na sustentacáo da posicáo de contrariedade ao 
aborto». (Traducción realizada por el autor del capítulo). « 

Ver en https: //bit.ly/3xo1PRd « 

Video publicado en https: //bit.ly/45CHPH1 « 


Experiencias emergentes ante el 
modelo de políticas educativas top 
down en pandemia 


Cecilia A. Balladinil'! 


A modo de introducción 


En el marco del proyecto de investigación, Conflictividad social, 
Estado y Praxis en la Neoliberalización de la sociedad. Un análisis 
desde el Alto Valle de Río Negro, perteneciente a la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional del Comahue, 
identificamos un núcleo de conflictividad social en el ámbito de la 
educación, en el contexto de pandemia. Centramos el análisis a la 
trama de sentidos que construyen actores en este escenario a partir de 
una situación límite como lo es la pandemia, que hizo visible y agravó 
los problemas, conflictos y tensiones que son manifestaciones de 
prácticas que resisten y otras que emergen en estos escenarios dela 
Patagonia, particularmente, de la ciudad de General Roca, de la 
provincia de Río Negro. Es por ello que los núcleos de conflictividad 
social a indagar en el campo de la educación, específicamente en la 
inicial y media, son los escenarios que surgieron para los nuevos 
modos de interacción pedagógica. Se trata de indagar y registrar los 
recursos, modos pedagógicos que se construyeron desde las propias 
prácticas de actores que son movilizados desde el proceso 
participativo, de apropiación de la experiencia, para intentar cierta 
modificación de la realidad que se les presenta, creando lazos por 
medio de prácticas de comunicación, desde una relación dialógica que 
pone en juego el poder de la acción y de toma de decisión de la 
comunidad educativa (docentes, padres, estudiantes...) en este caso. 
En un primer acercamiento, analizamos las prácticas de actores en 
esos escenarios, por medio del relevamiento virtual de experiencias 
que quedaron registradas, dado que el aislamiento obligatorio nos 


impedía acercarnos a los colegios o actores. Y también examinamos el 
modo específico de acción estatal por medio de las políticas 
educativas y de los proyectos que se presentaron a través de los 
ministerios de educación nacional y provincial. Este análisis está 
atravesado por algunos de los ejes que se propusieron en el proyecto y 
que nosotros fuimos relacionando con el sentido de ruptura. La 
ruptura de la tradicional presencialidad áulica, de esta práctica social, 
de las formas, modos, contenidos, recursos y medios que se ponían en 
juego en esa cotidianeidad, permitió visibilizar otras realidades, otras 
cotidianeidades. La ruptura tiene el efecto de tornar visible lo 
invisible. El mundo neocapitalista oculta lo doloroso detrás de la idea 
de adaptabilidad ante la ruptura. “El liberalismo disimula la ruptura 
detrás de la idea de elasticidad, flexibilidad, adaptabilidad, las cuales 
aparecen como las nuevas virtudes de las generaciones más jóvenes” 
(Marin, 2021: párr. 7)”. Y esta adaptabilidad rompe con el relato del 
sujeto “autónomo y autosuficiente” de la sociedad contemporánea, 
fundada en la lógica de un ser solitario que puede prescindir de los 
demás para su autosubsistencia. Y esto quedó visibilizado cuando esta 
ruptura colectiva que se impuso en nuestras cotidianeidades, rompió 
con prácticas instituidas y dejó paso a prácticas instituyentes. 

¿Por qué indagar desde el campo de la comunicación estas 
prácticas? Las prácticas escolares de estos actores están atravesadas 
por tensiones, por la diversidad. Desde la concepción de Uranga 
(2004), las entendemos como experiencias de comunicación y como 
una manifestación de lo político, entendido éste como actividad de 
intervención de actores sociales en los asuntos públicos. Por eso, nos 
interesa indagar sobre estas acciones por medio de las que actores van 
configurando modos de comunicación, la comunicación entendida 
como proceso social de producción, intercambio y negociación de 
sentidos que configuran modos de entender, modos interpretativos en 
una sociedad, y generan claves de lectura comunes. 

Este capítulo consta de cuatro apartados de indagación: 
Pandemia, ruptura y políticas educativas; Descentralidad de la vida 
cotidiana y prácticas sociales; Relato de experiencias radiales que 
surgieron de abajo hacia arriba, desde los márgenes y la periferia; 
Experiencias de comunicación para el cambio social. 


Pandemia, ruptura y políticas educativas 


Ante la apremiante situación de pandemia los ministerios de 
educación nacional y provinciales elaboraron estrategias específicas 
para quienes no contaban con acceso a internet. Por ejemplo, el 
Ministerio de Educación de la Nación, la Secretaría de Medios y 
Comunicación Pública y Educ.ar S.E., sumaron contenidos a sus 
programas, y la plataforma Seguimos Educando, emitidos tanto en la 
radio como en la televisión. Según información otorgada en este portal 
Educ.ar!”!, “los contenidos educativos son emitidos al aire por los 
canales Pakapaka y Encuentro, con una programación diaria, y por 
más de cincuenta radios nacionales, públicas, universitarias, escolares 
y comunitarias de todo el país” (Educ.ar, 2021:párr.2). En esta 
propuesta se articulan “los contenidos de TV, una serie de cuadernillos 
y materiales digitales a fin de facilitar y promover el acceso a 
contenidos educativos y bienes culturales hasta tanto se retome el 
normal funcionamiento de las clases” (Educ.ar, 2021: párr. 3). 

En la misma línea en la provincia de Río Negro, mediante la 
Resolución N” 2580 “Principios políticos y pedagógicos en tiempos de 
Aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO)”!*!, se comunica 
que, teniendo en cuenta la Ley Orgánica de Educación F N” 48109 de la 
Provincia de Río Negro, “es necesario desarrollar estrategias que 
permitan sostener los vínculos de la comunidad escolar, en la 
situación de ASPO, configurando otra forma de presencia en la 
lejanía” (Resolución N” 2580, 2020:1). Para ello se promueve 
“asegurar una continuidad pedagógica a todas y todos los 
estudiantes”, por medio de la comunicación y el acompañamiento de 
los y las docentes y de los equipos de conducción institucional, 
configurando diversas opciones de “construcción del vínculo 
pedagógico a través de dispositivos que den identidad institucional y 
autonomía a la hora de llevarlos a cabo respondiendo a las realidades 
de las comunidades educativas, con el fin de garantizar el acceso a la 
educación” (Resolución N” 2580, 2020:2). Para cumplir con estos 
propósitos del proceso de enseñanza y de aprendizaje destacan “las 
producciones docentes en soportes digitales e impresos, programas a 
través de la radio y la televisión de Río Negro”, y programas y 
contenidos difundidos por la Nación. También indican que “se 
distribuyen cuadernillos educativos elaborados por docentes 
rionegrinos y rionegrinas, a los que se suman la serie Seguimos 
Educando elaborados por el Ministerio de Educación de la Nación 


Argentina” (Resolución N* 2580, 2020: 2). 

En relación al vínculo con las familias, proponen desde el 
Ministerio de Educación y Derechos Humanos “recursos materiales 
que orientan la construcción de rutinas en la vida cotidiana: horarios 
para el trabajo, la recreación, las actividades o expresiones artísticas, 
la alimentación, la actividad física, los momentos para el estudio y el 
descanso” (Resolución N” 2580, 2020: 2). Finalmente, destacan que 
“con el objetivo de institucionalizar en tiempos de ASPO nuestro 
sistema educativo jurisdiccional y favorecer la construcción de una red 
de comunicación”, diseñaron “aulas digitales en la plataforma del 
Ministerio de Educación y Derechos Humanos” donde “los y las 
docentes pueden encontrarse, compartir saberes, experiencias y 
establecer acuerdos” (Resolución N” 2580, 2020: 2). 

Esas fueron las políticas públicas visibles, difundidas. Sin 
embargo, más allá de estas medidas, la estrategia de comunicación de 
los gobiernos fue, principalmente, difusionista, con una perspectiva 
verticalista, unidireccional, centrada en los medios masivos y en 
medios digitales, una forma de intentar llegar a la mayoría de la 
población educativa en corto plazo. No obstante, las diferentes 
realidades de esa comunidad afloraron, no solo a nivel nacional, sino 
también regional y local. Una de las problemáticas que emergió con 
fuerza y se visibilizó y visualizó fue el desigual acceso a los distintos 
recursos digitales y a la conectividad desde los diversos hogares. 

Según un relevamiento del Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia (UNICEF) Argentina (2020)'”!, los datos de la Encuesta 
Rápida correspondientes “a la primera ola ya mostraban que el 40% 
de los hogares con niños, niñas y adolescentes no cuentan con una 
computadora o tableta y que 3 de cada 10 tampoco acceden a 
conectividad domiciliaria” (UNICEF, 2020:5). Asimismo se indica en 
este informe que se observan importantes contrastes territoriales en el 
país: “en el NOA y NEA se registran los valores más bajos de acceso a 
estos recursos —la mitad de los hogares no accede a computadora y 
una proporción similar no cuenta con conectividad”. Mientras que “en 
el resto de las regiones la disponibilidad de computadoras abarca 
prácticamente a dos tercios de los hogares y, particularmente en el 
AMBA y Patagonia, el acceso domiciliario a internet se ubica en torno 
al 75%” (UNICEF, 2020: 5). 

Otro indicador de análisis, que marca este relevamiento, es al tipo 


de colegio al que asisten los estudiantes, lo que toman como “una 
variable proxy de la extracción social de los hogares” y que indica las 
diferencias “en el acceso a estos recursos digitales clave para sostener 
la escolaridad a distancia”. A partir de los datos obtenidos de la 
Evaluación Nacional del Proceso de Continuidad Pedagógica en su 
componente de hogares (realizado con el apoyo de UNICEF), se 
determinó que “la disponibilidad de computadoras prácticamente se 
duplica entre aquellos que cursan en escuelas privadas respecto de 
quienes lo hacen en el ámbito estatal”. Asimismo “el 90% de los 
hogares con estudiantes en instituciones de gestión privada cuenta con 
acceso domiciliario a internet”, sin embargo, este valor disminuye al 
60% para quienes concurren a establecimientos estatales (UNICEF, 
2020: 5). 

En base a estos datos podemos sintetizar que si bien en la 
Patagonia “el acceso domiciliario a internet se ubica en torno al 75%”, 
es un porcentaje que hay que relacionar con el indicador que señala 
que solo el 60% de estudiantes que van a escuelas estatales accede a 
internet domiciliario y articularlo con las zonas rurales y los barrios y 
pueblos alejados de las urbes. Es decir, la centralización en el acceso a 
internet y en la disponibilidad de recursos digitales. Y, por eso, hay 
que indagar también qué prácticas resistieron y qué otras emergieron 
en los lugares donde ese porcentaje de estudiantes no tuvo acceso y 
disponibilidad, donde su vida cotidiana es diferente a la de los que 
pudieron acceder y disponer de esos recursos. 

Entonces, cuál fue el primer modelo de implementación 
predominante de las políticas públicas en educación que se 
delinearon, es decir, ese “conjunto de objetivos, decisiones y acciones 
que lleva a cabo un gobierno para solucionar los problemas que en un 
momento determinado los ciudadanos y el propio gobierno consideran 
prioritarios” (Tamayo Sáez, 1997: 2). 

Los datos hasta aquí relevados nos permiten observar cómo tanto 
el gobierno nacional como provincial, tomó decisiones en base a 
recursos públicos finitos, dando prioridad a ciertos objetivos y 
seleccionando a los destinatarios a quienes irían dirigidos esos 
recursos. Siguiendo a Tamayo Sáenz (1997), podríamos analizar, en 
un primer momento, a esta estrategia de política pública en educación 
desde “una perspectiva tanto racionalista como desde el 
incrementalismo. “Este “tercer enfoque” denominado mixed scanning 


(Etzioni, 1967, en Aguilar, 1992) toma distancia de los dos modelos y 
los reúne proponiendo efectuar una exploración mixta de la 
elaboración de las políticas”, indica el autor (Tamayo Sáenz, 1997: 
13). Y continúa explicando que “la racionalidad, por imperfecta que 
sea, debe utilizarse para las grandes decisiones de las políticas, para 
determinar la orientación estratégica que el incrementalismo no 
permite, y, la adaptación y el ajuste, para adecuar la decisión a las 
capacidades organizativas reales y los determinantes políticos 
presentes” (Tamayo Sáenz, 1997: 13). 

Por eso, continuando con este planteo, Tamayo Sáenz resume que 
“el decisor público debe tener en cuenta en el momento de la 
formulación no sólo la racionalidad, los valores de eficacia y eficiencia 
económica que recomienda una política intachable desde el punto de 
vista técnico” y agrega que “sino también la viabilidad y legitimidad 
políticas, el valor de la sensibilidad democrática, que recomienda 
tener en cuenta quién gana qué y quién pierde qué con cada 
alternativa” (Tamayo Sáenz, 1997: 13). Es decir, que teniendo en 
cuenta las fases del proceso de las políticas públicas, al principio de la 
pandemia, durante el diseño de las políticas en educación, en la etapa 
de formulación y elección de una alternativa se puede visibilizar 
claramente a los “beneficiarios” (estudiantes que tuvieran internet y/o 
acceso a medios masivos de comunicación nacionales y/o 
provinciales), pues era viable técnica y políticamente y visible por una 
población beneficiaria amplia pero no única. 

Asimismo, en esta implementación de la política top down!'*! o de 
arriba hacia abajo de los gobiernos nacionales y provinciales, se 
asumió una división entre los que tomaron las decisiones (gobierno) y 
los que debían ejecutarlas (directivos y docentes), aplicarlas de la 
manera que pudieran (con los recursos que disponían cada 
organización educativa y cada docente en particular), imaginando un 
grupo beneficiario de similares recursos, capacidades, percepciones, 
modos de comunicación, características sociales, económicas y 
culturales. Predominó, en ese momento de contingencia, la 
planificación normativa. Sin embargo, ante las limitaciones de esta 
implementación en algunos lugares, surgieron propuestas de abajo 
hacia arriba que colaboraron a implementar la política pública 
educativa en pandemia de forma resignificada, desde otra mirada, con 
otros modos. 


Descentralidad de la vida cotidiana y prácticas sociales 


La ruptura de la tradicional presencialidad áulica, de esta práctica 
social, de las formas, modos, contenidos, recursos y medios que se 
ponían en juego en esa cotidianeidad, visibilizaron otras realidades, 
otras cotidianeidades. La ruptura tiene el efecto de tornar visible lo 
invisible; en términos de la filósofa francesa Claire Marin (2021), “es 
como si, de pronto, un montón de cosas que eran periféricas, que 
estaban latentes, se volviesen centrales, emergieran, se desplazaran 
del margen hacia el centro. Se produce una visibilidad nueva, que es 
muy importante en la vida” (Marin, 2021: párr. 13). 

El mundo neocapitalista oculta lo doloroso detrás de la idea de 
adaptabilidad ante la ruptura. Sin embargo, esta ruptura colectiva que 
se impuso en nuestras cotidianeidades, rompió con prácticas 
instituidas y dejó paso a prácticas instituyentes. La vida cotidiana está 
“armada sobre la certeza de su repetición” y “es tejido de tiempos y 
espacios que organizan para los practicantes los innumerables rituales 
que garantizan la existencia del orden construido” (Reguillo, 1998: 
98) e instituido. Para Reguillo la aparente naturalidad con la que 
discurre la vida cotidiana determina que no la pongamos 
permanentemente en cuestión, pues mediante diferentes medios 
“ordena el universo de sentidos posibles” que les otorgan a sus 
procesos y a su lógica la regla de la normalidad o de lo normal. 
Continuando con el planteo de esta autora, entendemos que las 
prácticas sociales, las lógicas, los tiempos y espacios cotidianos 
“garantizan la reproducción social por vía de la reiteración”, es lo que 
un grupo, una sociedad considera “lo natural”, y esa rutinización de lo 
cotidiano solo se torna problematizable, visible, cuando “alguno o 
algunos de los dispositivos que la hacen posible entra en crisis” 
(Reguillo, 1998:99). Por eso, Reguillo señala que “la vida cotidiana es 
histórica; es decir, no puede pensarse al margen de las estructuras que 
la producen y que son simultáneamente producidas (y legitimadas) 
por ella” (Reguillo, 1998: 99). 

Entonces, a partir del planteamiento de Reguillo, la pandemia fue 
un dispositivo que produjo, en sus diversas manifestaciones, crisis en 
la vida cotidiana de la sociedad, y  visibilizó las diversas 
cotidianeidades. Pero como es “habilitante y constrictiva” a la vez 
(Giddens, 1986), a pesar de los límites que impone a través de la 


rutinización de “los mecanismos y lógicas de operación” a las y los 
actores sociales, también hay una “franja de indeterminación relativa, 
que deja espacio para la “improvisación”, lo mismo para hacer frente a 
situaciones novedosas como para incorporar, normalizando, discursos 
y prácticas que penetran, desde el orden social, los mundos de la vida” 
(Reguillo, 1998: 99). Y este espacio, este intersticio de la vida 
cotidiana, es desde donde se habilitaron la reconfiguración, la 
reinvención o la posibilidad de subvertir, parafraseando a Michel de 
Certeau (1996), a veces no solo rechazando o transformando las 
prácticas, las representaciones o las normas impuestas, sino 
empleándolas de maneras diferentes al servicio de las pautas, 
costumbres o convicciones ajenas al orden imperante neocapitalista 
que nos atraviesa, y como espacio de resistencia. 

Por eso, la conflictividad a indagar en el campo de la educación 
son los escenarios que surgieron para los nuevos modos de interacción 
pedagógica. Un espacio híbrido, heterogéneo, donde se generan 
relaciones de conflictividad, entendida ésta, según Iván Monzón 
(2004), como “constante en las relaciones sociales” que “implica la 
existencia de condiciones económico-estructurales y psicológico- 
culturales que hacen que las personas y grupos se comporten de cierta 
manera particular frente a sus necesidades, intereses y problemas, 
frente a otros actores” (Monzón, 2004: párr. 4). 

Desde estos escenarios, desde la disputa por el sentido o los 
sentidos, desde la conflictividad latente en el espacio educativo, desde 
las rupturas y descentralidades de la vida cotidiana, docentes y 
estudiantes comparten experiencias y prácticas como manifestaciones 
de lo que resiste y emerge simultáneamente. 


Relato de experiencias radiales que surgieron de abajo hacia 
arriba, desde los márgenes y la periferia 


En Argentina, según un Informe'”! realizado por el Observatorio 
Argentinos por la Educación, durante la pandemia en octubre del año 
2020, relevaron a nivel nacional que las y los estudiantes que 
concurrían a establecimientos educativos privados contaban “con un 
mayor porcentaje de acceso a WIFI o conexión de banda ancha en el 
hogar (86,6%)”. En cambio, en los colegios estatales se relevó que el 
porcentaje era del 58,5%. Asimismo se determinó que “en ambos 


sectores, la proporción con una conexión poco adecuada para la 
realización de tareas escolares es alta (cuatro de cada diez en el sector 
privado; seis de cada diez en el sector estatal)” (Observatorio 
Argentinos por la Educación, 2020: 8). 

Como asevera Borja (2012) “los estados y sus gobiernos hacen 
políticas que, muchas veces, pueden ser ambivalentes. Por una parte, 
buscan que haya un espacio público como espacio superactivo” debido 
a la presión social que ejercen los sectores democráticos “y, al mismo 
tiempo, buscan controlar ese espacio” (Borja, 2012: 2). En este 
contexto, el Estado capitalista constituye un actor que se basa en la 
concentración de la administración, de la fijación de las políticas 
públicas con las que contribuye a la materialización de un orden, toma 
posición sobre los conflictos y universaliza ese posicionamiento. 
Conflictos sociales que remiten a las relaciones de fuerza, de poder, de 
relaciones entre intereses antagónicos. 

La búsqueda de las experiencias surge ante la pregunta sobre qué 
sucedió con aquellos lugares, barrios, que no tenían alcance ni acceso 
a internet. 

A continuación expondremos sobre dos relatos de experiencias de 
radios comunitarias que se dieron durante la pandemia, alejadas de la 
zona céntrica de la ciudad de General Roca. De estos relatos que 
obtuvimos de dos artículos que se escribieron durante la ASPO, 
extraeremos solo las ideas expuestas que se vinculan, concretamente, 
con la perspectiva que abordamos para analizar las prácticas 
comunicativas de cada experiencia radial. 

En la provincia de Río Negro, zona norte de la Patagonia, se 
encuentra la ciudad de General Roca (144 años) que forma parte del 
Alto Valle, y que según el último censo tiene alrededor de 120.000 
habitantes; su densidad demográfica la convierte en la segunda ciudad 
más importante de esta provincia. En esta ciudad tenemos la zona 
urbana y la zona rural, conformada por alrededor de 12.000 hectáreas 
destinadas a la producción frutihortícola. 

El Barrio Chacra Monte pertenece al Municipio de la localidad 
roquense, está en la zona de chacras del Alto Valle del río Negro, a 6 
km del centro de la ciudad, aproximadamente. La Escuela Primaria 
350 del barrio Chacra Monte en mayo del año 2020, cuando la 
situación de ASPO se impuso por la pandemia, armó un proyecto 
escolar de radio llamado “Una escuela que canta” y que fue premiado 


a fin de año, a nivel nacional. La iniciativa surgió ante la falta de 
conectividad del barrio, y la imposibilidad de los docentes de dictar, 
por esa razón, clases virtualmente. Y comenzó una experiencia de 
radio comunitaria, que si bien arrancó difundiendo contenidos, luego 
se fue transformando en emisiones más participativas, 
transformándose no solo en un espacio de aprendizaje sino también de 
intercambio y creación. 

En una nota periodística digital'*!, el diario Río Negro (2020) 
consulta a docentes que participaron en la emisión radial y cuentan 
que al principio el programa solo emitía comunicados a las familias 
para entregar materiales didácticos, pero que con el transcurrir del 
tiempo se convirtió en un espacio de interacción para la comunidad 
educativa. Les dieron el espacio desde la radio Argentina 95.9, que se 
encuentra en el barrio, para hacer un programa, y relata el director 
del colegio que para no recargar a docentes con horas extras, 
propusieron hacer un programa de media hora los viernes. Además, 
comenta al diario que el programa se gesta desde la literatura 
compartiendo capítulos de novelas, lectura de cuentos, poemas, 
información sobre el coronavirus y la pandemia, entrevistas a médicas 
y médicos. 

Durante el relato se advierte que los y las estudiantes comenzaron 
a participar paulatinamente del armado y participación en el 
programa y, según comentan en la nota los y las docentes se fue 
fortaleciendo una red entre la comunidad. El director resalta la 
participación a través de las voces de las y los estudiantes y de toda la 
comunidad educativa. 

Finalmente, en la nota periodística se indica que un objetivo del 
equipo del establecimiento es continuar con el proyecto de radio y 
poder armar una radio en la escuela para poder seguir con el armado 
de programas radiales, la participación y la motivación. 

Otra experiencia de radio comunitaria la encontramos en la 
Escuela N” 35 Cuatro Galpones que se encuentra ubicada en la zona 
rural de General Roca, aproximadamente a 17 km al sudoeste de la 
ciudad. Está incluida dentro del Proyecto de Jornada Extendida desde 
el año 2007. 

Cuenta la directora del establecimiento, en un artículo digital'”, 
la experiencia de su comunidad educativa. Relata que, en un primer 
momento, pusieron en práctica lo que el gobierno provincial y 


nacional puso a disposición de los docentes: distribución de 
cuadernillos, programas televisivos, programas radiales; pero aclara 
que la distribución de los materiales didácticos no eran continuos. 

Así mismo, la directora señala que, en un segundo momento, 
comienzan a proyectar, como comunidad educativa, la continuidad de 
las actividades escolares a partir de la inclusión de las voces de 
docentes y estudiantes. Cuenta que se reorganizan y surge el trabajo 
consensuado, con continuidad pedagógica y a través de la interacción 
de la comunidad educativa. 

Luego, la docente subraya en la nota, en un tercer momento, que 
ese nuevo trabajo pedagógico que estaban explorando se basa en el 
acompañamiento y el aprendizaje colectivo. En la búsqueda de 
herramientas y recursos para poder llegar a la totalidad de la 
comunidad educativa, la directora comenta que generan un espacio 
radial a fin de poder comunicarse con la comunidad educativa y así 
fortalecer el vínculo. La docente cuenta cómo a partir de la unión de 
una radio casera La Valletana con la radio Argentina, de Chacra 
Monte, se logró tener un alcance a toda la comunidad. 

También en la nota esta docente destaca a la radio como una 
herramienta que les permite la participación de toda la comunidad 
educativa menguando diferencias de acceso tecnológico e 
incentivando un proceso colaborativo en la enseñanza y aprendizaje a 
través de diferentes estrategias de comunicación que se ponen en 
práctica y se potencian como competencia comunicativa. 

Entre las conclusiones que la directora subraya en su relato en la 
nota y que nos interesan como experiencia de radio comunitaria, 
podemos resaltar que la escuela logra estar presente a través de la 
radio creando un espacio de acompañamiento y comunicación y que 
la pandemia habilita nuevos aprendizajes desde toda la comunidad 
educativa. 


Experiencias de comunicación para el cambio social 


Ambas experiencias radiales movilizaron prácticas comunicacionales 
que pueden abordarse desde la comunicación para el cambio social, 
pues las necesidades, las motivaciones de la comunidad, en estos 
casos, funcionan como disparadores, como determinantes para que 
surja el proceso y la experiencia. Estas experiencias de comunicación 


comunitaria comparten, en términos de Magarola (2011), algunas 
cuestiones comunes: “expresar cierta mirada crítica hacia el orden 
establecido; intervenir en la cuestión social; trabajar con y desde los 
actores y las organizaciones sociales, para favorecer la participación y 
el compromiso en el proceso de cambio social”; como así también 
“entender la cultura como procesos de comunicación y formas 
políticas de ver la realidad; entender estas prácticas como formas que 
se orientan a restablecer lazos solidarios, promover creatividad, como 
expresiones con potencial transformador de realidades” (Magarola, 
2011: 34). 

En esta misma línea de pensamiento, Gumucio Dagron (2002) 
indica que “los proyectos fallan si las comunidades no participan en 
ellos, si la naturaleza de los proyectos fue decidida sin alguna forma 
de diálogo con la comunidad de los llamados “beneficiarios” 
(Gumucio Dagron, 2002: 3). Por eso, surgen estas experiencias, estas 
prácticas comunicativas con “viejas tecnologías”. Los proyectos 
verticalistas carecen de las sensibilidades hacia las individualidades, 
las cotidianeidades de las comunidades educativas. Se debe fomentar 
la participación para que las comunidades tengan un sentido de 
apropiación de los proyectos. Siguiendo con el planteo de este autor, 
debemos comprender que la tecnología es solo una herramienta y que 
puede apoyar el proceso de comunicación, pero este proceso no puede 
depender únicamente de ella, porque es a través de ese proceso de 
comunicación y participación que comienza a gestarse el cambio 
social. 

Así mismo, el autor Gumucio Dagron señala que los planteos que 
hace Paulo Freire en relación a la educación y la comunicación 
dialógica están en el centro de esta perspectiva de la comunicación 
para el cambio social, como así también otras nociones similares: 
“comunicación horizontal, comunicación alternativa, comunicación 
popular, comunicación participativa, comunicación para el desarrollo” 
(Gumucio Dagron, 2004: 21). 

Por eso, cuando hablamos de participación lo hacemos en 
términos de Paulo Freire (2002), entendida como la toma de 
decisiones en un proyecto por parte de actores sociales involucrados. 
Para Freire no hay participación sin autogestión. Las comunidades 
educativas de estas experiencias radiales relataron que aprendieron de 
la experiencia, y de la apropiación del proyecto, luego de apropiarse 


del análisis de la situación problemática que se les presentó en el 
contexto de la pandemia y que los llevó a buscar sus propias 
soluciones. Y muestran que estas experiencias si bien iniciaron con 
prácticas difusionistas por parte de los y las docentes, rápidamente y 
necesariamente se abrieron al diálogo y la participación con el resto 
de la comunidad educativa: estudiantes y familias. Las prácticas 
comunicacionales se fortalecieron para poder amplificar las voces 
locales, para poder modificar, en cierta medida, la realidad por la que 
estaban atravesando, reforzando la organización comunitaria y la 
participación, dándole más importancia al proceso que al producto 
final. 

Finalmente, tomando la propuesta de Aguerrondo (2007) creemos 
que hay que gestionar la incertidumbre en los contextos complejos (en 
nuestro caso la pandemia) y esta gestión de la incertidumbre necesita 
de “conceptualizaciones que permitan aprehenderla lo que implica 
que quien gestiona (planifica, toma decisiones) debe tener la 
capacidad de pasar de una conceptualización binaria del futuro (una 
determinada característica del futuro es o no es) a una de múltiples 
determinaciones” (Aguerrondo, 2007: 477). Es decir, que se deben 
diferenciar diversas incertidumbres y entonces pensar en otro tipo de 
planificaciones, ya no solo la normativa, la estratégica o la situacional, 
sino una planificación híbrida, mixta, multidimensional. 


Referencias bibliográficas 


Aguerrondo, I. (2007). Racionalidades subyacentes en los modelos de 
planificación educativa, IPE/UNESCO-Buenos Aires, En RBPAE -— 
v.23, n.3, p. 463-481. 

Bauman, Z. (2013). Sobre la educación en un mundo líquido: 
Conversaciones con Ricardo Mazzeo. Buenos Aires, Paidós. 

Borja, J. (2012). El espacio público virtual no sustituye al físico e 
incluso lo puede enriquecer. Entrevista. En: Revista Trampas de la 
comunicación y la cultura N* 71 octubre de 2012, Facultad de 
Periodismo y Comunicación Social, Universidad Nacional de La 
Plata. ISSN 1668-5547. Recuperado de: https: //bit.ly/4bsHgZi. 

Educ.ar (2021). Seguimos Educando acompaña a la comunidad educativa. 
Recuperado de: https: //bit.ly/3KYbgdh. 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. (2021). Encuesta de 


percepción y actitudes de la población. Impacto de la pandemia en la 
educación de niñas, niños y adolescentes durante 2020. Informe de 
resultados. UNISEF Argentina Edición, febrero de 2021, pp. 1-28 
Recuperado de: https: //uni.cf/3VZuUfh. 

Gumucio Dagron, A. (2002). Comunicación para el cambio social: el 
nuevo comunicador. En La iniciativa de la Comunicación, p. 73/73. 
Marin, C. (2021). La filósofa francesa Claire Marin reflexiona sobre las 
“rupturas” en el mundo capitalista. Entrevistada por Eduardo 
Febbro. En diario digital: Página 12. Recuperado de: https:// 

bit.ly/4cgLsFf. 

Martínez, V. (2020). Premio nacional para la escuela que fortaleció 
lazos haciendo radio en pandemia. En diario digital Río Negro. 
Recuperado de: https: //bit.ly/45KFTwq. 

Monzón, I. (2004). Conflictividad y conflictos en el marco de la 
descentralización. Recuperado de: https: //bit.ly/3VZBdQ3. 

Observatorio Argentinos por la Educación. (2020). Análisis comparado 
entre educación pública y educación privada en contexto de COVID-19 
(primera parte). Informe pp.1-12. Recuperado de:  https:// 
bit.ly/3xzUTQY. 

Oviedo, G. (2020). Escuela 35, La Radio. Un espacio radial que une 
voces y genera nuevos vínculos de aprendizaje entre escuela y 
familias. Revista Ideas Rionegrinas N*1, pp.25-28. De: https:// 
bit.ly/4cwVDWt. 

Pinkasz, D. (2022). ¿Para qué (nos) sirve el estudio de las políticas 
educativas? Material disponible en el Seminario virtual de posgrado 
¿Para qué (nos) sirve el estudio de las políticas educativas? FLACSO 
de Argentina y Fundación Archipiélago. 

Reguillo Cruz, R. (1998). La clandestina centralidad de la vida 
cotidiana. En: Causas y azares, año V N” 7, Bs. As., invierno, pp. 
98-110 

Resolución N” 2580. Principios políticos y pedagógicos en tiempos de 
Aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO). Ministerio de 
Educación y Derechos Humanos, Consejo Provincial de Educación. 
Recuperado de: https: //bit.ly/3L2z8fC. 

Tamayo Sáez M. (1997). “El análisis de las políticas públicas”, en 
Bañon R. y E. Carrillo (comp.) La nueva Administración Pública, 
Madrid, Alianza Universidad. 

Uranga, W. (2004). Mirar desde la comunicación. Una manera de 


analizar las prácticas sociales. De: https: //bit.ly/3VDQxjH. 


. Mg. en Planificación y Gestión Social con mención en Comunicación y docente- 


Investigadora de la UNComahue. « 
Ver entrevista en https: //bit.ly/4cgLsFf« 


. Ver en https: //bit.ly/3KYbgdh-y-chicos « 

. Ver en https: //bit.ly/3XYQMZJ « 

. Leer el Informe en https://uni.cf/3L07akD « 

. Modelo de implementación de políticas Top-Down o de arriba abajo (Tamayo 


Sáenz, 1997).« 


. Leer el Informe en https: //bit.ly/3xzUTQY « 
. Ver la nota en https: //bit.ly/45FHByQ « 
. Ver la nota en https: //bit.ly/45FHAUuM« 


Movimiento feminista, de mujeres y 
disidencias sexo-genéricas del Alto 
Valle de Río Negro y Neuquén 


Identidades y matrices político ideológicas en el periodo 2015-2023 
Guillermina Peralta!!! 


Introducción 


Este capítulo presenta resultados parciales de la investigación doctoral 
Transversalidad y radicalidad. Un análisis de las reivindicaciones y las 
formas organizativas del movimiento feminista del Alto Valle de Río Negro 
y Neuquén. Se inscribe en este libro para pensar la conflictividad social 
y la praxis política en el movimiento feminista, de mujeres y 
disidencias sexo-genéricas de la región en el periodo 2015-2023. 

Desde el año 2015, el movimiento feminista, de mujeres y 
disidencias sexo-genéricas de Argentina fue protagonista de grandes 
movilizaciones que pusieron en el centro de la escena política las 
violencias machistas o de género, la demanda por la despenalización y 
legalización del aborto, la precarización de la vida, entre otras 
temáticas. Diferentes estudios dan cuenta del aumento de su 
capacidad de movilización, interpelación a diferentes sectores de la 
sociedad y una mayor articulación de sus demandas en diferentes 
ciudades del país (Dich y Tarducci, 2018; Ciriza, 2019; Gago, 2019). 

A partir del repudio y denuncia de la crueldad de las violencias, 
se desarrolló un proceso de multitudinarias marchas bajo la consigna 
Ni Una Menos, que logró instalarse socialmente y en la agenda 
feminista nacional (Bacci, 2020). Por otra parte, desde el año 2016 a 
la actualidad se llevaron adelante nueve paros internacionales 
feministas. Entre sus consignas se destaca la relación que se establece 
entre las violencias machistas ejercidas en el ámbito doméstico, 
laboral, callejero, con la violencia económica que implica el ajuste en 


el gasto público y el endeudamiento externo, a la vez que un fuerte eje 
está vinculado a la visibilización del trabajo realizado por mujeres, 
lesbianas, travestis, trans, no binaries (Ciriza, 2019; Gago, 2019; 
Varela, 2019). Por último, es fundamental destacar las masivas 
movilizaciones durante el debate parlamentario por la despenalización 
y legalización del aborto en 2018 y en 2020. 

Estas transformaciones en el movimiento se inscriben en un 
resurgir que trasciende las fronteras nacionales (Draper, 2018; Arruza, 
Bhattacharya y Fraser, 2019) y se entrelaza con tramas político- 
organizativas con décadas de trayectoria en nuestro país (Menéndez 
Días, 2018; Draper, 2018; Gago, 2019). 

Los estudios sobre este proceso se centran principalmente en el 
Área Metropolitana de Buenos Aires. El presente trabajo, en cambio, 
analiza el movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo- 
genéricas de la región Alto Valle de las provincias patagónicas de Río 
Negro y Neuquén. El hecho de estudiar procesos que se desarrollan 
por fuera de la región del AMBA, posibilita problematizar la mirada 
que asemeja lo que allí sucede con “lo nacional”, así como las miradas 
que presentan a los procesos de regiones periféricas como mera 
repetición de los sucesos de las grandes metrópolis (Burton,2018). Por 
otra parte, requiere necesariamente poner en relación al movimiento 
regional con el movimiento feminista nacional e internacional, a la 
vez que comprender su especificidad. 

Existe una relativa vacancia de estudios sobre este movimiento a 
nivel regional, sobre todo si se lo compara con la atención que han 
recibido otros procesos de conflictividad y organización social y 
política. El presente capítulo pretende aportar una mirada general 
sobre el movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo- 
genéricas haciendo foco en sus aspectos identitarios y las matrices 
político-ideológicas que la componen. 

En relación al aspecto metodológico, se entrevistó a 28 militantes 
que forman parte de las organizaciones feministas, de mujeres y 
disidencias sexo-genéricas de la región y 4 integrantes de 
organizaciones con quienes dialogamos en relación a espacios de 
articulación del movimiento (Asamblea 8M  Fiske  Menuco, 
Multisectorial de Mujeres Fiske Menuco, Multisectorial de Mujeres, 
Lesbianas, Travestis, Trans y no binaries de Cipolletti y de Neuquén, 
Asamblea Ni Un Menos de Neuquén, Intersindical Feminista de 


Neuquén). Por otra parte, se realizó observación participante en 
movilizaciones de la agenda feminista y en Encuentros Plurinacionales 
de Mujeres, Lesbianas, Travestis, Trans, Bisexuales, Intersexuales y No 
Binaries. Por último, se revisaron las siguientes fuentes secundarias: 
documentos producidos por las organizaciones, documentos conjuntos 
elaborados para actividades públicas y notas periodísticas de la región. 

Esto permitió construir un mapeo que, sin pretensiones de 
exhaustividad, registró la existencia de 38 organizaciones, 
agrupaciones, colectivas y asociaciones que estuvieron activas durante 
la totalidad o parte del periodo estudiado. De ellas, 14 organizaciones 
tienen sede en más de una de las localidades estudiadas. 

El movimiento feminista, de mujeres y disidencias trasciende y 
desborda a las organizaciones, agrupaciones, colectivas y asociaciones, 
ya que como sostiene Álvarez está constituido por una amplia gama de 
actores individuales y colectivos, culturales, sociales y políticos 
(Álvarez, 2019). Sin embargo, en este trabajo se considera que las 
organizaciones son un pilar fundamental del movimiento y es en este 
sentido que las entrevistas se realizan a militantes de estos espacios. 
Siguiendo a Modonessi (2016) se comprende a la categoría militante 
como: 


Principio activo del movimiento, como punto de condensación de su 
experiencia, de su acumulación de cultura política y de memoria, como 
portador y reproductor de emociones o de estructuras de sentimiento. Memoria 
de las luchas de victorias y derrotas, de condiciones de subordinación, de 
sobresaltos de insubordinación y de prácticas de autodeterminación. Pero más 
que en este nivel retrospectivo o introspectivo, es el prospectivo donde la 
militancia puede ser considerada el vector que orienta el movimiento, que le 
imprime una orientación política (antes se decía vanguardia) pero también en 
relación con aquella densificación subjetiva que comúnmente se designaba 
mediante el concepto de conciencia (Modonessi, 2016, p. 94). 


Se parte de comprender a las mujeres, lesbianas, travestis y trans 
entrevistadxs como principio activo del movimiento feminista, de 
mujeres y disidencias que pueden dar cuenta de su historicidad, 
reconstruir los debates que se dan en su interior, los procesos 
organizativos y la cuestión identitaria del mismo. 

La apuesta teórico-conceptual del presente trabajo, así como de la 
investigación que lo contiene, es articular la teoría marxista crítica 


latinoamericana con el feminismo latinoamericano, comprendiendo al 
movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo-genéricas como 
movimiento social. Desde esta perspectiva, los movimientos sociales 
constituyen una acción colectiva que desborda los lugares estables de 
la política, tanto en el seno de la sociedad civil como del Estado y 
cuestiona formas de distribución de la riqueza social y los principios 
de organización de la sociedad, el estado y el gobierno (Tapia, 2009). 

Para Tapia (2009) y Kirkwood (2019) los movimientos sociales y 
el movimiento feminista respectivamente, se caracteriza por politizar 
los espacios sociales sin tener un lugar específico de hacer política. 
Esto significa que se configuran cuando se constituyen sujetos, 
procesos de organización y acción colectiva que transitan y politizan 
diferentes espacios de la vida social (Tapia, 2009). Entre sus 
elementos centrales se encuentran la protesta y la factualización o 
prefiguración. Esto último refiere a la voluntad y posibilidad por parte 
de los movimientos de poner en juego en el presente las formas 
alternativas de relacionarse que pretenden para las sociedades futuras 
por las que luchan (Tapia, 2009; Ouviña, 2020). 

Como se menciona anteriormente, el presente capítulo centra su 
atención en un aspecto de los movimientos sociales, el identitario. Con 
esta finalidad, se analiza cómo se identifican los espacios entrevistados 
en relación con construir espacios de mujeres, espacios de género, 
feministas o transfeministas. Ahondar en este aspecto posibilita 
comprender cómo en estas identificaciones se condensan debates en 
relación a si los movimientos sociales y políticos se encuentran 
definidos por la identidad de los sujetos que organizan, o si lo hacen 
en relación a sus proyectos políticos. Por otra parte, se indaga en las 
inscripciones a matrices político ideológicas más amplias: indígena, 
nacional-popular, izquierda tradicional partidaria y narrativa 
autonomista (Svampa, 2009). En suma, este capítulo busca 
caracterizar al movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo- 
genéricas en término de las inscripciones políticas que en él coexisten 
y en qué medida este aspecto contribuye a la caracterización del 
movimiento en términos generales. 


El estudio del movimiento feminista, de mujeres y disidencias de 
la región del Alto Valle de Río Negro y Neuquén 


Proponer un estudio acerca del Alto Valle de Río Negro y Neuquén 
supone la existencia de aspectos en común en una región que 
involucra a dos provincias. Existen especificidades en relación con la 
matriz productiva y el sistema político, así como también en los 
procesos de lucha, organización y conflictividad. En este sentido, 
diferentes intelectuales y académicxs de la región han analizado a la 
provincia de Neuquén y en particular a Neuquén Capital como un 
espacio singular sobre esta temática. Para ello elaboraron conceptos 
como campo de protesta (Aiziczon, 2009), contracultura de la protesta 
(Petruccelli, 20017, 2017) y cultura política de la protesta (Aiziczon, 
2020). Si bien no es objetivo de este escrito ahondar en estos 
conceptos, sí es pertinente mencionar que todos ellos reconocen 
aspectos singulares en la provincia de Neuquén, vinculados a la 
propensión a la lucha social y política, anclados en la historia de la 
provincia y evidenciados fuertemente en la década del 90. 

Al contrario, existen menos estudios acerca de la provincia de Río 
Negro que den cuenta de su conflictividad desde una perspectiva 
integral. Sartino (2017) sostiene que una de las características 
centrales de esta provincia es ser un territorio desintegrado, en el que 
la extensión geográfica y la falta de articulación entre las diversas 
localidades hace que el espacio social se encuentre disperso y eso 
impacte en las características de los conflictos. 

Aun con estas marcadas diferencias entre ambas provincias, es 
pertinente pensar al Alto Valle como una región relevante para el 
análisis de algunos aspectos políticos. El avance en las últimas décadas 
de una matriz productiva vinculada a la extracción no convencional 
del gas y petróleo, la alta circulación en relación al mercado de 
trabajo y la cercanía geográfica entre las principales ciudades de la 
región genera condiciones para la articulación política. Será un 
desafío de este estudio, analizar si esto es así en el caso del 
movimiento feminista, de mujeres y disidencias. 

La producción académica sobre movimiento feminista, de mujeres 
y disidencias sexo-genéricas de Río Negro y Neuquén, es un campo de 
relativa vacancia. El mayor acervo está centrado en experiencias 
políticas de mujeres que participan en procesos de recuperación de 
fábricas (Freire 2008, 2010; Kejner, Riffo, 2010), de resistencia 
mapuche (Aguirre, 2017, 2019; Trenini y Pérez, 2021; García Gualda, 
2021) y en los conflictos sindicales o de trabajadorxs desocupadxs 


(Andújar 2007, 2010; Miralles, 2007; Aiziczon, 2009; Carrario y 
Freire, 2010). Todo lo antes mencionado se centra en la provincia de 
Neuquén. También ha sido estudiado el movimiento de mujeres 
agropecuarias en lucha de Río Negro (Giarraca, 2001; Gonzáles, 
2009). Gran parte de estos estudios dan cuenta de la participación de 
mujeres en procesos organizativos que trascienden la agenda que se 
asocia de manera tradicional al género. 

Por otra parte, existen estudios de organizaciones y procesos 
identificados como feministas. En primer lugar, Matus, Burton e Isasi 
(2013) y Burton (2013a y 2013b, 2018) abordan al movimiento 
feminista a partir de experiencias de organización que tienen lugar 
desde la década del 90 hasta la primera década del siglo XXI. Mapean 
las organizaciones feministas existentes, sus reivindicaciones, sus 
articulaciones políticas y vinculación con el estado, representando un 
valioso antecedente para la historización del movimiento feminista en 
la región. Un segundo conjunto de investigaciones se aboca al estudio 
de organizaciones específicas, principalmente en relación a la 
Colectiva Feminista La Revuelta (Grosso y Zurbriggen, 2015, 2016; 
Burton y Peralta, 2016 y 2018; Burton, 2021; Zurbriggen, Vacarezza, 
Alonso, Trpin, 2018). Por último, Carrario, Boschetti y Daniela (2011 
y 2012) se centran en las intervenciones públicas de organizaciones 
feministas y su vinculación con el arte. 

Los antecedentes en el estudio sobre la acción colectiva en la 
región muestran que el Alto Valle de Río Negro y Neuquén es un 
espacio con significativa conflictividad social y con múltiples actores 
sociales y políticos. Entre ellos, el movimiento feminista ha sido 
estudiado de manera marginal. Los estudios que tienen una mirada 
transversal del movimiento son de carácter exploratorio, centrándose 
en periodos previos a 2015. En este sentido, el presente capítulo y la 
investigación en la que se inscribe, pretende aportar al conocimiento 
del movimiento feminista, de mujeres y disidencias comprendiéndolo 
como un movimiento social de relevancia en la región. 


Colectivas, agrupaciones y asociaciones. La construcción de un 
mapeo 


Luis Tapia (2020) tematiza la relación entre movimiento social y 
organizaciones sociales, argumentando que la convergencia de varias 


organizaciones puede constituirse en movimiento social por 
momentos, aunque esto es dinámico, ya que las organizaciones 
pueden tener una vuelta a posiciones corporativas: 


Lo mismo ocurre con el caso del feminismo, no hay una organización feminista 
que monopolice la faceta organizativa, la emisión del discurso y la lucha (...) 
Hay una gran diversidad de formas de organización y de discurso que 
reivindican la identidad y despliegan la lucha común. Eso tiene que ver con 
que hay uno o dos puntos esenciales que hacen que se produzca esa identidad 
(Tapia, 2020, p. 65). 


Siguiendo a Tapia (2020) y a Álvarez (2019), el movimiento 
feminista, de mujeres y disidencias sexuales se compone de diferentes 
organizaciones y existe por fuera de ellas. Si bien es preciso 
profundizar en la relación entre movimiento y organizaciones en el 
proceso estudiado, el análisis de las entrevistas, observaciones 
participantes y revisión de fuentes secundarias dan cuenta del rol 
dinamizador de las organizaciones en el movimiento. Al mismo 
tiempo, la presencia de diferentes colectivas, agrupaciones, frentes, 
asociaciones de mujeres, feministas, transfeministas y de disidencias 
de la región, imprime al movimiento características singulares en 
relación a la identidad y las matrices políticas. 

A lo largo de la investigación realizada, se identificaron treinta y 
ocho organizaciones, colectivas, asociaciones, agrupaciones que 
llevaron adelante acciones colectivas en el marco del movimiento!”.. 

La creación de las organizaciones no mantiene un ritmo constante 
a lo largo de los años y décadas, sino que en algunos años y décadas es 
mayor que en otros. De la década del 80 se registra el surgimiento de 
una organización. En la década del 90, se crearon 7 organizaciones, 3 
de ellas estuvieron activas únicamente durante esa década y las 4 
restantes permanecieron hasta el periodo estudiado!*!. En la primera 
década del siglo XXI, nacen 8 organizaciones, 6 de ellas existen hasta 
el periodo estudiado'*!. Esto implica que entre los años 2000 y 2009 
se registran 12 espacios colectivos activos. 

Entre los años 2010 y 2019, se crearon 21 organizaciones, al 
tiempo que espacios colectivos de 5 organizaciones que existían desde 
la década previa, comienzan a desarrollarse en otras localidades!”?. Se 
destaca que en estos años se triplicaron las organizaciones, 


agrupaciones, colectivas y agrupaciones existentes (pasan de estar 
activas 12 organizaciones a 33). Por otra parte, si dividimos esta 
década en dos lustros, en el primero de ellos hay un crecimiento de 7 
organizaciones, mientras que en el periodo 2015-2019, fue de 15 
organizaciones. En los 4 años que van desde 2020 a 2023, se crean 5 
espacios colectivos!.. En lo que hace estrictamente al periodo 
estudiado (2015-2023) son 20 las organizaciones que surgen durante 
esos 8 años, y 37 organizaciones activas en la totalidad o por 
momentos del periodo. 

En lo registrado de la década del 80, 90 y primeros 2000, el 
máximo de colectivas que se crean por año son 2 (en 1993, 2007 y 
2008), mientras que en 2015 y 2017 se crean 5; seguidas de 4 en 2016 
y 2018. 

Se evidencia que existe en el periodo estudiado un crecimiento 
cuantitativo de las organizaciones, agrupaciones, colectivas, 
comisiones y asociaciones vinculadas al movimiento feminista, de 
mujeres y disidencias sexo-genéricas. Esto puede comprenderse como 
parte del crecimiento del movimiento feminista de mujeres y 
disidencias sexo genéricas a nivel nacional. También permite inferir 
que el crecimiento no se da únicamente en términos de movilización o 
protesta en las calles sino también en el proceso organizativo. 


Los múltiples feminismos, la heterogeneidad del movimiento 


Las inscripciones político ideológicas de las 38 organizaciones de 
mujeres, feministas y de disidencias sexo-genéricas activas entre 2015 
y 2023 son heterogéneas. Este estudio se propone comprenderlas a 
partir de tres aspectos: cómo se identifican en relación al feminismo, si 
adscriben a determinadas matrices político ideológicas que 
trascienden los debates feministas y su vinculación orgánica (o no) 
con partidos políticos y organizaciones sociales y políticas más 
amplias. 

La identificación como espacio de mujeres, feminista, 
transfeminista, de disidencias o diversidades constituye un debate al 
interior del movimiento y en espacios académicos. Se inscribe en 
discusiones históricas a nivel local e internacional y remite a debates 
sobre el sujeto político del movimiento, los proyectos políticos y la 
relación entre movimiento de mujeres y feminista. 


En lo que hace a la relación entre movimiento feminista y 
movimiento de mujeres, es menester mencionar que los estudios 
históricos en Argentina han referido a ellos como cuestiones 
diferentes, aunque vinculadas, así como también en algunos periodos 
se utilizan de manera indistinta o sin hacer énfasis en sus 
especificidades. Entre quienes analizan al movimiento en Argentina en 
el periodo 2015-2023, hay autoras que refieren a él en términos de 
movimiento feminista (Frega, 2019; Gago, 2019; Partenio y Pita, 2020 
Bacci, 2020) y quienes lo hacen refiriendo al movimiento amplio de 
mujeres y feminista (Daich y Tarducci, 2018; Varela, 2019; Natalucci 
y Rey, 2018). 

Este tema está presente también a lo largo de la historia en el 
propio movimiento. Las primeras organizaciones que se identifican 
como feministas surgen en Argentina en la década del 70, en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En la misma década en partidos de 
izquierda y en el peronismo se crean espacios abocados a cuestiones de 
la mujer, motorizando espacios de mujeres más amplios que luchan 
por reivindicaciones específicas. En ese momento, la adscripción al 
feminismo era interpretada mayoritariamente como una ideología 
extranjera, que dividía las fuerzas del movimiento obrero y el clasismo 
(Chaneton, 1992; Trebisacce, 2019). En la década del 90, predominó 
un análisis que sugiere que desde la década del 70 en adelante 
coexistieron en el movimiento social de mujeres de nuestro país 
mujeres de diferentes sectores sociales y el feminismo representó una 
vertiente a su interior, constituida mayoritariamente por mujeres de 
clase media y sectores profesionales (Chaneton, 1992). En el periodo 
estudiado, la inscripción como espacios de mujeres o feministas, aún 
existe. Tanto los debates del campo intelectual como de los 
movimientos dan cuenta de que los límites entre ambos son 
complejos, de carácter histórico y contingente. 

En las entrevistas realizadas se evidencia una fuerte identificación 
de las organizaciones y agrupaciones con el feminismo y el 
movimiento feminista en la región. A su vez, existen espacios que se 
definen como espacios de mujeres o de género. La mayoría de ellos se 
encuentran en proceso de debate a su interior con respecto a 
denominarse feministas: 


A nivel de línea, tenemos espacio de mujeres, espacios de género. Creo que es 


un debate que tenemos que seguir dando, porque, por ejemplo, yo me concibo 
como parte del movimiento feminista, pero es mi construcción, es mi proceso 
individual dentro de lo colectivo [...] Yo siento que no todas se conciben como 
feministas, bueno es un debate que hay que seguir dando, de por qué somos 
feministas y si nosotras luchamos contra la opresión, peleamos por la igualdad 
de derechos. Después hay que ver la forma, con qué feminismos una se puede 
llegar a identificar, porque el feminismo es amplísimo (Entrevista realizada a 
integrante del Frente de Géneros del PCR, Cipolletti, en el año 2021). 


Siempre nos posicionamos desde nuestra identidad, cuando hemos 
participado, participamos como mujeres mapuches, por lo general usamos lo 
que es la ropa, que el kupan, son los pañuelos, solemos de ese lugar también 
reivindicar nuestra identidad. Pero sí: hay compañeras que puntualmente 
pueden decir sí soy feminista, otras están en proceso, otras no se identifican, y 
en mi caso yo, como te decía, adhiero más al feminismo comunitario 
(Entrevista realizada a integrante de Zomo Lof Puel Pvjv, Neuquén, en el año 
2021). 


Eso es muy discutido al interior de la organización porque todavía se sigue 
reivindicando mucho el espacio de mujeres, por ahí cuesta mucho como poder 
pensarnos transfeministas. Sí lo reivindicamos, pero todavía como que estamos 
en esa construcción. Feministas como siempre decimos somos algunas 
compañeras. Es un proceso de cada una que obviamente se va saldando en lo 
colectivo, pero tenemos mucho de eso también. Entender esto de que 
construimos con compañeras que son profundamente del barrio, que es la 
primera instancia de un proceso organizativo, como respetar mucho los 
procesos (Entrevista realizada a integrante del Movimiento Popular Dignidad 
Rebelde, Fiske Menuco, en el año 2021). 


Tal como dan cuenta estos fragmentos, existen espacios de 
mujeres y de géneros que se encuentran debatiendo si definirse como 
feministas. A su vez, en las tres entrevistadas surge la tensión entre 
una identificación personal con el feminismo y el proceso que tiene 
lugar colectivamente. Es preciso ahondar en cuáles son las condiciones 
de posibilidad para que espacios de mujeres y de géneros se 
encuentren en proceso de debatir sobre identificarse como feministas. 

La entrevistada del PCR y de Zomo Lof Puel Pvjv expresan que la 
identificación con el feminismo va acompañada del debate sobre los 
diferentes feminismos que existen y la decisión de adscribir a aquellos 
con los cuales se sienten más afines en términos políticos. El 
feminismo en tanto perspectiva político-ideológica no es homogéneo. 


A esto también refieren quienes se identifican como feministas, con 
algún tipo de adjetivación. 

Entre las feministas socialistas se encuentran Las Rojas, Pan y 
Rosas; mientras que Juntas y a la izquierda, el frente feminista de la 
corriente social y política Marabunta y el Frente de Organizaciones en 
Lucha se definen como eco-socialistas. Por su parte, Mujeres por la 
Libertad se identifica como socialistas autónomas. Mala Junta, La 
Dignidad y Mumalá son feministas populares. Mientras que 
Empoderadas e Inapropiadas se identifican con el feminismo nacional 
y popular. 

La entrevistada del lof Puel Pvjv comparte que es afín al 
feminismo comunitario. Con este último se identifica también Wvñelfe 
Colectiva Feminista, quien a su vez menciona que son una colectiva 
anticapitalista, anticolonialista, antipatriarcal y anti-extractivista. En 
la entrevista colectiva realizada a tres integrantes del espacio 
Feminismo Territorial Mapuche se dio cuenta de esta construcción, 
que es definida de la siguiente manera: 


Definimos al feminismo como una “herramienta liberadora de la opresión, que 
nos permite repensarnos, cuestionando todos los órdenes establecidos, 
aportando en la deconstrucción de nuestrxs cuerpxs, territorios y 
subjetividades, porque compartimos que lo personal es político”. Esto nos llevó 
a desarrollar por qué nos diferenciamos de otros feminismos y entendimos que 
estas diferencias radican en nuestro cuerpo territorio, que forman parte el uno 
del otro (Pichilef, 2022). 


Por último, Maleducadas Kisulelain y La Revuelta, articuladas en 
Socorristas en Red (Feministas que abortamos) se presentan como 
feministas en las entrevistas realizadas. 

La perspectiva transfeminista también emerge entre les 
entrevistades. Es una de las formas en que se aborda la relación del 
movimiento con las identidades de género que trascienden el 
binarismo hombre-mujer. Entre les entrevistades hay quienes se 
identifican como transfeministas y lesbotransfeministas: 


(...) El concepto de ATTS es transfeminista y sabemos que nada sin nosotrxs, 
todo con nosotrxs. Se trata de otra mirada, otra construcción, corrernos de esta 
hegemonía, de esta dicotomía (Entrevista realizada a integrante de ATTS, Fiske 
Menuco, en el año 2022). 


El término que a nosotres nos encantaría que esté en todos lados, que es lo 
que somos que es lesbotransfeministas (...) Tenemos una parte feminista, una 
parte trans feminista y por otro lado otras identidades tenemos 
lesbofeminismo. Yo me presento como lesbiana y feminista (Entrevista 
realizada a integrante de 100 por ciento Diversidad y Derechos, Neuquén y 
Cipolletti, en el año 2022). 


Si bien ATTS y 100 por ciento Diversidad y Derechos son 
organizaciones que nuclean a personas de la comunidad LGTTTBIQ +, 
el debate sobre el transfeminismo se presenta de manera transversal 
en el movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo-genéricas. 
La posibilidad de identificarse como transfeministas se encuentra 
presente en algunas de las colectivas entrevistadas, como puede leerse 
a continuación: 


Hicimos la traspolación de frente de mujeres a frente de géneros y disidencias, 
hace rato dejamos de nombrarnos solo mujeres. Entendiendo el feminismo 
como algo que va transmutando, ya estamos hablando de transfeminismos 
(Entrevista realizada a integrante de Nuevo Encuentro, en el marco de 
Empoderadas, Neuquén, en el año 2021). 


Por el momento creo que las Maleducadas nos definimos como colectiva 
feminista pero no me parece que estemos lejos de poder dar [en relación al 
transfeminismo] ese debate y cambiarlo [...] Si hay algo que no queremos 
hacer de ninguna manera es apropiarnos de nada, de ninguna forma de 
representación de otras identidades, o de otros colectivos, y creo que es eso 
que es un debate que tenemos ahí pendiente para llevar entre nosotras si 
queremos ir por ese lado, pero si hay algo que tenemos claro es que nuestro 
feminismo es inclusivo, lo hacemos con mujeres, con diversidades, con trans. 
Están todes incluides en nuestro feminismo (Entrevista realizada a integrante 
de Colectiva Feminista Maleducadas Kisulelain, Fiske Menuco, en el año 2021). 


Marabunta es una organización que se reivindica como feminista. Pero ese 
feminismo no es exclusivo de las mujeres, o no parte de poner a las mujeres 
como único sujeto oprimido en el marco del cis hetero patriarcado y el 
capitalismo. Es un feminismo de mujeres, lesbianas, travestis, trans, no 
binaries, bisexuales, intersex [...] Y sobre transfeminismo, nos venimos dando 
un debate quizás más incipiente, yo creo que la mayoría y muchas y muches 
dentro de la corriente, se consideran transfeministas o acuerdan con el 
transfeminismo, pero creemos que es un debate que hay que darlo con seriedad 


y con tiempo, para no ser oportunistas, para no sustituir la voz de les compas 
disidentes dentro de la organización y darle tiempo a poder tomar la definición 
de feminista-transfeminista (Entrevista realizada a integrante del Frente 
Feminista de la Corriente Social y Política Marabunta, Neuquén, en el año 
2021). 


Las expresiones de las entrevistadas dan cuenta de la posición de 
estos espacios en relación a trascender una mirada biologicista en 
relación a lxs sujetxs que pueden ser parte del movimiento. A su vez, 
se evidencia que estos debates no están cerrados. Además del 
elemento temporal (tener tiempo para debatir), emerge la tensión 
entre la perspectiva transfeminista y su vinculación con sujetxs de 
género más o menos legítimos para identificarse de este modo. 

El debate en relación a este aspecto fue cobrando centralidad en 
el periodo analizado a nivel nacional y también en la región 
estudiada. Otra de las expresiones de este proceso es la emergencia de 
la perspectiva TERF, que es la sigla que representa en inglés la 
expresión de Feminismo Trans Excluyente. Si bien entre les 
entrevistades no hubo adscripciones a esta perspectiva, es importante 
mencionar su presencia en marchas de la región. 

En suma, las entrevistas nos permiten advertir en el movimiento 
feminista, de mujeres y disidencias del Alto Valle de Río Negro y 
Neuquén colectivas, frentes de intervención, agrupaciones que se 
reconocen mayoritariamente como feministas. De manera minoritaria 
espacios que se definen de mujeres, o de mujeres y disidencias, alguno 
de los cuales están debatiendo identificarse como feministas. Esto 
habilita reafirmar el carácter histórico y contingente de la relación 
entre movimiento feminista y movimiento de mujeres ¿Cuáles son las 
condiciones de posibilidad para que en este contexto y en esta región 
la amplia mayoría de espacios se identifiquen como feministas? Entre 
las múltiples causas que será tarea de futuros trabajos indagar, la 
posibilidad de identificarse y construir diferentes feminismos aparece 
como una respuesta posible. Por otra parte, espacios conformados 
mayoritariamente por integrantes de la comunidad LGTTBIQ+ se 
identifican como transfeministas o lesbotransfeministas. La afirmación 
sobre la heterogeneidad de identificaciones, habilita la pregunta sobre 
los puntos comunes que posibilitan que nos refiramos al movimiento 
feminista, de mujeres y disidencias sexo-genéricas de la región del 


Alto Valle de Río Negro y Neuquén. 

En el siguiente apartado relaciona a los espacios de mujeres y 
géneros, feministas y transfeministas con matrices político-ideológicas 
más amplias como un modo de profundizar la caracterización 
identitaria del movimiento. 


Matrices político-ideológicas al interior del movimiento de 
mujeres, feministas y de disidencias sexo-genéricas 


El movimiento feminista, de mujeres y disidencias del Alto Valle de 
Río Negro y Neuquén también puede ser analizado a partir de la 
heterogeneidad de matrices político ideológicas que existen en su 
seno. Estas constituyen “líneas directrices que organizan el modo de 
pensar la política y el poder, así como la concepción del cambio 
social” (Svampa, 2010; p.8), que se expresan de manera singular en 
cada país. 

Afirmamos que las matrices indígenas, nacional-popular, de 
izquierda tradicional partidaria y la narrativa autonomista se 
encuentran presentes en el movimiento feminista, de mujeres y 
disidencias sexo-genéricas del Alto Valle de Río Negro y Neuquén. Tal 
como sostiene la autora estas matrices no se encuentran en estado 
puro y pueden producirse entre ellas entrecruzamientos. 

La matriz indígena se vincula con la memoria larga de luchas 
políticas de los pueblos indígenas y otorga centralidad a la resistencia, 
los derechos colectivos y el poder comunal. Se realizaron cuatro 
entrevistas a espacios colectivos en los que la identidad mapuche es 
un eje central. 


Básicamente se constituye como un espacio desde la lógica del pueblo mapuche 
(...) Hay muchas compas que se miran en el espejo, se ven que no son blancas 
y entonces bueno ¿De dónde salgo yo? (Entrevista realizada a integrante de la 
Colectiva Feminista Wvñelfe, Neuquén Capital, en el año 2022). 


Desde los últimos dos años, con mucha más fuerza, que las mujeres 
mapuche de la Confederación, que somos de distintas identidades territoriales 
[empezamos a] tener espacios exclusivos, no solo como de discusión o debate, 
de temas que nos afectan como mujeres sino también como para atender 
problemas concretos, acompañar (Entrevista realizada a integrante del Espacio 
de Mujeres Mapuche intercomunitario de zonales Xawvn ko y Lafkenche y de 
la Confederación Mapuce de Neuquén, en el año 2022) 


En la inscripción de una memoria de mediana duración 
encontramos la matriz nacional y popular y la de izquierda tradicional 
partidaria. La primera de ellas se inserta en una memoria mediana, 
con un triple eje: la nación, el estado redistributivo y conciliador, y el 
vínculo líder carismático y masas (Svampa, 2010). De las colectivas 
entrevistadas tanto las que se identifican con el feminismo nacional y 
popular, como algunas de las que se identifican con el feminismo 
popular pueden inscribirse en esta matriz. 


Nos nombramos peronistas por cómo entendemos cómo tiene que ser la 
distribución de la riqueza, cómo tiene que ser el Estado nacional y los Estados 
provinciales, cómo tiene que ser la relación del Estado con la sociedad (...) Es 
una doctrina, pero me parece que además genera eso, genera pertenencia, 
genera la sensación de comunidad, de encontrarse con la otra, con el la otrx, 
con el otro y por sobre todo me parece que tiene que ver con la exigencia de 
una serie de derechos que se han conquistado y que faltan por conquistar 
(Entrevista realizada a integrante del Movimiento Evita, Neuquén, en el año 
2023). 


La matriz de izquierda se nutre de diferentes variantes del 
marxismo partidario, en la cual tiene centralidad la forma partido 
para la transformación social, ligada al antagonismo de clases y la 
construcción del socialismo (Svampa, 2010). En el caso del 
movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo-genéricas del 
Alto Valle de Río Negro y Neuquén, pueden vincularse a esta matriz 
los feminismos socialistas y eco-socialistas vinculados a partidos 
trotskistas (Pan y Rosas, Las Rojas, Isadora, Juntas y a la Izquierda), 
los espacios de mujeres y disidencias vinculados también a partidos 
trotskistas (Plenario de Trabajadoras) y de partidos leninistas maoístas 
(espacio de mujeres y géneros del PCR). 

Por último, la narrativa autonomista, que se ancla en una 
memoria más corta, vinculada a la autonomía, la horizontalidad y la 
democracia por consenso, a la autodeterminación. Si bien existen 
organizaciones que recuperan entre sus antecedentes históricos y de 
surgimiento, el proceso de rebelión popular de 2001 como es el caso 
de organizaciones sociales como el Frente de Organizaciones en Lucha 
o Marabunta, no se definen como autonomistas. Esta narrativa puede 
relacionarse también con el debate al interior del feminismo entre las 
autónomas y las políticas, que antecede a la experiencia del 2001. En 


referencia a este último debate, hacen referencia a la autonomía la 
agrupación Mujeres por la Libertad y la Colectiva Feminista Wvñelfe. 

La inscripción de las organizaciones, colectivas, agrupaciones, 
frentes de intervención y asociaciones en estas matrices político- 
ideológicas da cuenta de la heterogeneidad ideológica propia del 
movimiento en la región. Siguiendo a Svampa (2010) el potencial 
antagónico de los movimientos sociales se vincula con la posibilidad 
de articulación de las luchas, que no está supeditada únicamente al 
potencial unificador de demandas y marcos de acción, sino a los 
vínculos que puedan entre tejerse entre las diversas tradiciones 
político-ideológicas. 

La vinculación orgánica de organizaciones de mujeres, de género, 
feministas y de disidencias sexo-genéricas con estructuras más amplias 
(partidos, corrientes políticas, confederaciones) es parte de la historia 
del movimiento a diferentes escalas. La diferenciación entre quienes 
inscribían la lucha de las mujeres o feminista en partidos (u otras 
estructuras políticas más amplias) y quienes no lo hacían se caratuló 
en diferentes momentos como el debate entre “las autónomas y las 
políticas” (Falquet, 2014; Álvarez, 2019; Tarducci et al., 2019). No es 
objetivo de este escrito dar cuenta de su desarrollo en diferentes 
momentos, sí señalar que la corriente feminista denominada 
autónoma, tuvo entre sus premisas centrales la no vinculación con los 
estados nacionales y las instituciones internacionales en la década del 
90, y en los 2000 esta corriente de pensamiento pregonó la necesidad 
de independizarse de los partidos políticos (Falquet, 2014). La 
relación de los espacios de mujeres, géneros y feministas con los 
partidos políticos estuvo fuertemente atravesada en nuestro país por el 
debate sobre la relación entre la lucha específica de las mujeres y su 
relación (o no) con la opresión y lucha de clases. 

En las entrevistas realizadas esta división entre autónomas y 
políticas no se expresa como tal, sin embargo, al respecto de la 
relación con estructuras más amplias encontramos tres situaciones. En 
primer lugar, existen agrupaciones, frentes de intervención, 
comisiones, que se reconocen como parte de partidos políticos, 
organizaciones políticas y sociales más amplias, y confederaciones. 
Todas ellas de carácter mixto y que se abocan a cuestiones que 
trascienden, pero incorporan, de diferentes modos, la cuestión 
feminista o de géneros. Entre ellas, y en relación con lo visto en 


apartados anteriores, hay espacios de feministas socialistas y 
feministas anticapitalistas relacionadas a partidos de izquierda 
trotskista y a organizaciones sociales y políticas de izquierda 
independiente. Existen organizaciones de los feminismos nacionales y 
populares vinculadas a partidos peronistas, nacionalistas 
revolucionarios y de nueva izquierda!”!. A su vez, algunos espacios de 
mujeres mapuche y de feminismo comunitario se vinculan a la 
Confederación Mapuche de Neuquén. 

En segundo lugar, a partir de las entrevistas realizadas 
encontramos organizaciones que se definen como feministas y se 
vinculan a estructuras organizativas más amplias, nacionales, de 
carácter feministas, como es el caso de La Revuelta y de Maleducadas 
que se encuentran nucleadas en Socorristas en Red (Feministas que 
abortamos). Por último, existen espacios que no tienen vínculos 
orgánicos con otras estructuras, sin embargo solo una de ellas se 
define como autónoma (Mujeres por la Libertad, Neuquén). El mapeo 
de organizaciones realizado y desarrollado anteriormente da cuenta de 
la preeminencia que tiene entre los feminismos de la región su 
adscripción a estructuras políticas más amplias: partidos, estructuras 
del pueblo mapuche, organizaciones sociales y políticas. En este 
sentido, la heterogeneidad  político-ideológica se estructura 
fuertemente a partir de pertenencias orgánicas específicas. El 
escenario descrito deja abiertos interrogantes sobre la configuración 
de un movimiento que contenga esta heterogeneidad, la existencia de 
alianzas múltiples en su interior, las tensiones y disputas internas en el 
movimiento y construcciones posibles de hegemonías. 


Conclusiones 


El estudio del movimiento feminista, de mujeres y disidencias sexo- 
genéricas del Alto Valle de Río Negro y Neuquén en el periodo 
2015-2023 se presenta como un campo poco estudiado. A partir de un 
mapeo, el presente capítulo dio cuenta de su composición en término 
de organizaciones, reconociendo a las mismas como dinamizadoras del 
movimiento a nivel regional. A su vez, ofreció una primera 
caracterización de las identidades y matrices político-ideológicas a las 
que adscriben las organizaciones y que componen al movimiento. 

Lo analizado hasta el momento posibilita ver una fuerte 


identificación de las organizaciones, agrupaciones, colectivas y 
asociaciones con el feminismo, así como también la aseveración de 
estar construyendo el movimiento feminista. Esto representa una 
singularidad del momento histórico, ya que en otros momentos el 
feminismo parecía circunscribirse únicamente a determinados sectores 
sociales dentro de un movimiento más amplio, el movimiento de 
mujeres. De este modo, se reafirma el carácter histórico de la relación 
entre feminismo y movimiento de mujeres, y se actualiza el 
interrogante sobre la relación entre movimiento feminista y 
movimiento de mujeres. 

La mayor identificación con el feminismo va de la mano de la 
proliferación de adjetivaciones (socialista, nacional y popular, 
popular, eco-socialista, comunitario, territorial mapuche) y se 
evidencia también procesos de discusión al interior de los espacios con 
respecto al pasaje de espacios de mujeres y géneros a feministas. El 
debate sobre feminismos y transfeminismos también tiene relevancia en 
la región, se expresa en la identificación con el transfeminismo por 
parte de organizaciones que nuclean principalmente a personas de la 
comunidad LGTTTBIQ+ a lo identitario, y en el debate de algunas 
organizaciones en relación a pasar de la identificación feministas a 
transfeministas. 

En efecto, la construcción identitaria de las organizaciones y los 
movimientos muta a lo largo de la historia existiendo, en algunos 
casos, tensiones entre las identificaciones personales y colectivas. A la 
vez que nos lleva a la pregunta de qué es lo que define la 
identificación de las organizaciones y del movimiento con la expresión 
de mujeres, feminista o transfeminista. Como se menciona en el cuerpo 
del artículo es válido continuar interrogándose si prima la cuestión de 
representatividad del sujeto que se organiza en el movimiento o si la 
denominación está vinculada a los proyectos políticos que se 
encarnan, o si ambas perspectivas coexisten. 

Las identificaciones en los debates sobre feminismos se pusieron 
en relación con matrices político ideológicas que trascienden al 
movimiento feminista, a la vez que lo contienen. En este sentido, se 
propuso un diálogo con la propuesta de Svampa (2010) que permitió 
identificar en el movimiento a nivel regional las matrices indígena, 
nacional-popular, de izquierda tradicional partidaria y la narrativa 
autonomista. En todas ellas pudo identificarse a su vez, 


organizaciones, colectivas, agrupaciones que se vinculan 
orgánicamente a espacios más amplios como partidos, confederaciones 
y organizaciones sociales y políticas. 

En suma, existe en las organizaciones y en el movimiento a nivel 
regional una fuerte identificación con los feminismos y la construcción 
del movimiento feminista, que guarda en su interior una gran 
heterogeneidad. Este remite al tipo de feminismos que se construyen 
cotidianamente, así como también (y en clara vinculación ambos 
elementos) a las matrices político ideológicas. Ante esto, resulta 
fundamental la reflexión de Tapia (2020) quien propone pensar la 
identidad de los movimientos como algo que aglutina en torno a 
puntos comunes o esenciales, como la posibilidad de compartir y 
elaborar una crítica al mismo tipo de estructuras. Siguiendo esta 
propuesta es preciso ahondar en el estudio de la región del Alto Valle 
de Río Negro y Neuquén, en su singularidad histórica, para dar cuenta 
de los puntos que aglutinan, así como de otros elementos que operan 
como condición de posibilidad para el desarrollo del movimiento 
feminista, de mujeres y disidencias sexo-genéricas de la región. 


Bibliografía 


Aiziczon, F. (2005). Izquierda y conflicto social: el clasismo y la 
práctica del control obrero en Cerámica Zanón, Neuquén 
(2002-2005). Informe final del concurso: Partidos, movimientos y 
alternativas políticas en América Latina y el Caribe Programa 
Regional de Becas CLACSO. 

Andújar, A. (1997). De maestras y piqueteras. Los cortes de ruta en 
Neuquén. Travesía, N* 13, 2011, ISSN 0329-9449, pp. 5-39 

Álvarez, S. (2019). Feminismos en Movimiento, Feminismos en 
Protesta. En: Revista Punto Género N 11. 

Álvarez, S. (s.f.). Feminismos latinoamericanos. La reconfiguración del 
campo feminista latinoamericano en los 90. 

Arruza, C., Bhattacharya, T. y Fraser, N. (2019). Feminismo para el 
99%. Un manifiesto. Buenos Aires: Rara Avis Editorial. 

Bacci (2020). Ahora que estamos juntas. Memorias, políticas y 
emociones feministas. Revista Estudos Feministas. Florianópolis, v 
28, n 2, e72446. 

Burton, J. (2012). Lo único que han conseguido es despertar a la 


bestia: una modalidad de respuesta al conflicto docente en el 
Neuquén de la confianza (Tesis de Licenciatura en Sociología). 
Universidad Nacional del Comahue, Fiske Menuco — Río Negro. 

Burton, J. (2013a). Experiencias feministas en Neuquén en la primera 
década del siglo XXI [en línea]. 5!I Jornadas del Centro 
Interdisciplinario de Investigaciones en Género La Plata, Argentina. 
En Memoria Académica. 

Burton, J. (2013b). “Lo personal es político. Primeras aproximaciones 
al activismo feminista de la ciudad de Neuquén”. Presentado en 
XXIX Congreso Latinoamericano de Sociología Asociación 
Latinoamericana de Sociología —ALAS, Santiago de Chile 

Burton, J. (2017a). “De la Comisión al Socorro: trazos de militancia 
feminista por el derecho al aborto en Argentina”. Descentrada. 

Burton, J. (2017b). “Prácticas feministas en torno al derecho al aborto 
en Argentina: aproximaciones a las acciones colectivas de 
Socorristas en Red”. En: Revista Punto Género. 

Burton, J. (2017c). “Invenciones feministas en la lucha por el aborto 
legal”. Revista Bordes. Recuperado el 7 de marzo de 2018. 

Burton, J. (2018a). “Registrar y acompañar: acciones colectivas por el 
derecho al aborto en la ciudad de Neuquén”. Zona Franca, 0(25), 
89-125. 

Burton, J. (2018b). A la neuquina. Un estudio sobre la militancia 
feminista no metropolitana por el derecho al aborto. Tesis doctoral 
UNSAM. 

Burton, J. €: Peralta, G. (2016). “Redes en torno al aborto clandestino: 
vínculos de socorristas y sistema de salud en Neuquén, Argentina”. 
Clivajes Revista de Ciencias Sociales, Año III (No 6), 158-181. 

Burton, J. € Peralta, G. (2018). Cuidado y feminista: acerca de la 
noción de cuidado presente en los acompañamientos socorristas en 
Río Negro y Neuquén. Presentado en XIII Jornadas Nacionales de 
Debate Interdisciplinario en Salud y Población. “Investigación e 
intervención en salud: demandas históricas, derechos pendientes y 
desigualdades emergentes”, Facultad de Ciencias Sociales - 
Universidad de Buenos Aires. 

Ciriza, A. (2019). Anotaciones feministas a propósito de Gramsci. 
Genealogías, política y pedagogía. En Gramsci. La teoría de la 
hegemonía y las transformaciones políticas recientes en América Latina. 
Actas del Simposio Internacional Asunción, 27 y 28 de Agosto de 


2019. 

Chaneton, J. (1992). Feminismo y movimiento social de mujeres 
historia de un malentendido. Feminaria. Año 5. Número 8. Abril de 
1992. 

Daich, D. y Tarducci, M. (2018). De feminismos y violencias. 
Recuperar la historicidad de las luchas para enfrentar nuevos 
desafíos. Academia UBA 

Draper, S. El paro como proceso: construyendo poéticas de un nuevo 
feminismo en Gago, V., Gutiérrez Aguilar, R., Draper, S., Menéndez 
Díaz, M., Montanelli, M., Rolnik, S. (2018). 8M Constelación 
feminista ¿Cuál es tu huelga? ¿Cuál es tu lucha? Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires: Tinta Limón. 

Follegati, L. (2018). El constante aparecer del movimiento feminista. 
En: Zerán, Faride (Eds.) Reflexiones desde la contingencia en Mayo 
feminista. La rebelión contra el patriarcado. MOM Ediciones: 
Santiago de Chile. 

Gago, V. (2019). La potencia feminista o el deseo de cambiarlo todo. 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Tinta Limón. 

Gutierrez Aguilar, R. (2017). Horizontes comunitarios-populares. 
Producción de lo común más allá de las políticas estado-céntricas. 
Traficantes de sueños. 

Matus, A.; Burton, J.; Isasi, D. (2012). Organizaciones de mujeres, 
feministas, lésbicas y colectivos trans en Alto Valle: Un mapeo 
preliminar. VII Jornadas de Sociología de la UNLP, 5 al 7 de 
diciembre de 2012, La Plata, Argentina. En Memoria Académica. 

Modonesi, M (2016). El principio antagonista. Marxismo y acción 
política. Ítaca, Universidad Autónoma de México. Ciudad de México. 

Modonesi, M. e Iglesias, M. (2016). Perspectivas teóricas para el 
estudio de los movimientos socio políticos de América Latina: 
¿cambio de época o década perdida? Revista Especializada en 
Estudios Latinoamericanos. Universidad Autónoma de México. 

Modonesi, M. (2017). Introducción. Coordenadas para el estudio de la 
politización antagonista y militante en el ciclo de movilización 
juvenil 2011-2015. En: Coord. Modonessi, M. Militancia, 
antagonismo y participación juvenil en México. 

Ouviña, H. (2020). Movimientos Populares, estado y procesos 
comunitarios. Tensiones y desafíos desde América Latina. 
MILLCAYAC - Revista Digital de Ciencias Sociales Vol. VII N” 12 / 


marzo 2020 — agosto 2020. ISSN 2362-616x. (pp. 441-464). SIPUC. 
FCPyS. UNCuyo. Mendoza 

Sartino, J. (2017). Mientras tanto en Río Negro, ¿Qué pasaba? Lucha, 
resistencia y protesta social en tiempos del radicalismo rionegrino 
(1990-2011) en Duminich, Laura, García Gualda Suyai y Sartino 
Julieta Eds. Neuquén 60 20 10. Publifadecs. 

Shuster, F. (2005). Las protestas sociales y el estudio de la acción 
colectiva en Tomar la palabra. Estudios sobre protesta social y 
acción colectiva en la Argentina contemporánea, Pereyra, S.; 
Naishtat, F.; Nardacchione, G.; Schuster, F Comps. Publicación: 
Buenos Aires: Prometeo. 

Stratta, F. y Barrera, M. (2009). ¿Movimientos sin clases o clases sin 
movimiento? Notas sobre la recepción de la teoría de los 
Movimientos Sociales en la Argentina. Conflicto Social, Año 2, N” 1 

Seoane, J., Taddei, E. y Algranati, C. (2009). El concepto “movimiento 
social” a la luz de los debates y la experiencia latinoamericana 
recientes. XXVII Congreso de la Asociación Latinoamericana de 
Sociología. VIII Jornadas de Sociología de la Universidad de Buenos 
Aires. Asociación Latinoamericana de Sociología, Buenos Aires. 

Svampa, M. (2009). Protesta, Movimientos sociales y dimensiones de 
la acción colectiva en América Latina. “Jornadas de Homenaje a C. 
Tilly”, Universidad Complutense de Madrid-Fundación Carolina, 7-9 
de Mayo de 2009. 

Svampa, M. (2010). Movimientos sociales, matrices socio-políticos y 
nuevos escenarios en América Latina. Universitát Kassel Editorial: 
Kessel. 

Tapia, L. (1996). Politización: ensayos teóricos — metodológicos para 
el análisis político. CIDES-UMSA 

Tapia, L. (2009). Movimientos sociales, movimientos societales y los 
no lugares de la política. Cuaderno del Pensamiento 
Latinoamericano N 17. Consejo Latinoamericano de Ciencias 
Sociales. 

Tapia, L. (2020). Aportes al debate sobre movimientos sociales en 
Latinoamérica: ciclo de conferencias sobre movimientos sociales. 
SIPAE: Quito 

Tarducci, M., Trebisacce, Catalina, Grammático, Karin (2019). Cuando 
el feminismo era mala palabra. Algunas experiencias del feminismo 
porteño. Buenos Aires, Espacio editorial. 


Varela, P. (2019). ¿Existe un feminismo socialista en la actualidad? 
Apuntes sobre el movimiento de mujeres, la clase trabajadora y el 
marxismo hoy. Revista Theomai-número 39. 

Zemelman, H. y Valencia, G. (1990). Los sujetos sociales una 
propuesta de análisis. Acta Sociológica (México, D.F.) Volumen 3 


(2). 


1. Lic. en Sociología y becaria Doctoral Conicet. « 

2. Si bien la amplia mayoría de las 38 organizaciones estuvieron activas en la 
totalidad del periodo estudiado, el desarrollo del trabajo de campo y literatura 
sobre movimientos sociales, permite reflexionar acerca del binomio activo/inactivo 
para referirse a procesos de organización y lucha que llevan adelante las 
organizaciones. Es preciso profundizar en este aspecto, sin embargo, resulta 
importante mencionar que algunas entrevistadas refieren a momentos de repliegue 
(en los que no realizan actividades públicas) o impasses sin actividades durante 
algunos períodos sin que esto signifique dar un cierre al proceso colectivo. Por otra 
parte, otros espacios mencionan su momento de surgimiento y de finalización con 
contornos más definidos. « 

3. Integrantes del Espacios de Mujeres del PCR son quienes datan en el año 1988 su 
surgimiento en las ciudades de Cipolletti y Fiske Menuco. En la década del 90 se 
crean la Asociación de Travestis, Transexuales y Transgéneros de Argentina (1993, 
Neuquén Capital), Conciencia Vidha (1997, Neuquén Capital) y el Plenario de 
Trabajadoras (1998, Neuquén Capital, Cipolletti y Fiske Menuco). También 
surgieron en la década del 90 en Neuquén Capital: Mujeres por el derecho a Elegir, 
Condición Femenina e Investigación y Acción para la Mujer. Estas últimas ya se 
habían disuelto en el periodo estudiado. « 

4. En 2001 se crea la Colectiva Feminista La Revuelta (Neuquén Capital), en 2003 
Pan y Rosas (Neuquén Capital), Sin Cautivas (Neuquén Capital) y el Espacio de 
Géneros del Frente Popular Darío Santillán (Cipolletti) en el año 2007 y la 
Asociación de Trans y Trabajadorxs Sexuales en 2009 (Fiske Menuco). También 
existen en esta década: Fugitivas del Desierto, Las del Encuentro y el Movimiento 
Lésbico Emprendedor. « 

5. Estas 21 organizaciones son las siguientes: en el año 2010, surge el Espacio de 
Géneros de Dignidad Rebelde (Cipolletti), ATTTA (Cipolletti) y Diversidad Río 
Negro y Neuquén (Río Negro y Neuquén). En el año 2012, surgen 100% Diversidad 
y Derechos (Neuquén Capital y Cipolletti) y Mumalá (Neuquén Capital). 
Posteriormente se crean Juntas y a la Izquierda (Neuquén Capital y Cipolletti) en 
2013 y el Espacio de Mujeres lof Puel Pvjv en Neuquén Capital en2014. En el año 
2015, que inaugura el periodo estudiado, surgen: Maleducadas Kisulelain (Fiske 
Menuco); Pan y Rosas (Cipolletti y Fiske Menuco), Varones Trans y No Binarios de 
Río Negro y Neuquén, Mala Junta (Fiske Menuco y Neuquén) y el Espacio de 
Mujeres Mapuche intercomunitario de zonales Xawvn ko y Lafkenche y de la 
Confederación Mapuce de Neuquén. Inapropiadas y el Espacio de Género Dignidad 
Rebelde, ambas de Fiske Menuco, surgen en el año 2016. Año en el que también se 
crea el Espacio de Géneros Enriqueta de La Jauretche (Neuquén Capital) y Mujeres 
por la Libertad (Neuquén Capital). De 2017 datan la Comisión de géneros Frente 
de Organizaciones en Lucha (Fiske Menuco), el Frente Feminista Marabunta (Fiske 
Menuco-Neuquén), la Colectiva Feminista Wvñelfe (Neuquén Capital), el Frente 
Feminista Nuevo Encuentro (Neuquén Capital) y los Talleres de Mujeres de la CCC 
(Neuquén Capital). En 2018, se crean la Colectiva Feminista La Revuelta (Fiske 
Menuco), Libertas (Neuquén Capital), Isadora (Neuquén Capital) y la Asociación 
Civil Nueva Crianza (Neuquén Capital, Cipolletti y Fiske Menuco). En 2019, el 
espacio Feminismo Territorial Mapuche (Río Negro). « 

6. Estos espacios colectivos son: Disidencias Auto convocadas Newken y Las Victorias 
(Cipolletti) en 2020; Transfeminismos Neuquén y Archivo de la Memoria Trans en 


Neuquén Capital en 2021 y Mala Junta en 2023 en Cipolletti. Las siguientes 
organizaciones son parte del mapeo, pero no pudo identificarse su año de 
surgimiento: Las Rojas en Neuquén, espacio de Mujeres y de género del PCR en 
Neuquén, el espacio de mujeres de la CCC de Fiske Menuco y Frente de Mujeres y 
Disidencias del Movimiento Evita en Neuquén y Fiske Menuco. « 

. En cuanto a las organizaciones vinculadas de manera orgánica a partidos políticos: 
5 de ellas pertenecen a partidos trotskistas; 2 al partido comunista revolucionario; 
2 a partidos nacionalistas revolucionarios, 2 a partidos nacionales y populares y 6 
al peronismo. En la actualidad, todas ellas exceptuando a los partidos trotskistas 
formaron parte del Frente de Todxs y actualmente del armado electoral Unión por 
la Patria. « 


El Proyecto Pampas en Río Negro 


Sobre la producción de hidrógeno verde, los procesos de 
neoliberalización y las políticas de legitimación de la expropiación 
María Mazzoni y Pablo Schleifer 


Introducción 


Este capítulo es parte del proyecto de investigación “Conflictividad 
social, Estado y Praxis en la Neoliberalización de la sociedad. Un 
análisis desde el Alto Valle de Río Negro”, en el cual, entre otros 
objetivos, nos propusimos interpretar desde una perspectiva 
interdisciplinar la materialización del conflicto social, así como las 
prácticas de resistencia y disputa con el orden establecido. 

En los límites de este trabajo nos ocupamos de analizar los 
fundamentos que habilitaron la concreción del denominado Proyecto 
Pampas que prevé la producción de Hidrógeno Verde a escala 
industrial en la costa de la provincia de Río Negro. Lo interpretamos 
como una muestra más del proceso de neoliberalización (Harvey, 
2007), en tanto se sustenta en una concepción de mundo y de época 
que genera una especie de licencia social a los proyectos como el aquí 
analizado y que manifiesta la concreción de la estrategia de 
dominación de clase que desde mediados de los años setenta ha 
logrado instaurar su hegemonía. 

El proceso de  neoliberalización es producto de las 
transformaciones que ha producido la actual internacionalización del 
capital (Borón et al., 1999) y cuya implementación demandó una 
ofensiva sobre el sentido común y sus núcleos de compresión de 
mundos propios de la fase anterior-nacional y de bienestar (vía la 
promoción de creencias y concepciones como son la necesidad de 
desregulación y liberalización de los mercados y la privatización de 
activos públicos). En este sentido, se llevaron a cabo a través del 
aparato comunicacional del Estado provincial y de los principales 


medios de comunicación privados de la región, una serie de acciones 
en vistas a la generación de consensos y de conformación de la 
licencia social necesaria para darle vía libre al Proyecto Pampas, 
iniciativa de una empresa australiana, Fortescue Future Industries (FFD 
creada en 2020. 

Se trata de una compañía transnacional de energía verde que 
opera en más de 25 países y es subsidiaria de la minera australiana 
Fortescue Metals Group Limited, el cuarto productor de hierro del 
planeta!': 


Fortescue Future Industries (FFI) es una empresa global de energía verde 
comprometida con la producción de hidrógeno verde, que no contiene carbono, 
a partir de fuentes 100 % renovables (...). FFI está liderando la revolución 
industrial verde, desarrollando soluciones tecnológicas para industrias difíciles 
de descarbonizar, mientras crea una cartera global de proyectos de energía 
renovable, hidrógeno verde y amoníaco verde. FFI también lidera el esfuerzo 
mundial para descarbonizar sectores difíciles de reducir y es responsable de la 
descarbonización propuesta de una de las empresas de recursos más grandes 
del mundo para 2030: nuestra empresa matriz, Fortescue Metals Group. 
(Fortescue Future Industries, 2023: párr. 1-3) 


El representante de Fortescue para Latinoamérica, Agustín Pichot, 
ex integrante de la selección argentina de rugby explicó a medios 
periodísticos que: “Estamos hablando de una planta en una primera 
etapa de 600 megas, y escalar a dos gigawatt y luego a 15 GW” (Deza, 
2021: párr. 4) y señaló que la inversión puede llegar a U$S 8.400 
millones al 2029 y generará la creación de más de 15.000 puestos 
directos de trabajo y entre 40.000 y 50.000 indirectos. 

Este proyecto, iniciado en el año 2020, fue acordado con la 
empresa en la 26% Conferencia de Naciones Unidas en Glasgow, 
Escocia (desarrollada entre el 31 de octubre y el 12 de noviembre de 
2021) y fue impulsado desde los más altos niveles tanto del gobierno 
nacional como provincial, cuando conjuntamente comenzaron “un 
proceso proactivo de búsqueda de inversiones para el desarrollo de 
Hidrógeno Verde en nuestra región” (Gobierno de la Provincia de Río 
Negro, 2022: 4). 

En ese marco, al mismo tiempo que se generaron las condiciones 
normativas para materializar los acuerdos, se emprendió un fuerte 
operativo discursivo, una estrategia comunicacional focalizada en 


edificar las condiciones simbólicas necesarias para garantizar la 
ejecución del proyecto. Por ello, en los apartados siguientes nos 
proponemos trabajar entrelazadamente en esa política comunicacional 
y en la política productiva. Para ello, comenzaremos por mostrar la 
conformación, tanto a escala nacional como provincial, del proceso 
interpretado como neoliberalización de la sociedad. Luego realizamos 
un análisis documental del Plan Estratégico Hidrógeno Verde Río 
Negro y de la sesión de la Legislatura Provincial realizada el 20 de 
abril 2022 en la que se debatió y se votó por unanimidad la entrega 
por concesión de 650.000 has. a la empresa Fortescue Future Industries 
para instalar molinos eólicos para producir hidrógeno verde, por un 
período de cincuenta años con opción a veinticinco años más; se 
analizan también discursos en los medios y redes oficiales. 


Neoliberalización como estrategia de dominación 


Comenzamos por interpretar al Plan Estratégico Hidrógeno Verde Río 
Negro como una instancia más del proceso de neoliberalización de la 
sociedad; pues la cesión y la privatización de las tierras, de los 
recursos naturales o del acceso al mar, puede ser leída como otro 
escalón en la implementación exitosa de esa estrategia de clase que, si 
bien requiere de todo un entramado legal y discusivo a escala local, 
constituye un movimiento internacional donde lo nacional queda 
subsumido. Como afirma Tapia (2008), se trata de “desmontar las 
largas construcciones políticas del siglo XX que se habían vuelto 
límites a la acumulación capitalista transnacional y al acceso a 
recursos naturales baratos” (p. 105). 

En cuanto a la concreción de esa estrategia sabemos que atravesó 
una primera etapa de índole fundacional que sentó las bases a lo que 
Ezcurra (1998) identifica como una ortodoxia originaria. De modo 
sintético, consiste en afirmar que el mercado es el mejor instrumento y 
el más eficaz para la asignación de recursos y la satisfacción de las 
necesidades; se trata de un mecanismo de autorregulación que no 
conduciría sino al óptimo social y que, por ende, resultaría 
intrínsecamente superior a cualquier otro mecanismo de orden social. 

La puesta en práctica de esa estrategia de dominación consistió en 
una primera fase en la cual se fijaron los parámetros de un programa 
político y económico relativamente uniforme y de alcance mundial. 


Esas ideas y estrategias se plasmaron en los programas de ajustes 
estructurales desde los cuales el accionar estatal se enfocó en la 
contención del gasto público, así como en el despliegue de la bandera 
de la competitividad para garantizarle al capital que el trabajo, como 
un insumo más de la producción de mercancías, sea lo más barato 
posible. Todas estas premisas se concretaron en un conjunto de 
reformas!”!, llamadas reformas de primera generación, cuyo objetivo 
fue la redefinición del poder de clase a favor de la porción más 
concentrada de la burguesía transnacional; es decir, una transferencia 
de ingresos hacia los sectores dominantes de la sociedad. Toda esta 
transformación se impulsaba sobre el imperativo de crear/recrear un 
clima de negocios, vale decir: una atmosfera proclive a los mercados 
en la cual la idea de crisis no opera sino como una oportunidad para 
el mundo de los negocios. Ese conjunto de ideas-fuerza se valió de tres 
motores: privatización-liberalización- (des)regulación, como las 
palancas que impulsaron la realizaron de las condiciones objetivas 
para la actual internacionalización de la propiedad y les dieron a las 
relaciones sociales capitalistas su alcance planetario. 

El cuestionamiento político a esa ortodoxia originaria, dio inicio a 
una segunda etapa o aggiornamiento (Ezcurra, 1998) para la cual el 
propio Banco Mundial comenzó a predicar sobre una acción renuente 
del Estado, apuntándose así hacia un Estado como dispositivo de 
reasignación del ingreso. Se asumió, entonces, la necesidad de realizar 
una corrección de los desequilibrios sociales vía políticas públicas y a la 
realización de una intervención mercantilizada del Estado. Fue así que 
se pasó del discurso de Estado mínimo al de un Estado eficaz y se 
armó el paquete de Reformas llamadas de segunda generación en las 
que se apela a cuestiones como modernización, transparencia, 
descentralización y participación, recomendándose el otorgamiento de 
un mayor peso a las administraciones locales frente a la 
administración central. 

Ahora bien, este aggiornamiento no implica un cambio de 
concepción; pues la liberalización de los mercados como premisa 
sustancial del modelo, no se tocó... De manera que podemos decir 
que en esta nueva etapa la estrategia de dominación se implementa 
por dos vías: 


1. Lograr un crecimiento económico alto y estable y con empleo, 


aunque se mantiene la flexibilización laboral y se renueva la 
promesa sobre la generación de nuevos puestos de trabajo. 
Asimismo, desde el discurso político se recupera la categoría de 
Desarrollo, ahora presentado como sustentable o sostenible'*. 

2. Continúan los planteos de reformas del sector público-social y se 
busca mantener la inversión privada en la materia, aunque se 
amplifica el gasto público social para corregir esos 
desequilibrios. 


Por todo esto, entendemos que el denominado neoliberalismo se 
ha renovado pero persiste como patrón de dominación y es el sustrato 
que habilitó la inversión de Fortescue Future Industries (FFD en la 
provincia. Como veremos en los documentos y los discursos aquí 
analizados, por un lado, la mega empresa tiene garantizado el retorno 
de sus dividendos y la apropiación de valor y, por el otro, el clima de 
época le otorga legitimidad, al mismo tiempo que fragmenta e 
invisibiliza las resistencias. 


Neoliberalización en Río Negro 


En lo que respecta a Río Negro, las sucesivas gestiones del Ejecutivo 
provincial'?! junto con los poderes legislativo y judicial, han sido 
viabilizadores de la estrategia enunciada en el apartado precedente. 
Pues, el Estado capitalista no es una mera arena de disputas sino un 
vehiculizador de una determinada relación de fuerzas sociales en 
conflicto y, aun con los cambios de lineamientos acaecidos, impuso y 
garantiza la vigencia de la reestructuración productiva acorde al modo 
de acumulación capitalista de la región. 

De esta forma, en la dinámica provincial podemos diferenciar esas 
dos fases descritas. La primera, entre 1995 y 2003, enfocada en la 
búsqueda de la eficiencia en el manejo del gasto en relación a un 
modelo descentralizado y con participación. Esa perspectiva trasvasó 
los distintos ámbitos del Estado provincial, que se orientó por el 
mantenimiento de la racionalidad instrumental en sus decisiones, 
dándole un rol prioritario a las fuerzas del mercado, exacerbando la 
competitividad y reservándose a sí mismo un rol de moderador 
(Mazzoni y Presti, 2009). 

En el año 2003, tras la salida de la crisis de 2001, se da un giro 
que aparece enmarcado en la salida de la convertibilidad y en un 


contexto mundial muy favorable para los bienes que ofrece la 
provincia. Aunque la Unión Cívica Radical venía gobernando 
ininterrumpidamente desde 1983, viró su accionar hacia el incentivo y 
modernización de la producción, a la disminución de la inequidad 
social, así como a la importancia de la planificación estratégica como 
instrumento para lograr eficiencia al gestionar; también proponía el 
desarrollo integral y armónico de toda la provincia a partir del 
crecimiento económico. Si bien en esta segunda fase el Ejecutivo 
provincial retoma y desempeña un papel dinamizador, distributivo y 
regulativo, continúan vigentes, por un lado, la premisa que identifica 
crecimiento con crecimiento económico y en ese sentido el esfuerzo se 
dirige a componer las condiciones para las inversiones: sin cerrarse en 
lo nacional, lo prioriza y sale a ofrecerlo al mundo. Por otro lado, 
concibe al trabajo asalariado como un elemento indispensable para la 
recuperación económica y la cohesión social y asume entonces 
posibilitar un mínimo reparto para controlar la conflictividad social 
(Mazzoni y Presti, 2009; Mazzoni y Schleifer, 2017). 

Así, en esa misma línea Alberto Weretilneck (gobernador entre los 
años 2012 - 2019) logró que en los años de su primera gestión se 
incrementaran un 40% los ingresos provinciales, entre otras razones 
por el incremento en las regalías hidrocarburíferas mediante la 
renegociación de contratos. En el año 2013, “Río Negro produjo 1.662 
millones de metros cúbicos de gas y 2,44 millones de metros cúbicos 
de petróleo, equivalentes al 4% y al 7,5% de la producción total del 
país, respectivamente” (DINAP, 2018: 12). La producción minera, que 
también incluye la extracción de rocas ornamentales y minerales no 
metalíferos, tales como la bentonita (Río Negro es la principal 
provincia productora), representa el 15% del PBI mientras que el 
sector agropecuario representa 8%. En palabras del entonces 
gobernador: “Río Negro se ha transformado a partir de la Ley del 30 
de diciembre!”! en una Provincia productora de gas y de petróleo, algo 
que la Provincia no había logrado en los últimos 30 años” (Alberto 
Weretilneck, discurso apertura de sesiones, 2013). 

Arabela Carreras, quien fue gobernadora por el mismo partido 
político entre 2019 y 2023, continuó la línea en esa dirección. Durante 
el 2020 la empresa Fortescue ya había dado inicio a los trabajos de 
prospección en la provincia y, desde los distintos poderes del Estado 
provincial, se implementaron medidas legales y discursivas para 


garantizar la viabilidad del plan. En efecto, esa tarea se asumió 
estatalmente mediante una serie de acciones compiladas en el 
denominado Plan Estratégico H2V, que instituye “el camino que 
venimos transitando en el desarrollo de la Política de producción de 
hidrógeno verde en la provincia” (Gobierno de la provincia de Río 
Negro, 2022: 4). 

En ese marco, el discurso oficial enmarca la iniciativa en la 
legislación nacional y provincial y, fundamentalmente, en un corpus 
referido a derechos ambientales, educativos y sobre la explotación de 
recursos naturales consagrados a nivel internacional (el Acuerdo de 
París, el Protocolo de Kyoto, la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático, el Convenio de Viena para la 
Protección de la Capa de Ozono, el Protocolo de Montreal relativo a 
las sustancias que agotan la Capa de Ozono y sus Enmiendas, la 
Declaración Ministerial de la Segunda Conferencia Mundial sobre el 
Clima y la Cumbre de la ONU sobre la Acción Climática); al mismo 
tiempo que justifica ese apoyo estatal en las virtudes respecto de los 
desequilibrios ambientales, pues sostiene que “El Hidrógeno presenta 
una oportunidad de transición energética de descarbonización para el 
mundo y una gran oportunidad de desarrollo para nuestros países” 
(Gobierno de la provincia de Río Negro, 2022: 6). 


Construir consensos desde el “crecimiento económico, el 
empleo” y la deslegitimación de las resistencias 


Así, la puesta en funcionamiento del Plan Estratégico H2V y del 
Proyecto Pampas requirió de una serie de políticas de impulso que se 
sustentan en estrategias comunicacionales tendientes a universalizar la 
mirada oficial sobre la temática. Pues si la comunicación estratégica se 
define como un espacio que incorpora actorxs diversos y que 
“entiende el conflicto, la cooperación, la negociación, las 
contradicciones, etc. como elementos constitutivos de las relaciones, 
las situaciones y la realidad” (Longo, 2018: 15), la estrategia oficial 
parece anclada en la fragmentación de las resistencias vía 
ocultamiento de la divergencia y profundización de una serie de ideas 
fuerza “científicamente irrefutables” que operan sobre las necesidades 
y expectativas de la población. 

Efectivamente las ideas de planificación estratégica, 


transparencia, creación de empleo, sustentabilidad, propias del patrón 
de dominación vigente, son las empleadas por empresarios, políticos y 
comunicadores/as para otorgarle legitimidad a la instalación del 
proyecto en la provincia. Desde su fuerza explicativa han construido 
consenso en torno a cuestiones como la necesidad de reactivar el 
sector privado, la importancia de emplear la metodología de 
administración, así como la promoción de la vida social en términos 
de intercambio. Como veremos a continuación, esos postulados fueron 
expresados en los documentos y discursos para dar vía libre al 
proyecto Pampas. Ideas fuerza desde las cuales se ha conformado un 
sentido común a imagen de la consumación de la reproducción 
ampliada del capital en esta fase. 

En este marco, podemos diferenciar tres estrategias que operan 
comunicacionalmente. Por un lado, la proliferación de discursos 
oficiales y periodísticos. Mientras el presidente Fernández señaló que 
“el hidrógeno verde es uno de los combustibles del futuro y nos llena 
de orgullo que sea la Argentina uno de los países que esté a la 
vanguardia de la transición ecológica” (Deza, 2021: párr. 13), el por 
entonces ministro de Producción Kulfas afirmaba que “por los 
números, por lo transformador, esta es la inversión internacional más 
importante que se está anunciando en Argentina en el siglo XXI. Es 
una inversión que está fundando una nueva industria, la del hidrógeno 
verde” (Deza, 2021: párr. 16). En estrecha sintonía con el Poder 
Ejecutivo Nacional, el Ejecutivo de la provincia construía la promesa 
de convertir a Río Negro en un polo mundial exportador de hidrógeno 
verde para 2030, con una capacidad de producción de 2,2 millones de 
toneladas anuales. 

Con ese cometido, el Ejecutivo provincial mandó una iniciativa al 
parlamento cuyo objeto central fue 


declarar de interés público provincial a la iniciativa privada presentada por la 
firma Argentina Fortescue Future Industries en el marco de la Ley 3484, para 
la realización de todas las obras de infraestructura necesarias para la 
generación de energía eléctrica de fuente renovables, con destino exclusivo a la 
producción del denominado hidrógeno verde y sus derivados. (Proyecto de Ley 
Río Negro 253/2022) 


Así, en abril de 2022, la Legislatura sancionó la Ley N* 5560/22 


que estableció las condiciones para llevar adelante el proceso de 
licitación pública de alrededor de 625.000 hectáreas, para el estudio y 
emplazamiento de un Parque Fólico y otras construcciones necesarias 
para la puesta en funcionamiento de la planta, como el armado de tres 
parques eólicos con una potencia total de 2.000 MW cuyo fin es 
abastecer de energía a la planta productora de hidrógeno. Además, se 
creó la Corporación Punta Colorada, el Ente de Promoción y 
Fiscalización del Complejo Productivo y Exportador de unas 600 
hectáreas que conforman Zona Franca de Río Negro. 

Las y los legisladores que dieron vía libre a la iniciativa, es decir, 
que autorizaron la cesión de territorio a la empresa por lo menos por 
cincuenta años, lo calificaron como un plan estratégico de la 
provincia, destacaron como positivo que sea una acción de gobierno 
de planificación a largo plazo y señalaron la sinergia que, para la 
provincia, implica una inversión privada como la aquí analizada. 
Amparándola en la necesidad de comenzar “un círculo virtuoso de la 
economía”, sostuvieron que no solo “genera crecimiento, 
industrialización, innovación y desarrollo de infraestructura” y 
permite la “resignificación de la matriz productiva” provincial, sino 
que, además, el proyecto Pampas viene a “generar trabajo decente”, 
“empleo y trabajo genuino”, a darle trabajo a “mano de obra local”, 
capacitarla. 

En efecto, “transición ecológica”, “descarbonización”, “cuidado 
del medio ambiente”, “oportunidad de desarrollo”, “más y mejor 
empleo”, términos repetidos en medios oficiales, en la prensa, en los 
discursos de las y los funcionarios en medio de una campaña 
comunicacional que parece diseñada para establecer los consensos 
sociales necesarios para la puesta en práctica del Proyecto. 
Significantes anclados en el saber de la ciencia, difundidos como 
verdad, constituyen “una base para las luchas simbólicas por el poder 
de producir y de imponer la visión del mundo legítima” (Bourdieu, 
1988: 137) mediante la universalización de una perspectiva particular 
convertida en potencial beneficio para los y las habitantes de la 
provincia. 

En segundo lugar, la institucionalización de espacios oficiales de 
aparente debate difundidos a través de los sitios de internet y medios 
de comunicación del gobierno provincial'”'. No obstante, mientras en 
el marco de lo que han presentado como un plan de comunicación 


estratégica afirman haber “maximizado los canales digitales para la 
comunicación de las decisiones, posiciones y avances sobre la 
temática” (Gobierno de la provincia de Río Negro, 2022: 49), la 
verticalidad en la transmisión de información arbitraria, sin espacios 
visibles para el debate y, fundamentalmente, sin espacio para las 
voces que se oponen a la iniciativa, no es sino un operar propio del 
poder estatal que al generarle vía libre al capital requiere fragmentar 
las resistencias. Ese poder que se empeña en deslegitimarlas cuando 
desde su accionar las estigmatiza, las persigue judicialmente y las 
reprime. 

Pues, de esta forma, se constituyó la mesa del H2V, concebida 
como un “órgano transversal e interdisciplinario, encargado de 
acordar y definir políticas públicas activas y sostenidas en materia de 
ciencia, innovación, investigación y desarrollo del hidrógeno verde, 
como así también proyectos de inversión productiva basados en este 
tipo de recursos energéticos verdes” (Gobierno de la provincia de Río 
Negro, 2022: 4-5). No solo las miradas opositoras de científicos y 
científicas, ong's ambientalistas, pueblos originarios, etc., están 
excluidas de esa mesa; sino que la mesa se presenta como un espacio 
amplio y plural, diverso, inclusivo. 

Por otro lado, junto a ese órgano se organizó un ciclo de 
divulgación científica denominado Jueves de Hidrógeno de “debates 
online durante la pandemia, convocando a científicos y especialistas 
del ámbito público y privado” (Gobierno de la provincia de Río Negro, 
2022: 5). Una serie de veintisiete encuentros semanales desde la 
modalidad virtual. Se las presenta como charlas abiertas a la 
comunidad, con distintos expertos en la temática y se vuelve a recurrir 
a la ciencia-técnica como discurso legitimador, pero sin incluir las 
miradas científico-técnicas que se oponen al proyecto con 
fundamentos opuestos a los oficiales. 

Finalmente, identificamos una tercera estrategia mediático- 
publicitaria. En el archivo de diario10.com.ar, sitio oficial del 
multimedio oficial Radio y Televisión Río Negro S.E., se almacenan 
más de cuarenta notas sobre el tema, todas a favor de la iniciativa, 
resaltando los avances y los espacios de debate, capacitación y 
formación, o las bondades que en palabra de especialistas traería la 
producción de H2V a la población de la provincia: “Hidrógeno verde 
con mirada de equidad laboral e igualdad de género”, “Energías 


renovables y empleo. Buenas perspectivas”, “Río Negro Más Futuro: 
siguen las capacitaciones en hidrógeno verde”, “El hidrógeno verde y 
las posibilidades de desarrollo”, etc. 

Al mismo tiempo, una fuerte inversión en la promoción de la 
política de desarrollo del H2V en la provincia, destinando para el 
2023 veintiún millones de pesos. Como informa el Diario Río Negro, la 
provincia licitó la impresión de 700 libros y “la compra de 61306 
artículos, entre parasoles, bolsas, molinos, vinilos, botellas, 
señaladores y fly banner” (Pecollo, 2023: párr. 2), todos artículos de 
merchandising de hidrógeno verde para ser utilizados en distintos 
eventos y actos. 

En definitiva, las acciones estatales, materiales y simbólicas, que 
se exhiben como soluciones a los problemas provinciales resultan en 
mayores niveles de mercantilización de la vida y la naturaleza y no 
redundan, como se anuncia, en bienestar para los y las rionegrinas. 


Reflexiones finales 


La importancia que tiene el Plan Estratégico Hidrógeno Verde para el 
gobierno de la provincia de Río Negro se observa en las medidas 
adoptadas, con rapidez inusitada, tanto en el plano normativo como 
en el plano comunicacional. La construcción de los consensos políticos 
y sociales para efectivizar el Proyecto Pampas, requirió de toda la 
fuerza material y simbólica del Estado, sea para imponer 
representaciones asociadas a los intereses que la iniciativa representa, 
como para fragmentar e invisibilizar las resistencias. La producción de 
la idea de un futuro bien común universal, aparece en la base de sus 
discursos. 

Así, la estrategia comunicacional efectiviza el patrón de 
dominación vigente acorde a un modo de acumulación motorizado 
por la vigencia a ultranza de la propiedad privada individual y de la 
apropiación privada ilimitada de la ganancia. Su reactualización es 
impulsada en la generación de consensos que viabilizan un realismo 
economicista frente al cual hay escasa discusión y se lo percibe como 
carente de alternativas. Se vive en un presente injusto frente a la 
oferta de un futuro mejor para los y las rionegrinas. 

Esta gran transformación, producto del proceso que entendemos 
como neoliberalización de la sociedad, se cimienta en una concepción 


del orden social como natural y conlleva la naturalización de las 
desigualdades y la competencia. Es así que el accionar estatal, garante 
de esa acumulación, desde su poder territorializado y territorializador, 
busca, facilita y celebra las inversiones de capital transnacionalizado 
en su jurisdicción. 

Como vimos, el Proyecto Pampas en el marco del Plan Estratégico 
Hidrógeno Verde, es respaldado e impulsado desde los diferentes 
niveles de gobierno (nacional, provincial y municipal) y desde los tres 
poderes del Estado-nación. La concesión de tierras y la creación de 
zonas francas, se justifican con la promesa de crear empleo de calidad 
y alcanzar el desarrollo deseado. Así es que el Estado dirime sus 
intervenciones entre el uso de la fuerza y la necesaria generación de 
consensos. En pos de alcanzar este objetivo se erige casi como único 
medio la explotación de la naturaleza, aunque la experiencia 
demuestre la continuidad y la profundización de concentración de la 
riqueza y el poder en pocos grupos económicos transnacionales. 
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. Según Nicolás Deza (2021) Fortescue Metals Group es el cuarto productor mundial 
de mineral de hierro, compite con empresas como Vale, Rio Tinto y BHP y desde 
2018 tiene presencia en Argentina. « 

. Borón (2003) las entiende como contrarreformas, en tanto implicaron pérdida de 
derechos y un retroceso en conquistas de la clase trabajadora. « 

. Esto queda expresado en los documentos de los líderes mundiales en el G20 desde 
2001 en adelante. « 

. Para ampliar, ver Mazzoni y Schleifer, 2012. « 

. Nos referimos a las gestiones de Pablo Verani 1995-2003 y de Miguel Saiz 
2003-2011.« 

. Se refiere a la derogación de la ley “anticianuro” (Q3981/05) en diciembre de 
2011; como incentivo a la minería a cielo abierto se rehabilitó el uso de cianuro o 
mercurio en dicha actividad. « 

. Radio y Televisión Río Negro S.E., depende del Ministerio de Gobierno y 
Comunidad de la provincia y cuenta con el único canal de televisión de alcance 
provincial, 4 emisoras de radio, un sitio de noticias digital y redes sociales. Para 
ampliar, ver Heram y Schleifer, 2021 « 


